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INTRODUCCIÓN 

 

 

 

Actualmente, la democracia procedimental determina la titularidad en los cargos 

de toma de decisiones políticas y legislativas; al mismo tiempo, los políticos se 

presentan en las elecciones para obtener la mayoría de la votación ciudadana. 

Así que estableció las estructuras y funciones siguientes: 

 

A. Las elecciones sirven para la transmisión pacífica del poder; 

B. Los partidos políticos llegan a ser los receptores de las preferencias 

ciudadanas; 

C. Las campañas electorales permiten mostrar las divisiones sociales, 

económicas y culturales, más las opciones políticas, y 

D. El voto universal obtuvo valor concreto para los candidatos, partidos y políticas 

que se presentan como alternativas y compiten por él para acceder al poder. 

 

Desde entonces, la celebración de elecciones de manera recurrente, de 

acuerdo con los periodos constitucionales, faculta a los ciudadanos para elegir 

gobernantes y legisladores en los diferentes niveles del sistema político; además, 

los políticos luchan por la mayoría de los sufragios para ser los titulares del 

Estado. Significa la sustitución, sin violencia, de los encargados del poder político, 

en una confrontación sin la destrucción de los contrarios y de los grupos 

minoritarios. 

Incluso, en un ambiente de descontento por los resultados electorales, los 

actores pueden ir a las instancias jurídicas para dirimir las controversias. Los 

“agraviados” ya no recurren a la fuerza para destituir a los ganadores. El empleo 

de la violencia para eliminar los conflictos políticos se volvió costoso. Por lo que la 

poliarquía (Dahl 1993) devino en una opción viable. 
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De tal manera, la extensión de la democracia electoral se transformó en un 

fenómeno de estudio, en particular las causas que llevan a los ciudadanos a votar. 

Ya que actualmente, los partidos y autoridades la reconocen como el medio para 

el cambio periódico de los titulares del poder político; el modo de selección de los 

gobernantes se ha mantenido constante a lo largo de décadas, no se han 

sustituido a éstos por vías distintas a las electorales; tampoco se han propuesto 

nuevos mecanismos para determinar quiénes ejercerán los puestos de autoridad. 

Por lo tanto, sus estructuras y mecanismos cumplen con la definición mínima 

schumpeteriana: “La conformación constitucional para llegar a decisiones políticas, 

en el cual algunas personas adquieren el poder de decidir mediante una lucha 

competitiva por el voto” (Schumpeter, citado por Pasquino 2011: 319). En 

consecuencia, se vuelven relevantes para analizar las causas de las tasas de 

votación de la ciudadanía, ya que permiten el derecho a votar libremente en estos 

ejercicios políticos. 

Derivado de la importancia actual de la participación electoral, la tesina 

presenta sólo cuatro modelos teóricos que tienen la capacidad para estudiar la 

votación, de un abanico más amplio. Por lo tanto, se presenta el vínculo y 

justificación de las relaciones entre el objeto de estudio con los planteamientos 

teóricos y las variables independientes que los componen. 

La selección de únicamente cuatro teorías se puede considerar arbitraria, sin 

embargo, tiene una justificación, quiza se evalúe como endeble, me explicaré. De 

la revisión de las lecturas, se detectó que cada una de las teorías consideraron 

variables cuantitativas (grados escolares, ingreso, ocupación, sexo, edad, cantidad 

de votos que logró cada partido en las elecciones; número y tipo de elecciones 

que se celebraron; porcentaje de la participación electoral ciudadana), las cuales 

se capturan en las bases de datos que elaboran instituciones públicas, por 

mandato de ley. Lo anterior, puede ayudar a minimizar los costos para procesar 

las relaciones cuantititativas y la importancia estadística de cada una de las 

causales independientes con respecto al acto de votar, mediante el uso de 

programas informáticos estadísticos y la internet. Para así determinar las teorías, 
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las variables y los mecanismos que pueden dar sustento a una investigación 

emprírica de mayor envergadura. 

En consecuencia, el documento tiene un alcance limitado: será la exposición 

de las relaciones de los marcos de referencia con el estudio de las causas para 

votar por parte de los ciudadanos, por lo que se limita a explicaciones deductivas y 

discursivas en la exploración de cada uno de los temas. 

Así que el presente trabajo se divide en tres apartados: 

El primero explicará de manera exhaustiva el concepto general de participación 

política, que se desglosa en tres planteamientos politológicos que se 

desarrollaron, a saber: a) el sistémico, propuesto principalmente por Verba; b) el 

racional descrito por Verba y Nie (1975) y Pasquino (2011), y c) el republicano que 

inicia con Barber (1984: 7). Para descender a la idea particular de activismo 

electoral y terminar con la definición del acto de votar. 

El segundo capítulo aclarará los cuatro modelos teóricos y enumerará las 

variables independientes útiles, que se proponen como las bases mínimas y 

generales para estudiar el acto de votar en diferentes tiempos y lugares, una breve 

presentación se dará páginas adelante. 

El tercer y último capítulo presentará el activismo político heterodoxo —

conceptos, planteamientos teóricos y elementos de identificación— que 

representan las acciones desafiantes al sistema y cultura políticas dominantes, 

además de la contrapartida al actuar electoral y votar. Para visualizarlas más 

claramente mediante la comparación y contraposición entre los conceptos. 

Y, finalmente, llegar hasta las conclusiones. 

 

Cabe resaltar que la tesina se enfocará esencialmente en las teorías y las 

variables independientes que se presentan para estudiar el acto de votar en las 

elecciones para los diferentes niveles de gobierno, en los diversos sistemas 

políticos democráticos y a lo largo del tiempo (que estructuran el segundo 

capítulo), son los siguientes: 
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1. El modelo de los recursos socioeconómicos de los individuos. Éste usa como 

variables los niveles de escolaridad e ingreso, más el tipo de ocupación de las 

personas. 

El modelo afirma que existe una relación positiva y directa entre los niveles 

de escolaridad, ingreso y tipo de ocupación laboral con la probabilidad de 

votar. La relación es más fuerte cuando no intervienen variables como la fuerza 

de movilización de instituciones políticas como partidos, y sociales como 

organizaciones civiles e iglesias. 

 

2. El modelo de las características demográficas. Donde las variables explicativas 

son el sexo y edad de los electores que votaron; es decir, asevera que el sexo 

y edad de los ciudadanos influyen en las tasas de votación. 

Las relaciones generales que el planteamiento ha localizado muestran que 

las personas de sexo masculino, los jóvenes adultos y los adultos son más 

probables de votar que las mujeres, los jóvenes menores de 25 años y los 

adultos mayores de 65 años, por las capacidades que se vinculan a estas 

características. 

 

3. El modelo de movilización institucional. Se basa en las capacidades de las 

organizaciones y asociaciones políticas y no políticas, principalmente los 

partidos políticos y organizaciones de la sociedad civil, para estímular a los 

ciudadanos para que consecución de objetivos compartidos. 

En particular, los partidos políticos invertirán recursos como: dinero, cargos, 

accesos a los políticos, así como recursos materiales y simbólicos, para que 

los ciudadanos actúen y les ayuden a alcanzar el poder, influir en las políticas 

públicas, modificar o reforzar instituciones, hasta el cambiar de régimen. Lo 

anterior, busca la intervención de los ciudadanos, por parte de los entes 

políticos, en los temas económicos, políticos, sociales y culturales que son de 

interés para los líderes y las organizaciones partidistas. 
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Por lo tanto, en el marco de la democracia representativa y procedimiental, 

los partidos políticos se muestran como los principales interesados en movilizar 

a la ciudadanía en las contiendas por los puestos de elección popular. 

De ahí que llamarán a sus afiliados y ciudadanía en general, cuando la 

competencia electoral se vuelve cerrada, cuando la diferencia del porcentaje 

de preferencias electorales y de votación entre el primer y segundo lugar es 

menor a tres por ciento del total. Lo cual implica la necesidad de activar a los 

electores potenciales y reales, pues cualquiera de las opciones partidistas tiene 

la posibilidad real de obtener el poder político. 

 

4. Finalmente, el modelo de los factores sistémicos o institucionales, el cual 

sostiene que las leyes constitucionales y electorales pueden facilitar o 

complicar la presencia de los ciudadanos en las urnas el día de la elección. 

De los arreglos estructurales que se enumeran en el trabajo, sólo se centra 

en la explicación de la concurrencia de las elecciones; ella sostiene que 

cuando en una misma fecha están en juego varios cargos políticos —

primordialmente los que son fáciles identificar como los responsables de 

instrumentar las políticas públicas y, al mismo tiempo, poseen gran visibilidad 

en cada uno de los niveles de gobierno, de acuerdo con el tipo de regímen— 

crece la probabilidad de votar, porque el ciudadano tiene un mayor abanico de 

posibilidades de dónde elegir, percibe la relación causal entre el voto emitido 

con la responsabilidad política, e invierte pocos recursos al momento de 

sufragar. 

 

Por lo tanto, las propuestas se hacen a partir de una revisión de las libros y 

artículos sobre el objeto de estudio. La participación política es amplia, incluye 

más desde una docena de acciones que tienen de referente la esfera política, que 

van desde el más común (votar) hasta las que se gestan paulatinamente e 

irrumpen de manera violenta (revoluciones), que nos lleva a afirmar que la práctica 

precedió al concepto. Las obras que se muestran y se perciben como básicas para 
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adentrarse en el fenómeno y abarcan, por mencionar algunas, primeramente: 

Almond y Verba con The civic culture de 1963; Lipset y su Political man de 1960; 

Milbrath (1965) con su libro Political participation; Berelson, Lazarsfeld y McPhee 

(1954) y su obra Voting; Campbell, Converse, Miller y Stokes (1964) que dan a 

conocer The american voter, y Nie, Powell y Prewitt (1969) escribieron “Social 

structure and political participation: development relationship. Part I and II”. 

Posteriormente aparecieron en 1972, Participation in America de Verba y Nie; 

Verba, Nie y Kim (1978) con su investigación: Participation and political equality, 

además de Nie, Verba y Petrocik (1976) con su investigación The changing 

american voter. Continuaron las propuestas con Citizen politics in western 

democracies de Dalton (1988); Powell (1980) con “Voting turnout in thirty 

democracies”; Political participation in Latin America de 1978 editado por Booth y 

Seligson; Wolfinger y Rosenstone (1980) y su Who votes? Se sumaron a los 

anteriores Jackman y Miller (1995) con su documento “Voter turnout in the 

industrial democracies during 1980’s”; además de Camp con Polling for democracy 

y Politics in Mexico de 1996 y 1993, respectivamente. En este siglo hallamos, por 

mencionar unos cuantos, Burns, Schlozman y Verba con The private roots of 

public action de 2001; Norris con Democratic phoenix (2002); Moreno con El 

votante mexicano de 2003 y La decisión electoral de 2009; por último, Pasquino 

(2011) y el Nuevo curso de ciencia política. Todos ellos representan las obras que 

acercan al estudio de la participación electoral, por medio del voto y otras 

actividades políticas hechas por ciudadanos; además de formular las bases 

concretas del trabajo que se presenta. 

Debido a la amplitud del concepto, la investigación tiene el objetivo de 

desagregarlo en sólo cuatro paradigmas, del total que lo integran, y en un número 

muy limitado de variables independientes. Así que el trabajo escrito busca 

proponer y extender que los modelos teóricos de los recursos socioeconómicos, 

las características demográficas, la movilización institucional y los arreglos 

sistémicos se emplen para explicar y estudiar los porcentajes de votación de la 

ciudadanía; las variaciones en las tasas de votación entre las poblaciones y zonas 
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geoelectorales por cada proceso electoral; además de las fluctuaciones de la 

participación a lo largo del tiempo en las democracias electorales. 

Lo que da como línea argumentativa que los modelos, en los que se 

desagregó el concepto, sirven para establecer relaciones entre elementos 

observables (un número limitado de variables independientes y cuantificables) de 

la esfera social, económica y política, con un acto político específico: votar. 

  



 

 14 

CAPÍTULO 1 

 

 

 

La participación política 

 

 

Previo a la aceptación de las elecciones y el sistema de partidos, se mantenía una 

forma de movilización política-clientelar limitada, local y controlada por las élites, lo 

que originó la relación patrón-cliente: los jefes locales fuertes ofrecen protección a 

la población desvalida a cambio de apoyo político. Esto es un intercambio entre 

desiguales, el patrón ofrece sus excedentes, tanto materiales como políticos, a 

personas con desventajas a cambio de que voten, asistan a mítines y demás 

actividades que manifiesten la fuerza de movilización política de los jefes 

económicos y políticos de la región ante un poder del Estado aún débil. Por lo 

tanto, la autonomía del ciudadano para participar políticamente —si desea ser 

activo y cómo ser activo— es inexistente (Hague et al. 1992: part 2; Hermet, 

Rouquiè y Linz 1982). 

La participación política viene de la mano con el avance de la democracia 

liberal de masas y, en especial, con la adopción del sufragio universal (Rokkan 

1979). La participación en los asuntos públicos era una obligación inherente a la 

naturaleza humana en la Grecia antigua. Y la definición político jurídica de 

ciudadano tiene una gran similitud con el término de participación política: es aquel 

individuo perteneciente a un Estado que participa en la conducción y en la toma de 

decisiones del mismo (Hopenhayn 2000: 237; Parkins 2000: 63-64). 

Dentro de la teoría normativa de la democracia, se considera como 

necesaria la existencia de un ciudadano activo, interesado e informado 

políticamente de los asuntos que atañen a la sociedad y la comunidad en que vive 

(Barber 1984: 217, Berelson et al. 1954: 308, Parekh 1993: 236-240). 



 

 15 

En cambio, los líderes políticos tratan de limitarle, meramente pedirán a los 

ciudadanos que participen en actividades electorales, principalmente a través del 

voto (Hill, Leighley y Hinton-Andersson 1995: 83; Jackson 1993: 1082-1086; Nie y 

Verba 1975; Verba, Nie y Kim 1978: 91), pero no en las acciones que se 

encuentran bajo control de las personas, que ejercen mayor influencia y 

transmiten información concreta de las necesidades, demandas y preferencias, y 

menos sujetas al dominio de los dirigentes, las instituciones gubernamentales y 

partidistas (Dalton 1998: cap. 4; Dalton, Kuechler et al. 1990; Inglehart 1990a: 

340). 

Además, en las sociedades actuales, el deber cívico es una norma social, el 

tomar parte en las decisiones y la solución de los problemas de la comunidad y del 

Estado (Barber 1984: 24-25; Erikson et al. 1991; Lane 1964; Parekh 1993: 246-

249). 

A lo anterior se suma el desarrollo horizontal de la política: el acceso a ella 

no está determinada por las posiciones sociales de la persona; contextos sociales 

específicos o tiempos determinados, salvo las elecciones, lo que incrementa la 

importancia del estudio del activismo político (Pasquino 2011: 72-75) 

Sólo basta observar la relevancia que tiene para los políticos ser electos por 

una gran cantidad de ciudadanos, para desempeñar las actividades 

gubernamentales y declarar que poseen el mandato popular. Esto influyó en la 

mutación de los partidos de cuadros y notables, a partidos de masas y “cacha 

todo”; en el desarrollo de la opinión pública que puede guiar o no las decisiones de 

los líderes políticos; en la politización de la sociedad por la intervención del Estado 

en esferas sociales antes consideradas privadas por medio de políticas, como las 

fiscales que afectan el ingreso (Dalton 1988: Cap. 2); en las morales como, por 

ejemplo, legislar para permitir o prohibir el aborto. Todo ello, gracias al desarrollo 

de la democracia liberal de masas, la economía, los medios de comunicación y el 

avance educativo. En consencuencia, ha impulsado la política horizontal que se 

refleja en la participación de un mayor número de personas en los asuntos del 

Estado. 
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El ciudadano ideal de una democracia es aquél que se interesa en la política y 

participa en ella por medio de los actos políticos, además de los electorales; 

conoce los procesos de gobierno y las alternativas propuestas para solucionar los 

problemas públicos; vota de acuerdo con un conjunto de valores y principios. 

Sin embargo, existe una paradoja: tal ciudadano existe poco en la realidad. 

La prueba es el bajo nivel de participación ciudadana en el mundo político, mínima 

es la proporción de ciudadanos que realizan acciones para influir sobre el proceso 

político (Conway 1989: 11). 

Así que el siguiente apartado se acercará al concepto de la participación 

política y electoral que empleará el presente trabajo. 

 

 

1.1 Definición 

 

Pasquino define la participación política así: 

 

(E)l conjunto de actos y actitudes dirigidas a influir, de manera más o menos directa y más o 

menos legal, en la selección de los titulares del poder político, en las decisiones que esos 

mismos actores toman, en cada una de las organizaciones políticas, con el objetivo de 

modificar o conservar la estructura y, por lo tanto, los valores del sistema de intereses 

dominante (1991: 180). 

 

Un concepto semejante está en la obra Participation in America de Verba y Nie: 

“(L)a participación política se refiere a las actividades legales realizadas por los 

ciudadanos que están más o menos dirigidas a influir directamente en la selección 

del personal gubernamental y en las decisiones que toman” (1987: 2)1. 

                                                           
1
 Concuerdan con estas definiciones: Barber 1984: 8, Burns, Shlozman y Verba 2001: 4, Conway 1989, Dahl 

1999: 47-48, Hague, Harrop y Breslin 1992, LaPalombara 1974, Milbrath 1965, Nie y Verba 1975, Pasquino 

2011: 70, Revilla 1995: 301, Rosenstone y Hansen 1993: 4, Verba 1996: 1-2, Verba, Nie y Kim 1978: 46-47. 

De aquí en adelante, todas las traducciones son mías. 
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Las acciones las pueden dirigir a cualquier nivel del sistema político: 

municipal, estatal o nacional, lo que origina el contacto directo entre el ciudadano y 

el gobierno (Conway 1989: 13). O de manera más compleja, la participación 

política se define como el intento de influir en la distribución, que realizan las 

autoridades de los valores escasos en la sociedad (Nie y Verba 1975: 1-3, Verba, 

Nie y Kim 1978: 2). 

Las definiciones se complementan porque tienen puntos de coincidencia, 

los que se explicitarán por la propuesta teórica en la que se enmarcan. 

 

 

1.1.1. El enfoque sistémico 

 

Los conceptos descritos se encuentran rodeados de más elementos que se 

clarifican. Así la participación política son las actividades y las acciones que 

buscan influir sobre el gobierno en forma de inputs, presiones, colaboración y 

coordinación, peticiones y demandas (Barber 1973: 25); en la selección del 

personal político: quiénes serán los titulares de los puestos gubernamentales; en 

las decisiones y políticas públicas que se toman dentro del aparato 

gubernamental; en la formulación del plan del gobierno y la agenda pública, hasta 

intervenir en el cambio de régimen político, económico o de gobierno. Lo que 

supone una condición, una sociedad que esté abierta a: 

 

…la oportunidad de decidir —por parte de los ciudadanos— cómo y, si así lo eligen, qué 

asuntos deben ser incorporados a la agenda…Las políticas de la asociación, que se 

encuentran en la agenda, están siempre abiertas a cambios introducidos por sus miembros, 

si éstos así lo deciden (Dahl 1999: 48). 

 

En otras palabras, un gobierno sensible y responsable ante la ciudadanía que lo 

integró. Igualmente, es importante observar y analizar los resultados, productos, 

outputs, políticas y decisiones gubernamentales del sistema para “conservar o 

modificar la estructura, por lo tanto, los valores del sistema de intereses 
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dominante” o “influir en la distribución de los valores, bienes y servicios escasos, 

en la sociedad” (Nie y Verba 1975, Verba, Nie y Kim 1978: 5, Pasquino 2011: 

132), que son las consecuencias del activismo político ciudadano. 

Se concentra en los actos, como medios, que el ciudadano y los grupos 

emplean para intervenir en los asuntos que les importan y se encuentran en el 

sistema político para su procesamiento. Por lo tanto, se involucran en los procesos 

electorales e incluso en las actividades políticas que se dan fuera del ámbito de 

las elecciones, cuando buscan influir en las decisiones gubernamentales que 

guardan relación con los problemas que les interesan, sin importar el tiempo (Nie y 

Verba 1975: 48, Revilla 1995: 301). Así que se debe analizar más allá del voto; sin 

embargo, aquí únicamente se proponen los modelos para estudiar a éste. 

Asimismo, se consideran exclusivamente las acciones políticas de los 

ciudadanos que no actúan en los puestos de toma de decisiones, ni están 

involucrados profesionalmente en la política y, generalmente, tampoco desean 

tomar directamente el poder político del Estado. En cambio, en los puestos 

políticos se localizan funcionarios gubernamentales y el personal de los partidos, 

quienes reciben un salario para hacer los trabajos políticos, por lo que su 

desempeño no se considera activismo político. 

Mientras que Pasquino y Milbrath toman en cuenta las actitudes como 

participación política propiamente, el resto de los autores las dejan fuera de su 

concepto; en cambio, las consideran como variables independientes o secundarias 

que están vinculadas con el status socioeconómico individual (Nie, Powell y 

Prewitt 1969: 372), las cuales pueden aumentar o disminuir las probabilidades de 

participar políticamente. Sin embargo, resultan elementos difíciles de cuantificar 

como actividad política, además de ser factores pasivos distintos a la acción. 

La participación política debe ser más o menos legal y legítima, usar los 

canales regulares establecidos por la democracia (Pasquino 2011: 71; Verba et al. 

1978: 48). Y centrarse así en la participación política convencional e 
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institucionalizada (Conway 1989; Milbrath 1965)2. Ella se compone por las 

actividades aceptadas por la cultura política dominante, que utilizan los canales 

desarrollados por las instituciones hegemónicas y las élites. Estas acciones son 

las siguientes: votar, trabajar para un candidato y partido, donar dinero para las 

actividades de campaña3, y para causas políticas y sociales; ir con un funcionario 

público para resolver un problema personal o de la comunidad, escribir a un editor, 

a los legisladores, ser un ciudadano que se desempeña como funcionario de 

casilla electoral que recibe y cuenta de manera legal los votos de sus 

conciudadanos. Es decir, la aceptación de las actividades políticas y electorales 

que adoptan los canales legales y regulares. 

Sin embargo, las formas nuevas y heterodoxas se deben incluir en el 

concepto de participación política. Estos modos de actividad representa acciones 

no sancionadas por la cultura política dominante, aun cuando sean legales —junto 

con las ilegales y las extralegales— y no necesariamente usan los canales 

reconocidos por las élites e instituciones dominantes. Por lo anterior, las formas no 

convencionales de la participación política forman un continuum, que va desde las 

marchas pacíficas de protesta, hasta la violencia terrorista y la guerra civil, cuyo fin 

es también que los ciudadanos influyan sobre el gobierno para alcanzar valores 

religiosos o morales; objetivos generales, como el cambio del estilo de vida de las 

sociedades industriales de occidente, además de los intereses de clase, etnia, 

género, ideológicos, materiales y similares. 

Como no aceptan los canales legales, se consideran perturbadores de la 

operación formal del proceso político, lo cual las hace difíciles de estudiar, pero no 

por ello se debe minimizar su importancia. Resultan relevantes porque presentan 

características propias: primero, sólo un porcentaje reducido de ciudadanos 

utilizan este tipo de actividades, pero poseen una alta visibilidad. Son grupos 

sociales con particularidades que los hacen notorios, por ejemplo, universitarios 
                                                           
2
 Las actividades políticas “normales e institucionalizadas” son aprobadas, por una sociedad en su conjunto, 

porque cualquier ciudadano las puede utilizar en períodos estables y programados. 
3
 En donde las leyes electorales lo permitan y son ellas mismas las que determinan los periodos de tiempo, la 

cantidad máxima y mínima, los instrumentos por los cuales se realizan las donaciones y la manera de 

vigilarla. Conocido como financiamiento a los partidos. 
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que toman parte en manifestaciones pacifistas o antiglobalización; indígenas que 

forman vallas humanas para impedir la tala del bosque o reserva ecológica en la 

que viven por parte de una empresa capitalista legalmente constituida; obreros 

que realizan paros de labores y huelgas para lograr mejores prestaciones; 

homosexuales que realizan foros informativos, presiones sobre las legislaturas y 

apoyo a candidatos para promover legislaciones que reconozcan derechos 

igualitarios como los de los heterosexuales y trato equitativo por parte de los 

órganos impartidores de justicia, sin discriminaciones, caso parecido es de los 

movimientos feministas y de mujeres. 

El siguiente punto es importante: si el objetivo de la participación política es 

entablar comunicación con los funcionarios gubernamentales; las actividades 

heterodoxas, aun cuando sean empleadas por un pequeño porcentaje de la 

población, arrojan por resultado acciones de gran visibilidad por su manifestación 

súbita y transmiten información precisa de los objetivos de los activistas. Debemos 

subrayar que a pesar de ser realizadas por un número pequeño de actores. 

El hecho preeminente de las acciones políticas heterodoxas: no ocupan los 

canales usuales de la participación, lo que aumenta su rasgo sobresaliente y 

origina la atención de los medios de comunicación para hacerlos noticia; a ello se 

suma las características de los grupos participantes. 

En los conceptos existe otro elemento común: se considera a la 

participación política como actividades hechas por ciudadanos, autónomas y 

espontáneas que toman un cauce ascendente para influir y que los intereses 

impacten en los detentadores del poder político. No consiste en apoyar un interés 

nacional, unificado y preexistente, sino que es parte de un proceso por el cual el 

interés nacional, más bien, los intereses se crean desde abajo y ascienden. 

Por lo tanto, se excluye a la movilización política “de apoyo” o “ceremonial”, 

en donde los ciudadanos “toman parte” para apoyar al gobierno con marchas y 

desfiles, trabajar en el desarrollo de proyectos gubernamentales, participar en 

grupos juveniles organizados por el gobierno o votar en elecciones ceremoniales 

no competitivas. Esta clase de movilización política de los ciudadanos —en el 
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sentido de proporcionar “apoyo” a un Estado no democrático— queda fuera como 

modalidad de acción política, porque la participación política es libre y no 

coercitiva (Hague et al. 1992; LaPalombara 1974; Nie y Verba 1975; Pasquino 

1991, 2011: 85; Revilla 1995: 303; Verba, Nie y Kim 1978: 47)4. 

 

 

1.1.2 El enfoque de la teoría racional 

 

La participación política tiene, dicen Verba y Nie, así como Pasquino, una 

dimensión instrumental. Con ello afirman que la participación sirve para perseguir 

objetivos concretos e influir al gobierno en la satisfacción de los intereses públicos 

y privados, los cuales son las fuentes de la acción; esto representa racionalidad. 

Las acciones políticas integran medios para alcanzar fines y objetivos, 

operaciones de los individuos dirigidas hacia el gobierno para afectarlo en sus 

acciones y decisiones para así obtener beneficios y recompensas (Bahry y Silver 

1990: 840-845; Conway 1989; Milbrath 1965; Nie y Verba 1975; Pasquino 1991; 

Rosenstone y Hansen 1993: 16-20; Schlozman, Burns, Verba y Donahue 1995: 

273-275; Teixeira 1992: 3-4, 101, 154)5. 

También se participa si se tienen los recursos y las capacidades para saldar 

los costos de la actividad, mientras que los beneficios a obtener son mayores o 

iguales que aquéllos. Lo anterior significa, primero, que participar es racional, ya 

                                                           
4
 Para LaPalombara, la movilización política es la “aprobación pública cuidadosamente planeada desde arriba. 

Los líderes autoritarios son a menudo impulsados a mantener plebiscitos para legitimarse a sí mismos o sus 

políticas. Los regímenes de partido único, por lo general, mantienen elecciones generales periódicas que son 

cuidadosamente planeadas. Además de las elecciones y el voto, los regímenes dictatoriales harán desfilar a un 

gran número de personas o a las unidades militares para conmemorar fechas importantes y resaltar la 

legitimidad del régimen. La movilización política sirve además para apoyar a las políticas nacionales, 

introducir nuevas o cambiar a las viejas, para convencer al mundo exterior de que el público apoya al 

régimen; y surge en donde no hay una oposición que desafíe las interpretaciones electorales, es así que las 

elecciones son usadas con propósitos de movilización” (1974: 423-424). Es válido mencionar que la 

movilización política, por lo general, es una característica de los regímenes no democráticos. 
5
 En la acción política expresiva, que es la otra dimensión, la acción realizada es por sí misma la recompensa, 

se alcance el objetivo o no, el resultado a obtener es inmaterial, por lo regular la realizan ciudadanos con un 

alto nivel educativo o personas muy comprometidas con símbolos. Para ver los distintos tipos de recompensas 

que logra el activismo político revisar Bahry y Silver 1990: 839-842; Rosenstone y Hansen 1993: 16-20; 

Schlozman et al. 1995: 281 y Teixeira 1992: 12-17, 148-151, 172. 
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que dados los costos de la acción política, los beneficios probables de ella son 

equivalentes al tiempo y esfuerzos invertidos (Nie y Verba 1975). Además, se 

actúa racionalmente de manera política por el tipo de acciones que se toman y las 

características de las decisiones que se desean influir. Se comporta racionalmente 

cuando las preferencias dirigidas al gobierno son determinadas por los propios 

individuos: los ciudadanos elaboran la “agenda” que se presentará a los 

funcionarios. 

Si la actividad política seleccionada transmite información específica de las 

demandas del participante, ejerce presión sobre el gobierno; los funcionarios se 

tornan sensibles, responden de manera rápida y expedita a las preferencias de los 

activistas y, por último, los resultados de la participación abarcan a amplios 

sectores sociales y se manifiesta la racionalidad de la acción política. 

Aunque las actividades políticas de tipo particular pueden ser las más 

racionales, porque la sensibilidad y capacidad de respuesta de los funcionarios se 

otorga a los ciudadanos más activos que emplean acciones específicas que 

transmiten información concreta de las preferencias. Por ello, la racionalidad de la 

participación determina la clasificación de las actividades políticas. 

Pero antes, también es racional si el activismo llega a ser efectivo porque, 

primero, se sitúan los objetivos, éstos se determinan por maximizar la distribución 

de los beneficios en una sociedad que satisfagan los deseos y necesidades de la 

población; segundo, se eligen los medios con base en los objetivos. Así que la 

participación tiene racionalidad pues permite localizar los objetivos a los 

ciudadanos, elegir prioridades y decidir qué recursos usar para lograr tales o 

cuales objetivos (Nie y Verba 1975). 

Además, la participación se entiende como acción política, y requiere de 

tres decisiones: primero, el individuo debe decidir si actúa o no; segundo, 

determinar la dirección de su acción. Por ejemplo, el ciudadano resuelve primero 

si vota o no y, en seguida, por quién votar; también el proceso puede ir en sentido 

contrario. 
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Sin embargo, existen ciertas acciones que no tienen elección en la dirección 

cuando el gobierno es el principal objeto a intervenir. Si se decidió actuar 

políticamente, a menudo la decisión va acompañada de otra: la tercera decisión se 

refiere a la intensidad, la duración y el extremismo de la acción, la persona puede 

apoyar de manera débil o vigorosa, en un momento o en repetidas ocasiones. 

Esta tercera elección se halla vinculada a las dos anteriores. Si una persona toma 

una acción de manera vigorosa y sostenida, tal hecho será más probable que 

tome una dirección particular; si el individuo siente intensamente una realidad, ella 

aumentará su probabilidad de participar (Milbrath 1965). 

 

 

1.1.3 El enfoque republicano 

 

La otra dimensión de la participación tiene sus beneficios expresivos. La actividad 

política es una fuente de satisfacción per se. El individuo se siente satisfecho, 

aunque no se obtengan los resultados concretos de la instrumental; la 

complacencia del propio ciudadano con su papel activo porque practica las 

normas de conformidad social, con lo cual cumple con sus responsabilidades 

ciudadanas (Schlozman, Verba y Bardy 1995: 1-36, Revilla 1995: 312, 320). 

Asimismo, se puede ver a la participación como un recurso educativo, por 

ella se aprenden las “virtudes cívicas”: 

 

a través de la participación uno mismo aprende la responsabilidad de sus actos políticos. Así 

definida, la participación política es más que un instrumento, es un fin en sí misma. En un 

régimen democrático, la estima individual se puede dañar seriamente si el ciudadano no 

participa en las decisiones que afectan su vida. Desde otro punto de vista, la falta de la 

habilidad para participar puede implicar la carencia de una completa integración al sistema 

(Nie y Verba 1975: 4). 
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1.2 Las consecuencias del activismo político ciudadano 

 

La participación constituye un instrumento que crea diferencias entre los activistas 

y los abstencionistas. Los primeros llevan sus inquietudes, intereses y puntos de 

vista de los problemas a los funcionarios y los presionan para que los cumplan; al 

mismo tiempo, los líderes políticos se vuelven más sensibles a las iniciativas de 

los participantes y resulta más probable que respondan a las preferencias de ellos 

que a las de los abstencionistas. Los participantes comunican a las élites políticas 

un conjunto de objetivos que pueden ser distintos a los del resto de la sociedad o, 

por lo menos, diferentes a la de los inactivos; si esto es así, los activistas llegan a 

ser menos representativos en términos demográficos de la población en general 

(Burns, Schlozman y Verba 2001: 22-24; Verba, Schlozman, Brady y Nie 1993a: 

310-314; Verba 1996: 7). 

Entonces, las consecuencias políticas y sociales de las personas 

aventajadas y activos políticamente no es sólo que posean una mayor frecuencia 

de activismo y usen acciones que transmiten información precisa de sus objetivos 

—enviar cartas a sus representantes, donar dinero a causas políticas y sociales, 

estar en varias asociaciones políticas y sociales, ir a reuniones con funcionarios, 

mítines políticos, marchas, protestas y otras— lo cual los hace visibles y ejercen 

una mayor influencia ante las élites políticas; sino que, además, las necesidades y 

las preferencias de los activos, pertenecientes a los estratos aventajados, se 

muestran a los decisores políticos por la participación que requiere de mayores 

recursos y capacidades objetivas, que transmiten mayor información y presión 

ciudadana. 

Y los objetivos son distintos a los de los abstencionistas, quienes, por lo 

general, pertenecen a la clase baja. Así, el contenido de los mensajes de la 

actividad ciudadana, el cual comunican a los funcionarios públicos, está 

determinado por la clase social (Verba et al. 1993a: 310-314). 

Quienes participan influyen en las políticas y decisiones públicas. Sin 

embargo, los activistas políticos no siempre representan a la sociedad. Aunque las 
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necesidades y las preferencias políticas varían poco entre los votantes y los 

abstencionistas, los primeros representan al público general cuando la votación se 

incrementa6. Aunque el voto expresa la actividad política que muestra menos las 

desigualdades sociales, mantiene el patrón de clase (Lijphart 1997: 2-4). 

Los activistas usan los actos políticos que requieren recursos materiales y 

objetivos, con una mayor frecuencia, transmiten información precisa de sus 

propósitos y ejercen una gran presión. Las diferencias de quienes son activos —

en cuanto a sus características demográficas, las políticas que los benefician, los 

temas que animan su participación, las políticas que influyen, y las preferencias y 

demandas políticas— aparecen y son totalmente distintas a los de los 

abstencionistas. Estos últimos participan con menor frecuencia y, además, 

resultan menos visibles, a pesar de necesitar asistencia gubernamental, por el 

hecho de pertenecer a la clase baja. Por si fuera poco, no participan en la 

formación de una agenda que los beneficie, no eligen a candidatos y partidos 

progresistas y liberales para formar gobiernos que instrumenten políticas que los 

ayuden. 

En consecuencia, las personas activas, por medio de actos, resultan eficaces 

porque controlan mayores recursos y capacidades, por lo que tendrán mayor 

influencia en las decisiones gubernamentales —sus preferencias y demandas 

serán escuchadas por los líderes gubernamentales— por lo tanto, el proceso 

político se tergiversa, en beneficio de las clases favorecidas porque pueden 

controlar las políticas públicas inclinándolas hacia sus intereses, quienes de por sí 

se encuentran en buenas condiciones a costa de las clases desfavorecidas. 

Entonces, participar importa, pues se influye en las políticas públicas, los 

objetivos ciudadanos se hacen llegar a las élites políticas, y demuestra que la 

distribución desigual de los recursos socioeconómicos y las capacidades tienen un 

impacto sobre el proceso político. Con otras palabras, los más aventajados en la 

sociedad participan, creando las desigualdades en la participación: “la cual lleva a 

                                                           
6
 Lo cual significa que la tasa de abstencionismo es mínima y las desigualdades entre las clases sociales 

aumentan cuando la elección tiene un alto abstencionismo (Lijphart 1997: 4-7). 
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las desigualdades en la influencia, que resulta en iniquidades en las políticas y las 

decisiones públicas, lo que origina disparidad en los recursos, dando por resultado 

diferencias en la tasa de participación de las personas e iniciando otro círculo 

vicioso” (Rosenstone y Hansen 1993: 245-246)7. 

La otra posibilidad es la de activistas con preferencias semejantes a la de 

los menos activos. En este sentido, los primeros pueden representar a los 

segundos por la vía de la participación. No obstante, los participantes están lejos 

de ser un cuerpo representativo en términos de necesidades. También, el tipo de 

actividad política determina a quiénes responderán los funcionarios, dependiendo 

de cuál acción usen los ciudadanos y a cuál de ellas sean sensibles los políticos. 

Los funcionarios prestarán atención a las demandas de acuerdo con el tipo de 

actividad política que ejerce mayor presión sobre ellos, considerarán las 

preferencias del total de la sociedad por medio de las encuestas de opinión 

pública o atenderán a las demandas de los activistas sin importar el tipo de 

actividad. Si los funcionarios son sensitivos y responden a los fines de los 

activistas, se elaborará una agenda pública muy distinta a la que se hallaría si 

pusieran atención a la parte inactiva de la población. 

Por tanto, las preferencias atendidas por los políticos serán, generalmente, 

las de los activistas de mayores recursos materiales y mejor educados de la 

sociedad. En efecto, el status socioeconómico de los activistas determina los 

problemas que se comunicarán a los líderes políticos por los mecanismos de la 

participación y, en consecuencia, los funcionarios atenderán los objetivos de los 

participantes. 

Esto se ha logrado medir al elegir una comunidad en donde se localice a los 

activistas y funcionarios, más el nivel de coincidencia en las prioridades para la 

comunidad. La concomitancia entre ciudadanos y funcionarios se deriva del grado 

en que los líderes locales responden a las preferencias de los ciudadanos de la 

                                                           
7
 Ver también Bobo y Gilliam (1990: 387), Cohen y Dawson (1993: 293-298), Craig y Maggiotto (1981: 514-

522); Erikson et al. (1991), Franklin (1996: 216-235), Guterbock y London (1983: 445-449), Lijphart (1997: 

1-12), McAllister y White (1994: 593, 605-606), McClain y Karning (1990: 533, 541-542), Schlozman et al. 

(1994: 986-987); Verba (1989 y 1996: 5-7) y Verba et al. (1993a: 304-315). 
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comunidad. Los funcionarios serán más impresionables y responden a las 

comunidades con altas tasas de participación general en comparación con 

aquellas con nivel bajo de dinamismo (Erikson, Luttbeg y Tedin 1991). 

Si la participación política tiene como resultado la sensibilidad y respuesta 

del gobierno, esto es lo que marca la diferencia. Si la clase social media y alta 

participan más que el status bajo —como por lo regular ocurre— la actividad 

política es más probable de otorgar beneficios para quienes están en mejores 

condiciones. Entonces, lo ideal sería la participación de todos los sectores de la 

población para que sus necesidades y agendas se transmitan y satisfagan y, 

además, no disminuir el activismo político de las clases media y alta (Nie y Verba 

1975). 

Para reducir las diferencias entre las preferencias y necesidades de los 

activos, que por lo regular son de los estratos socioeconómicos altos y medios, 

Verba (1996: 5-7) recomienda el uso de las encuestas de opinión pública para 

limitar la iniquidad en la transmisión de las agendas de los activos y los 

abstencionistas (Verba et al. 1993a: 310-314), cuando las instituciones políticas o 

politizadas resultan incapaces para movilizar a los sectores desaventajados de la 

población (Verba, Nie y Kim 1978: 119). 

Un fruto más de la participación ciudadana se concreta en efectos positivos 

sobre el sistema político, es el caso de México a nivel municipal. Según Paz, la 

participación electoral ciudadana en el municipio generó contiendas electorales 

competitivas, las cuales producieron la alternancia municipal. El activismo político 

de los ciudadanos en los procesos municipales provoca “una gestión eficiente, 

honrada y transparente en la toma de decisiones y en el ejercicio de los recursos” 

públicos (Paz 1999: 146). Asimismo, la participación de las organizaciones 

sociales y de la sociedad civil en las obras y acciones públicas de los 

ayuntamientos pueden lograr los objetivos sociales propuestos en esas decisiones 
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porque incrementan la eficiencia de la administración del ayuntamiento en las 

metas sociales y democratizan la acción gubernamental (Paz 1999: 153-155)8. 

Por último, el voto constituye la actividad que tiene un efecto sobre la 

sensibilidad del líder, a pesar de que transmite poca información precisa de las 

preferencias. El voto parece ser más efectivo cuando se conjunta con las 

actividades de campaña, las comunitarias y los contactos con funcionarios 

iniciados por el ciudadano. 

En las comunidades en donde hay alta votación, junto con participar en las 

campañas, en actividades comunitarias y tener contactos, aumentan la 

coincidencia de la agenda ciudadana con la de los funcionarios. Esto se debe a 

que el voto ejerce gran presión y transmite poca información, por lo cual los líderes 

quieren evitar una derrota electoral. En cambio, las otras actividades comunican 

más información de las preferencias pero ejercen menor presión. El uso de varias 

formas de actividad crea un sistema, son necesarias tasas de votación con 

participación en otras actividades para que ejerza presión para cumplir y 

suministre información de las prioridades ciudadanas, para dar como resultado 

sensibilidad y respuesta de los funcionarios (Erikson et al. 1991). 

  

                                                           
8
 Aunque la relación de las organizaciones de la sociedad civil con el gobierno local pueden ir del conflicto 

abierto a la cooperación amplia, pasando por el velado, el aislamiento y la cooperación meramente puntual 

(Paz 1999: 146-147). 
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CAPÍTULO 2 

 

 

 

Modelos teóricos de la participación electoral 

 

 

Las causas y variables que impulsan al individuo a participar electoralmente, para 

afectar a los detentadores del poder en el sistema político, son variadas: desde las 

variables psicológicas individuales; a las que toman en cuenta a las 

organizaciones políticas y las asociaciones autónomas; a las socioeconómicas, 

hasta la variable educación. Esta última, se puede tomar de manera aislada y, a la 

vez, unirla a variables como la información y cultura política, entre otros (Conway 

1989; Norris 2002: 83). 

Con base en lo anterior, se conforman los modelos teóricos para explicar la 

participación electoral individual o en términos agregados. 

Por lo tanto, se propone el empleo de los modelos teóricos para estudiar la 

probabilidad de votar de los electores, a saber: 

 

1. Modelo de recursos socioeconómicos individuales o sociológico (Lipset 1993: 

155-190); 

2. Modelo de características demográficas; 

3. Modelo de movilización institucional, y 

4. Modelo de factores institucionales o estructurales. 

 

Se explicitarán cada uno en los siguientes apartados. 
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2.1 Modelo de recursos socioeconómicos 

 

Este modelo se cimienta en un planteamiento sociológico9, donde los elementos 

que determinan la categoría social, ingreso, ocupación y escolaridad, afectan el 

nivel, la frecuencia, el tipo y el impacto de la participación electoral. El modelo 

muestra las relaciones positivas y directas entre las características individuales y 

las formas y cantidad de activismo: las personas que poseen una ocupación 

directiva o profesional, un mayor ingreso y un alto nivel de escolaridad tienen más 

probabilidades de ser activos porque poseen los recursos suficientes, las actitudes 

políticas y las capacidades cívicas para satisfacer los costos de la actividad, 

especialmente en el voto; afectan el volumen del activismo individual, ya que la 

participación política individual depende de los recursos (Burgess, Haney, Snyder, 

Sullivan y Transue 2000: 29-52; Burns, Schlozman y Verba 2001: 33-34; Durand 

2004: 233, 273; Fornos, Power y Garand 2004: 912-913; Norris 2002: 29, 

Pasquino 2011: 86-90; Verba et al. 1993a: 304-309), las actitudes políticas y las 

capacidades cívicas para desempeñarla y alcanzar los objetivos. 

 

 

2.1.1 El ingreso 

 

Si las personas desean influir en el gobierno necesitan de recursos para gastar en 

los actos políticos y afectar la toma de decisiones; así se origina una vinculación 

positiva y directa entre el nivel de recursos y el nivel de activismo de la persona. 

Los ciudadanos se abstienen “debido a que no tienen los recursos para 

activarse…” (Verba 1996: 2-3). Es decir, se necesita dinero y tiempo para 

contribuir al financiamiento de una campaña, así como para trabajar para un 

candidato. Aun para el acto de votar, en su simpleza, requiere que la persona se 

registre, reúna y procese la información de los medios de comunicación referente 

                                                           
9
 Porque la ocupación, la escolaridad y el ingreso son variables objetivas que determinan la posición de la 

persona en el sistema de estratificación social (Jennings 1997: 366) y, a su vez, influyen el activismo político 

de la persona o de una nación. 
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a los candidatos, partidos y políticas; formular una decisión e ir a la casilla el día 

de la elección, todos ellos representan costos que consumen recursos (Leighley y 

Nagler 1992a: 722-727; Rosenstone y Hansen 1993: 74-77; Tate 1991: 1161-

1162, 1173). Y estos recursos, capacidades y actitudes están distribuidos 

desigualmente en la población (Ansolabehere, Iyengar, Simon y Valentino 1994: 

832-833; Burns, Schlozman y Verba 1997: 374; Bahry y Silver 1990: 829-830; 

Bolívar 1999: 81; Campbell, Converse, Miller y Stokes 1964: 27; Conway 1989; 

Craig y Cornelius 1989: 362; Dahl 1999: 199-200; Dalton 1988; Domínguez y 

McCann 1996; Erikson et al. 1991; Franklin 1996: 222-223; Hague et al. 1992; 

Hansen 1997: 73-80; Highton 1997: 566-567; Hout, Brooks y Manza 1995: 805-

811; Inkeles 1969: 1122-1126; Jennings 1997: 362-363; Lane 1964; LaPalombara 

1974; Lazarsfeld, Berelson y Hazel 1964; Leighley 1991: 199-203; Leighley y 

Nagler 1992b: 729-733; McAllister y White 1994: 594-597; Milbrath 1965; Nagel y 

McNulty 1996: 782-786; Nie et al. 1969: 362; Pasquino 1991; Reynolds 1974; 

Rosenstone y Hansen 1993: 12-16; Schlozman, Burns y Verba 1994: 964-965, 

986-987; Verba 1989, 1996: 2-3; Verba et al. 1993a: 310-315, 1993b: 490-494 ; 

Verba, Nie y Kim 1978: 24). 

Los recursos objetivos y materiales que afectan el nivel de participación se 

integran por el tiempo, el empleo, el dinero y la escolaridad (Bolívar 1999: 81; 

Revilla 1995: 314; Schlozman et al. 1994: 972-974, 986-987; Schlozman, Burns y 

Verba 1999: 30-33). Se ha precisado que las personas con mayores ingresos o 

que tienen el control financiero del gasto familiar realizan mayores donaciones a 

causas políticas o sociales; perciben que sus intereses materiales son afectados 

por las políticas fiscales, por ser contribuyentes, y anima su participación. Además, 

pueden acceder a varias fuentes de información política como comprar revistas 

especializadas, periódicos, televisión por cable e Internet, lo cual les permite 

percibir sus intereses y los beneficios del activismo (Burns et al. 1997: 375; Dalton 

1988; Hague et al. 1992; Lazarsfeld et al. 1964; Rosenstone y Hansen 1993: 133-

136; Schlozman et al. 1994: 972-973, 1999: 41-44; Verba et al. 1993a: 304-315, 
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1993b: 456-457)10. Cuya consecuencia esencial se manifiesta en la distribución 

desigual en la población de una sociedad (Norris 2002: 29). 

Asimismo, las personas con mayor tiempo libre11 pueden aumentar su 

capacidad para participar en la política; cuentan con más horas libres después de 

realizar sus actividades. Tienen más posibilidades de ser activos porque poseen 

tiempo para votar, asistir a mítines electorales, entrevistarse con funcionarios 

públicos y permanecer informados de la política (Burns et al. 1997: 384; Dalton 

1988; Hague et al. 1992; Lane 1964; Schlozman et al. 1994: 974, 986-987). 

Igualmente, se localizó que las personas de status socioeconómico medio y 

alto presentan generalmente las actitudes individuales favorables a la actividad 

electoral, a saber: el interés político, la eficacia política y la obligación cívica para 

participar (Nie et al. 1969: 372-374). Estos mismos grupos muestran la capacidad 

de realizar pláticas políticas frecuentemente. Las actitudes políticas, por lo 

general, dependen de los recursos socioeconómicos del ciudadano; aunque 

también se obtienen y fomentan cuando se participa en otras esferas sociales 

como la familia, la escuela, el trabajo, las asociaciones cívicas y las 

organizaciones políticas; y sí se concibe al sistema político como sensible y 

responsable hacia los ciudadanos (Conway 1989; Dawson y Prewitt 1969, Nie y 

Verba 1975, Franklin 1999: 206-208, Pasquino 1991; Reynolds 1974; Schlozman 

et al. 1999: 35-37, Verba et al. 1993b: 456-457). 

 

 

2.1.2 La escolaridad 

 

Debemos observar que la escolaridad representa uno de los recursos individuales 

que puede incrementar la probabilidad de votar, con otros que requieren más 

tiempo y comunican datos precisos de los objetivos, peticiones y demandas de la 
                                                           
10

 Mayores ingresos tienen una influencia relativamente modesta sobre la participación política general, pero 

su impacto es mayor en las donaciones políticas (Schlozman et al. 1994: 986-987). 
11

 El tiempo libre se forma por el tiempo restante después de realizar las labores básicas, como el dormir, 

trabajar, atender a los hijos, estudiar, realizar las labores domésticas y demás (Schlozman et al. 1994: 974, 

1999: 32-34). 
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ciudadanía (Dalton 1988; Rosenstone y Hansen 1993: 13-15); al mismo tiempo, es 

apta para sobrepasar los obstáculos estructurales del sistema político, por 

ejemplo, el registro electoral, ya que capacita para enfrentar los requisitos 

burocráticos del registro y para votar (Highton 1997: 569-572; Rosenstone y 

Hansen 1993: 208)12. Igual se localizó que las personas con mayor escolaridad 

tienen mayores posibilidades de poseer una alta frecuencia de activismo político, 

electoral y de votación que las de otro nivel educativo (Burns et al. 1997: 384, 

2001: 92-95; Campbell et al. 1964: 28-29; Conway 1989; Craig y Cornelius 1989: 

362; Domínguez y McCann 1996; Fornos, Power y Garand 2004: 913; Franklin 

1996: 219-222; Hague et al. 1992; Highton 1997: 570-571; Hooghe y Pelleriaux 

1998: 419-424; Inkeles 1969: 1129-1133; Jennings 1997: 363-365; Lipset 1993: 

158; Leighley 1991: 205-209; Leighley y Nagler 1992a: 733-737; Lijphart 1997: 1-

2; Moreno 2009: 306-310; Nagel y McNulty 1996: 788-791; Nie et al. 1969: 363-

365; Norris 2002: 218; Rosenstone y Hansen 1993: 3, 145; Schlozman et al. 1994: 

984-987; Verba 1989; Wolfinger y Rosenstone 1980). 

El nivel escolar es un recurso importante para costear el activismo electoral 

(Rosenstone y Hansen 1993: 44-45) porque por lo general llega a desarrollar las 

capacidades intelectuales necesarias para reconocer y comprender asuntos, 

temas y objetos políticos complejos y abstractos, así como sus conexiones; para 

percibir las recompensas del activismo; seguir las campañas electorales y evaluar 

las plataformas políticas, los candidatos y los asuntos públicos (Rosenstone y 

Hansen 1993: 13-15); fomenta la habilidad para acercarse a los medios de 

                                                           
12

 En ocasiones, el registro electoral es más difícil que el acto de votar. Registrase requiere de más 

actividades: viajar en horas laborales para realizar un procedimiento antes que inicia la campaña electoral. Las 

personas con mayor escolaridad saben que deben registrarse, cómo y en dónde, en dónde votar el día de la 

elección. Tienen la información para tratar con las dificultades burocráticas del registro, las cuales son 

mayores que las barreras para participar en la campaña, realizar donaciones o persuadir a otros en cómo votar. 

Así, la escolaridad tiene un impacto en el votar más que trabajar en la campaña, realizar donaciones o 

persuadir a otros en cómo votar (Rosenstone y Hansen 1993: 209, 214; Lijphart 1997: 7; Teixeira 1992: 10-

13, 107-110, 132-149, 176.184, 205). Aunque Nagler (1991: 1400-1403) demostró que una alta escolaridad 

no ayuda a sobrepasar las barreras impuestas por un registro electoral que deja toda la responsabilidad en el 

individuo; por lo tanto, los obstáculos impuestos por el registro electoral individual afecta de igual manera a 

las personas con baja escolaridad y alto nivel educativo. 
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comunicación y procesar las noticias políticas (Dalton 1988; Hague et al. 1992; 

Lazarsfeld et al. 1964). 

Y más aún, facilita a la comprensión del sistema político, ello origina que el 

ciudadano logre saber de las consecuencias de las acciones del gobierno y del 

resultado electoral, la persona reconoce que la esfera política interviene en su 

ámbito privado (Conway 1989). Incluso, anima las relaciones con líderes de 

opinión y políticos que sirven como canales de acceso al mundo político; tienen 

contactos con la burocracia gubernamental, que facilitan el trato con la burocracia 

electoral (Highton 1997: 573-574). 

Los ciudadanos con mayor escolaridad alcanzan la posibilidad de 

acostumbrarse a la toma de decisiones colectivas (Conway 1989; Dawson y 

Prewitt 1969; Nie y Verba 1975); la educación eleva la probabilidad de desarrollar 

las habilidades y capacidades necesarias para la participación; de fundar en las 

personas intereses, preferencias, identificaciones y creencias que les permiten 

obtener beneficios del activismo (Hague et al. 1992; Rosenstone y Hansen 1993: 

13-15); han sido socializados para seguir la política y valuarla (Rosenstone y 

Hansen 1993: 14). 

Las personas con más grados académicos generalmente logran poseer 

opiniones formadas sobre varios temas, de entrar en discusiones sobre diferentes 

tópicos y sentir la libertad para platicar de asuntos políticos (Conway 1989); 

conoce sus deberes cívicos porque en el ambiente escolar la participación social, 

política y en las actividades extraescolares se les otorga valor (Lazarsfeld et al. 

1964; Wade y Wan Seo 1996: 31-35); y aumenta la posibilidad de afectar de 

manera positiva los valores democráticos y las actitudes favorables a la 

participación, como el interés y conocimiento políticos (Almond y Verba 1965; 

Barber 1973; Conway 1989; Dahl 1993; Dawson y Prewitt 1969; Gibson 1997: 

680-681; Gibson, Duch y Tedin 1992: 329-371; Hooghe y Pelleriaux 1998: 422-

423; Mueller, Seligson y Turan 1987: 27-30; Nagler 1991: 1395; Nie y Verba 1975; 

Pasquino 1991; Phelan, Link, Stueve y Moore 1995: 134-138; Reynolds 1974; 
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Rosenstone y Hansen 1993: 14; Roth y Wilson 1983; Verba, Nie y Kim 1978: 11; 

Verba, Schlozman, Brady y Nie 1993b: 456; Wade y Wan Seo 1996: 38-41). 

La escolaridad, además de ser una de las variables para explicar la 

participación electoral, ayuda a establecer el nivel socioeconómico y se identifica 

con la modernidad (Lipset 1993: 41-66)13. La escolaridad se llega a relacionar con 

el activismo, sobre todo con el promedio de votantes, quienes poseen educación 

pueden apreciar los problemas complejos y analizarlos, ello lleva a votar (Lipset 

1993: 99). 

La educación en ocasiones logra afectar a las orientaciones políticas. Una 

mayor escolaridad tiene la capacidad de influir en éstas. Así, quien tiene mayor 

grado académico, por lo general: 

 

1. Está consciente del impacto del gobierno sobre el individuo, presumen que los 

eventos políticos afectan directamente su bienestar personal (Dawson y Prewitt 

1969); 

2. Probablemente, siga a la política y dé atención a las campañas electorales; 

3. Posea información política; 

4. Su opinión puede ser considerada por un círculo social politizado y el foco de 

su atención hacia la política es amplio, se llega a establecer como líder de 

opinión (Berelson, Lazarsfeld y McPhee 1968); 

5. Se compromete o toma parte en pláticas políticas; 

6. Se siente libre para discutir de política con un amplio número de gentes, puede 

hablar de política con cualquier persona; 

7. Se ve a sí mismo como capaz de influir en el gobierno, cree en la manipulación 

racional de las instituciones para producir los objetivos deseados (Dawson y 

Prewitt 1969); 

8. Probablemente sea integrante —y activo— en alguna organización; y 

                                                           
13

 Otras variables de la modernidad y sociedad postindustriales son: alfabetismo, medios de comunicación, 

crecimiento económico y urbanización, desarrollo económico, etc. (Inglehart 1995: 381; Lipset 1993: 44-53, 

60-66). 
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9. Quizá exprese confianza en su ambiente social, asume que las personas son 

dignas de confianza y él mismo sea servicial. 

10. El nivel escolar tiene el potencial de aumentar su fuerza explicativa cuando se 

relaciona con el interés en los fenómenos políticos. A mayor escolaridad se es 

capaz de avanzar en el interés en la política y la necesidad de conversaciones 

políticas, sin importar demasiado la fuente, así la educación se vuelve 

determinante. “Las distancias —entre el nivel ocupacional y el status del padre, 

el nivel de información e interés hacia la política que recibe el individuo— se 

van borrando paulatinamente con la escolaridad…” (Segovia 1977: 21-23, 43-

44; cf. Hooghe y Pelleriaux 1998: 422). 

 

Lo anterior origina la relación positiva entre escolaridad y participación electoral: 

entre más alto sea el grado escolar, mayor será la probabilidad de actuar 

electoralmente; quienes poseen más grados académicos son quienes más votan, 

sin importar los costos y los beneficios. Una generalización de la acción política es 

que “los individuos con altos niveles de educación…serán más activos en política, 

mientras más alto sea el recurso socioeconómico escolaridad de la persona, 

mayor será su nivel de actividad política, así que es un recurso para la 

participación” (Verba et al. 1978: 64-69). Y al parecer esta tendencia perdurará: 

“no parece que vaya a modificarse las diferencias en los patrones de participación 

basadas en el nivel social (clase social o status socioeconómico)…”, del cual la 

educación forma parte sustancial (Conway 1989: 48-49, 63). 

Veamos ahora la escuela. El centro escolar constituye la fuente de 

aprendizaje y de enseñanza, es un agente socializador político. Las orientaciones 

de aceptación de las normas legales y sociales, las habilidades y las normas para 

la participación se aprenden, en parte, gracias a la enseñanza de la escuela. Por 

ello, la educación tiene la capacidad de afectar la percepción del mundo político 

del individuo y su relación con él (Dawson y Prewitt 1969). En sí, el ser 

escolarizado afecta al ser político, porque tiene un impacto en las habilidades y 

capacidades necesarias para la participación (Dawson y Prewitt 1969). 



 

 37 

Además, las orientaciones cívicas son requisitos —según Almond y Verba 

(1965)— para la participación. Así la gente más educada puede tomar mayor parte 

en la participación. Los recursos socioeconómicos aumentan el potencial de 

fomentar las capacidades cívicas que permiten a los ciudadanos usar el tiempo y 

el dinero en la vida política. Estas capacidades se adquieren en la escuela, el 

hogar, las experiencias laborales, la membresía en organizaciones y en las 

iglesias. Porque las personas dotadas con una mayor cantidad de recursos 

socioeconómicos tienen más posibilidades de tener contacto con esas esferas 

sociales. 

Las capacidades cívicas son hablar en público, presentar opiniones propias 

en forma persuasiva de manera escrita o hablada, redactar una carta para los 

representantes electos o a un medio de comunicación, hacer una exposición 

pública; ir a reuniones en donde se tomen decisiones, organizar mítines y 

reuniones, presidir o planear una reunión y dar declaraciones, entre otras. Se 

espera que quienes realizan estas actividades en contextos apolíticos, sean 

capaces de hacer las mismas en un marco político. Pues llevarlas a cabo facilitan 

la participación, no sólo por fomentar las capacidades para la política, sino que 

aumentan el sentido de eficacia que predispone al ciudadano a actuar. 

Las habilidades cívicas se pueden crear, adquirir, ejercer y fomentar más 

fácilmente en las asociaciones, aunque se necesitan los siguientes factores. 

Primero, el individuo debe conectarse a la institución. Segundo, depende del tipo 

de institución a la que se afilie, principalmente a aquellas que requieren de las 

capacidades, permitan desarrollarlas, y la disponibilidad de que el individuo asuma 

responsabilidades voluntarias y emprendan actos que animen las habilidades. 

Además, las asociaciones apolíticas llevan actividades que los gobiernos realizan, 

como resolver problemas comunitarios, realizar campañas informativas, 

actividades artísticas, patrocinar actividades culturales y deportivas, asistir a 

personas indigentes, enviar ayuda a países del Tercer Mundo, etc. 

En efecto, la adquisición de las habilidades cívicas inicia con la entrada del 

individuo a la escuela, por lo cual la escolaridad puede contribuir a las diferencias 
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en la participación (Rosenstone y Hansen 1993; Hague et al. 1992; Schlozman et 

al. 1994: 964; Verba 1996: 1-3, 7). Estas capacidades se consideran relevantes 

para actuar en la esfera política; asimismo, son más probables de localizarse en 

las personas que detentan mayor escolaridad, poseen trabajos a nivel directivo y 

profesional, tienen afiliación institucional y realizan actividades en organizaciones 

apolíticas, como la iglesia14. 

Los factores socioeconómicos, sobre todo la escolaridad, de la persona 

serán transformados en actividad política debido, en parte, a que las 

organizaciones sociales y políticas —los partidos políticos, las asociaciones 

autónomas, las corporaciones y los grupos de interés independientes— son 

débiles, inexistentes y despolitizadas. Por lo tanto, incapaces de movilizar a sus 

seguidores o a los distintos segmentos de la sociedad, en especial a los de las 

clases bajas. Lo anterior deja el campo abierto para que los recursos 

socioeconómicos de la persona, factores a nivel individual, sean los determinantes 

de la participación electoral, un ejemplo son los Estados Unidos y México se 

puede incluir en el caso (Dalton 1988; Domínguez y McCann 1996; Jennings 1997: 

365-366; Nie et al. 1969: 811). 

En conclusión, los recursos socioeconómicos representan las variables 

estructurales e independientes para el análisis de la participación, las actividades y 

el comportamiento electoral. Al mismo tiempo, afectan a las variables intermedias 

como la información, el conocimiento, afectos, y las actitudes, evaluaciones y 

opiniones políticas que actúan sobre el activismo político (Reyes 1994: 99; 

Hooghe y Pelleriaux 1998: 419-424). 

 

 

 

 

                                                           
14

 La afiliación a organizaciones voluntarias y el tener trabajos profesionales y directivos se vinculan y varían 

positivamente con la escolaridad del individuo (Schlozman et al. 1994: 967-972, 1999: 46-50; Verba 1996: 

2). 
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2.1.3 La ocupación laboral 

 

La ocupación laboral de la persona determina parcialmente el estrato 

socioeconómico al que pertenece. Quienes se desarrollan en trabajos no 

manuales presentan la posibilidad de manejar su tiempo libre, además de que el 

ambiente laboral influye en la adquisición interés general en la política, de 

información política relevante y creer que se tiene la capacidad de modificar las 

decisiones de los funcionarios de gobierno (Pasquino 2011: 82-84). 

Por lo tanto, contar con un empleo formal de tiempo completo con cargo de 

jerarquía permite a las personas acumular recursos, desarrollar capacidades, 

recibir invitaciones y adquirir actitudes que animan y facilitan la participación 

electoral (Burns, Schlozman y Verba 2001: 97; Norris 2002: 29). 

 

 

2.2 Modelo de los factores demográficos 

 

El modelo de explicación de la participación electoral individual se sustenta en la 

relación entre las características demográficas del individuo o población y la 

probabilidad de votar en una elección. Las diferencias de la persona como la edad, 

el sexo, la raza, la religión, la residencia, y todas las características inherentes del 

individuo que cambian poco en el tiempo, facilitan o dificultan la participación 

electoral individual —a pesar de que votar es un derecho universal— pues actúan 

como los recursos necesarios para sufragar los costos de presentarse en las 

urnas a votar. Estos perfiles de los individuos reflejan la estructura social, 

económica y política imperante de una sociedad en un momento dado. 
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2.2.1 La explicación de la variable sexo 

 

La participación electoral dependiente del sexo asegura que los hombres tienden a 

votar más que las mujeres por lo siguiente: la socialización política diferenciada 

por el sexo afirma que el mundo político se le considera o consideró una mundo 

masculinizado, ajeno a las mujeres; que los asuntos públicos pertenecen a lo 

masculino y los domésticos para el femenino, el hombre es el proveedor y la mujer 

un ente pasivo que cuida el hogar (Burns, Schlozman y Verba 2001: 1-3, 37-38, 

92-103; Carrillo 1990; Dolan 1998: 285-289; Durand 2004: 229-230; Logan 1990; 

Mason 1992: 60-65; Norris 2002: 218; Schlozman, Burns y Verba 1994: 963-965, 

Schlozman et al. 1995: 268, Ramirez, Soysal y Shanahan 1997: 735-736, 742-743, 

Revilla 1995: 313, 315-317; Wade y Wan Seo 1996: 27-48, Welch y Hibbing 1992: 

197-205, Wilcox 1991: 519-524). 

Las diferencias culturales, educativas, económicas y otras, fundadas en el 

sexo del ciudadano se trasladaron a la esfera política. Junto a ello, la existencia de 

una estructura socioeconómica que pone en desventaja a las mujeres frente a los 

hombres: menores ingresos, mayores cargas de trabajo doméstico, más las 

responsabilidades adquiridas al entrar en al mercado laboral, los embarazos 

(deseados o no), junto con la crianza de los hijos, ser jefas de familia solteras, falta 

de inversión en capacitación laboral y educación para las mujeres. Todo en 

conjunto o individual se vuelven obstáculos para la participación política femenina. 

No obstante, votar es una acción fácil de desempeñar y sus tiempos los 

establece la ley, lo que permite programar para realizarlo y utilizarlo para elegir a 

los partidos, candidatos y programas políticos que otorguen ventajas a las mujeres 

como género o mantengan el estado de cosas. Así que puede ser instrumental, 

para afirmar sus preferencias políticas, por ser una acción fácil de hacer (Burns, 

Schlozman y Verba 2001: 64; Moreno 2009: 306-310). 
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2.2.2 La influencia de la edad 

 

En cuanto a la edad, o etapas de la vida, y su influencia sobre la probabilidad de 

votar, las teorías afirman que tiene un impacto sobre el fenómeno político, ya que 

se le puede representar en forma de campana achatada; conforme avanza la edad 

del ciudadano, a partir de los 25 años y hasta antes de entrar en la vejez, 

alrededor de los 65 años, es poco probable que la persona se abstenga, la 

probabilidad de votar aumenta y se mantiene durante la vida adulta y activa de la 

persona (Black, Niemi y Powell 1987: 78-81; Buendía 2000: 347; Burns, 

Schlozman y Verba 2001: 95; Durand 2004: 230-231; Jennings 2000: 14-19; 

Goerres 2007: 93; Moreno 2009: 306-310; Norris 2002: 201; Revilla 1995: 313). 

Los electores jóvenes, de 18 a 24 años de edad, arrojan porcentajes de 

votación bajos porque carecen de un vínculo de interés con el mundo político, ya 

que advierten que las políticas públicas los ignoran. Consideran que los actores 

políticos no los representan ni se preocupan por sus intereses. Esto genera un 

desencanto político, porque sus necesidades quedan insatisfechas por la políticas 

o porque resultan ajenos a ésta; o porque su participación política queda fuera del 

acto de votar y de los canales institucionales. Tal vez usen la participación política 

heterodoxa15 o simplemente su vida se desarrolla fuera del mundo político. 

Las personas adultas, que se encuentran dentro los grupos de edades que 

van de los 25 a los 65 años, son más probables de votar porque el sistema político 

se acerca a ellos, como lo hacen otros sistemas diferentes: el económico. Una vez 

que aumenta la edad, los círculos sociales y las responsabilidades de este grupo 

                                                           
15

 Las actividades heterodoxas son parte del concepto de participación política. Estos modos de actividad 

política son acciones no reconocidas por la cultura política dominante, aún cuando sean legales —además 

pueden ser ilegales y extralegales— y no necesariamente usan los canales reconocidos por las élites políticas 

e instituciones dominantes; por lo anterior, las formas no convencionales de la participación política forman 

un continuum, que va desde las marchas pacíficas de protesta hasta la violencia terrorista y la guerra civil, sus 

objetivo son también que los ciudadanos influyan sobre el gobierno para alcanzar valores, como los 

postmaterialistas, objetivos generales, como el cambio del estilo de vida, además de los intereses de clase, 

etnia o materiales; buscan afectar las estructuras, las autoridades y a la toma de decisiones y de distribución de 

los bienes públicos del Estado. Como no aceptan los canales regulares y legales se consideran como 

perturbadoras de la operación formal del proceso democrático. 
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cambian. Perciben que los otros sistemas sociales influyen directa o 

indirectamente en sus vidas: el acceder o no al mercado laboral, contar con un 

ingreso constante, fluctuante o ninguno, tener una familia o no, obtener mayor o 

menor escolaridad, lograr créditos e hipotecas o no, vivienda o no, gozar de 

seguridad social o no, dar educación a los hijos, la posibilidad de adquirir bienes 

muebles o no, la alimentación, etcétera. Esto se puede explicar a partir del 

funcionamiento y desempeño de los sistemas económico y político; con base en 

éstos, estimarán que existen diferencias entre los partidos, las políticas y los 

candidatos que compiten electoralmente, por lo que votar o abstenerse tendrá un 

impacto en sus vidas. 

De igual manera, si los procesos electorales se consideran una norma 

cívica socialmente establecida, se vuelve un deber cívico que entra en el conjunto 

de valores de conformidad social de los adultos y se asume como otra 

responsabilidad. En esta etapa, la más activa de la persona, ésta advierte más 

cercanas las esferas sociales de la política y la economía, por lo que resultan los 

más propensos a votar. 

En cuanto alcanzan la tercera edad, a partir de los 65 años, sus actividades 

tienden a disminuir: se jubilan o salen del mercado laboral, sus problemas de 

salud se agravan, sus círculos sociales se reducen, dependen económicamente 

de sus familiares y demás. En consecuencia, se alejan de los sistemas político y 

económico, e incluso social. Esto se vuelve un obstáculo para ir a votar. 

Sin embargo, estos conjuntos de edad se pueden integrar a grupos de 

convivencia que les permiten mantener contactos sociales amplios y activos que 

pueden vincularlos a los sistemas político y económico, como recibir invitaciones a 

mítines políticos o realizar pláticas politizadas. De igual manera, al ser un grupo 

social beneficiario de ayuda directa del gobierno pueden apoyar a los candidatos y 

al partido que promovieron tales políticas, ya que no votar puede significar la 

pérdida del beneficio (Goerres 2007: 93). 

Así, la salida del mercado laboral y la consecuente disminución de sus 

ingresos, por motivo de la edad y estado de salud, pueden influir en la 
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participación de este grupo; sin embargo, notará que existen políticas que tratarán 

de aliviar sus pérdidas; por lo que puede aumentar sus tasas de votación. 

Además, con la edad se aprenden y refuerzan las normas sociales, por lo que en 

los lugares en donde se celebran elecciones regulares y cuyos resultados son 

percibidos, el votar se vuelve una norma de conformidad social16. En pocas 

palabras, la estructura demográfica, económica y de creencias de la sociedad 

influyen en el tipo y la frecuencia de la participación política de los ciudadanos. Así 

que no todas las explicaciones caen en el campo del proceso político, sino 

también en la estructura social de nuestros periodos de vida y de nuestra 

naturaleza humana (Goerres 2007: 109-111). 

En los países europeos, un análisis localizó que en la relación entre la edad 

y las tasas de votación intervienen primordialmente factores no políticos; más bien 

depende de las etapas que experimenta el individuo con el correr de los años y las 

prácticas adquiridas a lo largo de nuestras vidas, en donde votar puede 

convertirse en una de ellas, a tal grado que las experiencias de votar pueden 

sustituir a la variable educación para ayudar a asistir a las urnas de manera 

frecuente y concurrida (Goerres 2007: 109). 

Para los modelos explicativos de variables socioeconómicas y demográficas 

de la participación electoral se emplean las categorías sociales siguientes: clase 

social, sexo y grupos de edad. Y las clasificaciones: los términos y conceptos que 

sirven para clasificar a los individuo de un país, una región o una zona geográfica, 

definida con fines científicos y para el análisis de una sociedad, entre sociedad o a 

un segmento de ellas hecha por científicos sociales. Es decir, se hace una 

taxonomía de la sociedad.  

Los científicos sociales realizan clasificaciones con objetivos analíticos. En 

ellas se incluyen a las personas, aun cuando éstas no se perciban ni se 

reconozcan en las características demográficas que sirven a los científicos para 

formar conceptos, categorías y la taxonomía social. Estas categorías sociales se 

                                                           
16

 Esto significa que si a un ciudadano, en una etapa joven de su vida, lo movilizaron para votar en una 

elección, ello aumenta su probabilidad de asistir a la próxima elección por sí mismo e incluso sin la presencia 

de la primera fuente movilizadora de la anterior elección (Goerres 2007: 111). 
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basan en características demográficas que cambian poco en las personas durante 

el tiempo. En conclusión, las categorías más comunes las integran: la clase social, 

el sexo, la edad, la zona geográfica, la escolaridad, la religión, la etnia, la cultura, 

el idioma, etc. Así éstas categorías —construcciones científicas de tipo social— se 

diseñan para clasificar a las personas de una zona geográfica delimitada para 

realizar un análisis (Daudt 1961). 

 

 

2.3 Modelo de la movilización institucional 

 

El tercer modelo se sostiene en la movilización institucional, donde los recursos y 

las características del individuo no determinan la participación, sino que requieren 

de instituciones políticas fuertes —partidos políticos, corporaciones, asociaciones 

voluntarias y grupos de interés— que faciliten el activismo político de sus socios. 

Así las instituciones se consideran variables independientes para explicar la 

actividad. La fuerza “basada en el grupo” moviliza a los ciudadanos a participar 

electoralmente o inhibirlo, porque representan los principales canales que unen al 

ciudadano con el gobierno y, al mismo tiempo, agregan y comunican las 

preferencias de manera ascendente a los líderes políticos (Brady y Kaplan 2003: 

11-13; Burns, Schlozman y Verba 2001: 33-38; Durand 2004: 202; Finkel 2000: 7-

8; Fornos, Power y Garand 2004: 915-916; Franklin 1999: 206-208; Fukuyama 

1996: 179-181; Goldstein y Ridout 2002: 21-23; Moreno 2003: 24-26, Norris 2002: 

120, 218; Pasquino 2011: 84-90; Pastor, Stone y Rapoport 1999: 423-444; Verba 

et al. 1993a: 304-315, 1993b: 470-473). 

 

Las instituciones crean las opciones y los objetivos que satisfacen las necesidades 

de sus miembros y proporcionan los recursos para alcanzarlas. Ello ocurre de la 

siguiente manera: los líderes de las instituciones movilizan a los ciudadanos, que 
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pertenecen o se identifican con ellas17, hacia la arena política para alcanzar 

ventajas generales e influir en las políticas, porque son los canalizadores y 

agregadores de las demandas e intereses de los afiliados. Pero, al mismo tiempo, 

esas instituciones al enfrentarse a otros por los bienes públicos escasos, como el 

poder político, movilizarán a la mayoría de los electores para alcanzarlo. Y para 

manifestar su fuerza, y así contrarrestar la movilización de los opositores 

(Rosenstone y Hansen 1993: 25-37). 

También trabajan de otra manera, las instituciones dotan de recursos y 

capacidades, exponen la información política necesaria para el activismo y 

recompensan la participación de sus integrantes. Al mismo tiempo, los grupos 

pueden desarrollar las habilidades cívicas de sus miembros para que se 

involucren en la participación. Esto es, las capacidades de vocabulario, de 

comunicación, de organización, de planeación y de exposición de temas, porque 

en ocasiones realizan actividades que los gobiernos emprenden. De igual manera, 

las organizaciones forman redes a través de las cuales la participación política es 

mediada y toman una posición ante los eventos públicos imperantes con base en 

la cual activan a sus seguidores. 

Se puede saber cómo las instituciones afectan a los actos electorales 

individuales por la afiliación del ciudadano a ellas; la membresía en un partido 

político puede determinarse de manera objetiva o subjetiva. La afiliación objetiva 

se expresa en la membresía formal en una organización partidista; la afiliación 

subjetiva se manifiesta en el nivel identificación de la persona con un partido 

político. 

La afiliación objetiva a una asociación es la membresía formal a una o en 

varias de ellas, el tipo de la asociación, y su grado de politización (Verba et al. 

1978: 229)18 y la afiliación subjetiva a una asociación se expresa en la membresía 

                                                           
17

 Porque son los más probables de responder a los llamados de las instituciones y los líderes políticos porque 

cuentan con los recursos y las capacidades necesarias para el activismo político (Rosenstone y Hansen 1993: 

25-37). 
18

 Este es el principal estudio que toma en cuenta a las instituciones políticas como la principal variable 

independiente de la participación política, a tal grado que comprueban cómo modifica la fuerte relación entre 

status socioeconómico y participación política. 
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o identificación subjetiva con un grupo social (por idioma, religión, etnia, raza, 

edad, sexo, ocupación, etcétera [Banaszak y Plutzer 1993: 155-156; Bobo y 

Gilliam 1990: 387-389; Browning, Marshall y Tabb 1984; Button 1989; Camp 1994: 

90-95; Gurr 1989a; Kampwirth 1998: 272-276; McAdam y Moore 1989; McClain y 

Karning 1990: 538-541; Tate 1991: 1162-1163, 1173; Wilcox 1991: 537-542]). 

 

Por lo tanto, una de las variables que fomenta la actividad en la esfera política 

reside en las instituciones políticas por su capacidad movilizadora de los 

integrantes. Por ejemplo, el partidismo fuerte, si el individuo es seguidor de un 

partido y activo en él, y tales organizaciones tienen objetivos con los cuales se 

identifican sus miembros, aquél los integra y los lleva a ser activos en política 

(Conway 1989; Reynolds 1974). 

En las comunidades donde viven estos miembros, pueden existir 

asociaciones voluntarias, las cuales realizan actividades referentes a los asuntos y 

problemática de la comunidad y, a la vez, se hallan politizadas o, en ocasiones, 

actúan con objetivos políticos, convirtiéndose, así también, en fuentes de la 

participación electoral individual. Se busca fomentar el activismo, alterar la fuerte 

relación positiva entre el status socioeconómico y la actividad política y, al mismo 

tiempo, puede ser una segunda fuerza impulsora de las personas de status 

socioeconómico medio y alto, y de la clase baja, contando con dos variables que 

actúan a la par para impulsar la acción, y aumentar la participación electoral 

(Almond y Verba 1965; Bartolini 1991). 

Las instituciones, para que promuevan la participación de sus afiliados y 

partidarios, deben ser fuertes, tener los recursos para alcanzar sus objetivos, 

como dinero para gastar en una campañas electorales o informativas; dominar los 

canales de acceso a la arena política, como las elecciones y las entrevistas con 

funcionarios gubernamentales. Principalmente, fomentarán las actividades 

políticas que les interesan o son fáciles de influir, como es el voto y las actividades 

electorales. Por lo tanto, alterarán la relación positiva y directa entre los recursos 

socioeconómicos y el activismo electoral (Almond y Verba 1965; Bartolini 1991; 
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Black et al. 1987: 75-78; Bowler, Lanoue y Savoie 1994: 1000-1004; Box-

Steffensmeier y Smith 1996: 567-568; Campbell et al. 1964: 27-28; Cezareo 1991; 

Coleman 1996: 820-822; Craig y Cornelius 1989; Denver 1995; Hill, Leighley y 

Hinton-Andersson 1995: 81-84; Huckfeldt y Sprague 1992: 79-83; Jackson 1993: 

1090-1091, 1997: 530-534; Leighley 1996: 457-460; McCann, Partin, Rapoport y 

Stone 1996: 760-764; Nie y Verba 1975; Pattie, Johnston y Fieldhouse 1995: 977-

980; Pattie, Whiteley, Johnston y Seyd 1994: 472-476; Rosenstone y Hansen 

1993: 25-37; Schlozman et al. 1994: 982-983, 986-987; Verba et al. 1978: 83; 

Zuckerman, Valentino y Zuckerman 1994: 1027-1030). 

 

Así que la movilización institucional comprende una categoría a usar: se vincula 

con la participación electoral, particularmente con el voto. La actividad electoral 

puede ser incrementada o disminuida por la movilización hecha por instituciones 

políticas. O sea, los partidos políticos y las asociaciones voluntarias a través de la 

membresía formal o informal, son capaces de alterar la relación positiva directa 

entre el nivel de recursos socioeconómicos individuales y la participación electoral, 

por el voto, a cualquier nivel: 

 

En suma…las actividades que son fáciles para las instituciones estimular, a las cuales se 

requiere estimular y las que dependen de los canales institucionales, se espera descubrir 

una mayor fuerza de influencia institucional…y varía…la relación entre el nivel de recursos 

socioeconómicos y la participación. En aquellas actividades que son difíciles para las 

instituciones estimular, las cuales son menos probables de ser estimuladas y las que no 

requieren de los canales institucionales, se deduce que las influencias institucionales son 

débiles. Para tales actos, las fuerzas individuales operan sin inferencia. Así que se espera 

localizar una fuerte y uniforme relación entre los recursos socioeconómicos y la participación 

(Verba et al. 1978: 73-74). 

 

La manera de localizar la influencia de las instituciones es por la competencia 

electoral de los partidos, mediante los porcentajes de votación en la elección; una 
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condición importante para la competitividad electoral reside en que existan dos o 

más partidos con posibilidades reales de ganar los puestos de elección popular. 

 

 

2.4 Modelo de los factores sistémicos o institucionales 

 

El último modelo explicativo de la participación política se apoya en los factores 

sistémicos o institucionales. Éste se enfoca en explicar la variación de las tasas de 

votación agregadas de los países en donde las elecciones son el mecanismo de 

acceso al poder (Norris 2002: 217-218).  

El marco teórico señala que el ciudadano, en su afán de afectar el curso de 

las políticas y de elegir a los gobernantes a través del voto, se enfrenta ante 

arreglos y factores institucionales que promueven la votación o aumentan los 

costos y disminuyen los beneficios del acto, cuyo objetivo sería influir en el 

proceso político. Así que cuando las políticas y la formación del gobierno 

dependen de los resultados electorales, de acuerdo con el arreglo constitucional, 

éste afecta los motivos para votar (Fornos, Power y Garand: 2004: 913-915; 

Franklin 1996: 223-229). 

Por lo tanto, el marco institucional en donde se desarrollan las elecciones 

afecta la probabilidad de votar de la población. Las investigaciones han hallado 

que los mecanismos estructurales que afectan las tasas de votación son los 

siguientes: 

 

1. El registro electoral automático o bajo la responsabilidad del gobierno, en 

donde el Estado es el responsable de actualizar el padrón electoral, aumenta la 

votación. Mientras que el registro electoral individual, que deja toda la 

responsabilidad en la persona, acrecienta los costos del registro y dificulta el 

votar; 
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2. El sistema electoral de mayoría relativa ante la fórmula electoral de la 

representación proporcional (RP). Este último incrementa la votación, asegura 

que una menor cantidad de votos se desperdician y que cualquier partido 

grande o pequeño puede ampliar su representación legislativa como función 

directa de su votación total; además, porque incentiva a los partidos a movilizar 

a los electores en los distritos electorales en donde son competitivos. El 

beneficio de la RP se presenta principalmente en las elecciones nacionales o 

de primera importancia; en contraste, en las elecciones intermedias y 

regionales —de segunda importancia— que usan la RP, su influencia es menor 

(Ladner y Milner 1999: 235-250). En el sistema de mayoría, los votos que 

recibió el candidato perdedor o los partidos minoritarios se cuentan como votos 

perdidos; 

 

3. La competitividad de los partidos acrecienta la votación, lo contrario, la 

existencia de un partido dominante la disminuye. Las divisiones sociales e 

ideológicas fuertes, en donde las posiciones de los candidatos y partidos son 

claras, forman un sistema de partidos polarizado, y si estas opciones tienen 

posibilidades de ganar los órganos de poder, animan la votación; porque las 

personas invertirán energía e interés en las elecciones que piensan que 

afectarán los asuntos de importancia inmediata y, al mismo tiempo, consideran 

que pueden influir en el resultado. Además, el ambiente de una competencia 

cerrada es un estimulante, aun para quienes no se interesan por el resultado 

(McCann y Domínguez 1998: 485, 496-497; Whiteley y Seyd 1998: 113-137). 

En cambio, en donde un partido es dominante, hegemónico y existe una 

competencia electoral limitada, que anticipa el resultado, origina bajas tasas de 

votación porque la elección carece de relevancia (Franklin 1999: 212-214) 19. 

 

                                                           
19

 Los mismos autores afirman que otros componentes institucionales, como el fraude electoral, afectan el 

nivel de votación; y el planteamiento factores institucionales, desde la perspectiva comparada, es aplicable en 

México (McCann y Domínguez 1998: 485). 
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4. Una baja frecuencia de elecciones o referéndums potencializa la votación. Si al 

elector se le pide presentarse a votar dos o tres veces al año, como en los 

Estados Unidos —hasta seis o siete veces en Suiza—, la asistencia a las urnas 

disminuye. Esto se explica por la fatiga electoral o, en términos de decisión 

racional, una alta frecuencia de elecciones aumenta el costo de votar. Si una 

alta frecuencia deprime la votación en las elecciones de primera importancia, 

en las elecciones de segunda importancia, ella decrece más (Norris 2002: 68-

69); 

 

5. Las elecciones concurrentes más que elecciones celebradas en fechas 

diferenciadas —realizar el mismo día las elecciones presidenciales o 

nacionales con las elecciones intermedias para la legislatura y los poderes 

locales— aumentan la votación y los beneficios del voto. En tanto, que sus 

costos se mantienen casi igual, porque en una sola fecha se eligen varios 

puestos políticos. En particular, las elecciones de segunda importancia 

obtendrán una mejor votación cuando se combinan con las elecciones de 

primer nivel. La celebración conjunta de las elecciones de primera y segunda 

importancia ayudan a las segundas (Norris 2002: 72-73); 

 

6. Las elecciones celebradas en domingo y en día de asueto elevan más la 

votación que las realizadas en fechas laborables. Porque existe más tiempo 

para ir a la casilla y votar, que durante los días laborales donde el tiempo libre 

está limitado; 

 

7. Las boletas electorales con opciones limitadas multiplican la tasa de votación. 

Cuando la boleta abarca una amplia gama de puestos u opciones, o muchas 

preguntas en un referéndum, desanima la participación porque aumenta los 

costos de información, ya que se deben recolectar más datos acerca de las 

opciones disponibles; 

 



 

 51 

8. Los gobiernos divididos —que permite la división de poderes— con poca 

disciplina partidista en el poder legislativo disminuyen la votación y la depresión 

crece cuando existen gobiernos divididos de larga duración. Las causas de que 

los gobiernos divididos hundan la votación son las siguientes: a) por la relación 

débil entre el voto emitido (la dirección del voto) y la política a instrumentar; b) 

por reducir los intereses que están en juego en una elección al no clarificar las 

direcciones de las políticas; c) por diluir las responsabilidades de los distintos 

partidos en el gobierno (el legislativo y el ejecutivo) por los tiempos de 

prosperidad o malos; d) por reducir la probabilidad de promulgar las promesas 

de campaña, y e) por aumentar los costos de información para evaluar el 

desempeño gubernamental. La votación también mengua si se utilizan otros 

mecanismos institucionales para la toma de decisiones e instrumentación de 

políticas, como el referéndum en Suiza y el cabildeo de los grupos de interés 

en Estados Unidos, pues logran que las elecciones nacionales pierdan 

importancia para el electorado (Franklin 1999: 205-217); 

 

9. El factor institucional que puede aumentar la votación es el voto obligatorio. A 

pesar que las sanciones sociales son menores que las sanciones jurídicas, aun 

cuando éstas son laxas y rara vez aplicables, hacen del abstencionismo un 

acto ilegal. El ciudadano al ser requerido para votar tiene que informarse de la 

esfera política para fundamentar su decisión.  

Además, para los partidos y candidatos es un incentivo para dar atención y 

trabajar para obtener información de los abstencionistas previos. El voto 

obligatorio no exige al votante presentar un voto válido, sino que se presenta 

en la casilla para elegir alguna de las opciones, proponer otras, o depositar su 

boleta en blanco o anulada; así el derecho a votar se mantiene intacto, en tanto 

que el abstencionismo, aunque racional, es ilegal. 

En un sistema electoral de voto obligatorio, las variables individuales de 

ingreso, ocupación y escolaridad, no actúan indiscriminadamente; los factores 

sistémicos alteran la relación entre el estatus socioeconómico y la 



 

 52 

participación. En cambio, si el voto obligatorio es abolido, los recursos 

socioeconómicos entran en juego, se vuelven significativos porque no hay 

elementos sistémicos que alteren la relación (De Winter y Ackaert 1998: 427; 

Franklin 1999: 205-216; Hooghe y Pelleriaux 1998: 419-424). 

 

En un estudio comparativo en países latinoamericanos que celebraron procesos 

electorales entre 1980 y 2000, se localizó que si se legisla el voto obligatorio con 

sanciones explícitas; si el régimen constitucionalmente es unicameral, ya que 

facilita a los electores identificar qué partidos promueven u obstaculizan leyes y 

políticas públicas; además, si llevan a cabo elecciones concurrentes, porque éstas 

son más intensas y cargadas de información política que es más fácil adquirir, la 

votación en general se puede incrementar, tanto en las elecciones presidenciales 

como en las legislativas. En otras palabras, los porcentajes de votación se 

encuentran fuertemente influidos por los arreglos institucionales (Fornos, Power y 

Garand: 2004: 925-926, 932-934). 

Los arreglos constitucionales resultan útiles para explicar la votación agregada, 

para exponer la variación de la votación entre países con elecciones y no la 

probabilidad de votar entre los distintos sectores sociales de un mismo país 

porque los arreglos institucionales son constantes para la población (Bawn 1999: 

487-505; Dalton 1988; De Winter y Ackaert 1998: 425-428; Franklin 1996: 231-

232, 1999: 206-213; Franklin y Hirczy 1998: 316-319; Hooghe y Pelleriaux 1998: 

419-422; Jackman y Ross 1995: 487-490; Lane 1964; Lijphart 1997: 7-8; Lewis-

Beck y Lockerbie 1989: 155-157; MaCkerras y McAllister 1999: 218-231; Norris 

2002: 69-72, 80-82; Powell 1980). 

 

De los modelos expuestos: el modelo de los recursos socioeconómicos y el de las 

características demográficas se centran en el nivel individual. Se considera a la 

escolaridad como una de las variables independientes de gran impacto en la 

participación y, relacionada con otras, aumenta la probabilidad de ser activo en la 
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política. En cuanto a la movilización institucional se focaliza en la fuerza de los 

partidos políticos y representa una variable que explica la participación política. 

 

Los modelos, como hasta ahora se han descrito, utilizan categorías demográficas 

como objeto de estudio para mostrar la comparación dentro de una misma 

sociedad. En tanto que el modelo de los factores institucionales no toma en cuenta 

las diferencias entre los distintos sectores demográficos de una misma nación y su 

impacto sobre la probabilidad de participar políticamente, además se centra 

únicamente en la votación agregada y las variables institucionales son constantes 

para la población electoral de un país. Los modelos mencionados forman una 

parte del marco teórico para el estudio de la participación electoral. 
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CAPÍTULO 3 

 

 

 

Otros modelos explicativos de la participación política y 

electoral 

 

 

La actividad política se origina por otras variables localizadas en varios estudios. 

Las políticas que se buscan afectar, los candidatos a quienes se desea que ganen 

y las condiciones económicas de un país pueden ser factores de la movilización 

ciudadana. Los objetos mencionados integran los motivos para que los 

ciudadanos actúen políticamente, pues mucha de la actividad deriva de la 

intensidad de las preferencias. Las personas con una fuerte vinculación con un 

tema o política —que es la motivación— se unen a organizaciones; pueden tener 

recursos, desarrollar opiniones intensas y se centrarse en un tema, y 

probablemente actúe con base en él y realicen más actividades políticas, 

especialmente protestas (Verba 1996: 4-6). 

Se ha hallado que cuando las expectativas de las personas sobre los 

servicios y las condiciones sociales, la calidad de vida y los bienes públicos no se 

han satisfecho y se percibe que el Estado, gobierno o partido afectan los 

suministros de los bienes que valoran, los responsabilizan de los déficits, defectos 

e ineficacia para la satisfacción de las expectativas. Cuando observa que los 

canales de acceso a las estructuras políticas están disponibles, los activistas los 

usarán, con actos políticos convencionales, para reparar el suministro de bienes 

escasos; en tanto que, cuando los canales son inexistentes o el costo de acceso 

es demasiado alto, por estar permeado por el corporativismo, probablemente 

ocurra un conflicto social y, en el mejor de los casos, actividades políticas 

colectivas de protesta (Jennings 1997: 368). En cambio, si el ciudadano busca la 



 

 55 

solución de problemas selectivos o particulares, tiene los canales de acceso 

disponibles o si ha desarrollado las conexiones sociales y políticas necesarias, se 

acerca a la política y a los funcionarios para la solución de sus demandas 

(Hirlinger 1992: 560; Jennings 1997: 370). 

También el tipo de la demanda, la política y el tema que se desean influir 

puede determinar la naturaleza de la actividad política. Si se desea afectar una 

política, asunto o bien público, suministrado a todas las personas, sin importar si 

participaron o no, la actividad política a usar por los ciudadanos será colectiva 

como son las actividades de protesta, electorales y comunitarias. En cambio, si el 

problema a resolver es un asunto familiar o personal —sólo afecta a la persona 

involucrada— el ciudadano empleará actividades particularistas como 

entrevistarse personalmente con el político o funcionario gubernamental (Hirlinger 

1992: 561). Este planteamiento del activismo político se conoce como los temas, 

las políticas y los problemas, de largo o corto plazo, de amplio o reducido alcance, 

que motivan la participación política (Jennings 1997: 362-370; Verba et al. 1993b: 

455-493). 

Asimismo, autores como Jennings (1999: 5-11) proponen planteamientos 

como el de Respuesta Política al Dolor y Muerte (Political Response to Pain and 

Loss). Éste afirma que cuando las víctimas (directas) o las covíctimas (indirectas) 

identifican, dentro de su explicación causal, a los responsables de sus 

experiencias de dolor y muerte y, dentro de esa cadena causal localizan la 

injerencia u omisión del gobierno o de una ley como causa de sus experiencias, 

pueden formar grupos o dar una dirección a la opinión pública para lograr acciones 

que reparen esas vivencias. De esta manera, ingresan a la arena política y 

reforman las acciones gubernamentales y legales. Y actúan sobre los 

responsables de las experiencias padecidas por la(s) víctima(s) o covíctima(s). 

El activismo político, alentado por la probabilidad de riesgo de daño corporal 

o el hecho consumado, provoca que los intereses en juego aumenten y se activen 

respuestas emocionales y cognitivas que suscitan la movilización. No obstante, 

esas mismas experiencias pueden desanimar las respuestas activas. Otra 
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característica del esquema del activismo basado en el dolor y muerte reside en 

que las personas que se vinculan a otros para ser activos, sobrepasan el problema 

de la acción colectiva —el free riding—. En parte, porque se involucran las 

recompensas de solidaridad, las cuales resultan prominentes en el caso de las 

víctimas y sobrevivientes; y existe una mezcla vigorosa de las esferas pública y 

privada por la naturaleza propia de los individuos entrelazados con la arena 

política (Jennings 1999: 9-11). 

Brady, Schlozman y Verba (1999:153-168) desarrollaron en el modelo de 

movilización institucional, el Reclutamiento Racional. Éste expresa que los 

reclutadores políticos racionales aplican un proceso de dos escenarios para elegir 

a los ciudadanos objetivos. 

Primero, emplean, como señales o pistas, las cualidades asociadas con la 

actividad política y el mejor indicador del potencial para participar en el futuro es la 

labor política pasada. Los reclutadores se dirigen a los ciudadanos que se 

involucran y disponen recursos para ser eficaces en el campo político. Además de 

seleccionar a las personas que por sí mismas participan, los reclutadores buscan 

prospectos sobre quienes tengan una influencia —alguna conexión que haga al 

objetivo sentir un lazo especial para decir sí. En este proceso se necesita 

información. Los reclutadores entre más conozcan a los individuos objetivo, mayor 

será la probabilidad de que los seleccionen para el reclutarlos y movilizarlos. 

Debido a que las relaciones estrechas aumentan la información e influencia, los 

reclutadores racionales contactan a personas conocidas. 

En efecto, una secuela del reclutamiento político racional sucede cuando se 

dirige a quienes serían activistas políticos de manera espontánea, por sus 

recursos y actitudes políticas (Brady et al. 1999: 164, Whiteley y Seyd 1998: 130-

131), y usualmente no llaman a los ciudadanos excluidos de la política; así que los 

primeros serán, probablemente, los invitados a participar en la política. “El proceso 

de reclutamiento ciudadano lleva a la participación en la política a activistas que se 

parecen mucho a quienes serían activos de manera espontánea. El reclutamiento 

político no moviliza a los marginados y desposeídos” (Brady et al. 1999: 154). Un 
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claro ejemplo: las donaciones financieras. Se invita primordialmente a las 

personas con ingresos familiares altos y con ello pueden llevar sus demandas a 

las esferas políticas. 

Otros factores demográficos obran sobre la actividad política. Por ejemplo, 

el tamaño de la comunidad donde viven los ciudadanos. Oliver (2000a: 361-373) 

mostró que los residentes de las zonas grandes, como las metropolitanas, son 

menos probables de participar en actividades cívicas de su residencia20 (con 

excepción de votar en las elecciones locales) que los habitantes de poblados 

pequeños, en especial si viven zonas urbanas reducidas (2000a: 364)21. Los 

moradores de las grandes ciudades son menos probables de contactar a 

funcionarios locales electos, asistir a reuniones de organizaciones o juntas de la 

comunidad. La baja participación entre los residentes de las áreas metropolitanas 

pequeñas y las ciudades enormes se produce por las diferencias en sus 

relaciones sociales y orientaciones psicológicas. Éstas establecen variables 

intermedias. La primera se refiere a la movilización institucional local: las personas 

de las grandes ciudades difícilmente son movilizados para la actividad política, 

particularmente por sus vecinos o conocidos. La parálisis resulta del carácter de 

las relaciones sociales en las unidades extensas: conforme la ciudad crece, los 

vecinos son poco probables de conocerse, y aún tienen menos posibilidad de 

tener contactos sociales con cercanía geográfica. En un ambiente como éste, las 

organizaciones y movimientos locales tienen dificultades para reclutar integrantes 

y diseminar información, lo que limita las oportunidades de participación. 

Segundo. Esta se relaciona con el interés político. A pesar de una mayor 

visibilidad e intereses en la política local, los residentes de las grandes zonas 

atienden poco o nada a los asuntos locales. Lo anterior puede ser una respuesta 

                                                           
20

 Las actividades cívicas consideradas en este estudio fueron cuatro que son locales en orientación y directas 

políticamente: Contactar funcionarios elegidos localmente, asistir a reuniones de una junta y de consejo 

comunitario, y votar en elecciones locales (Oliver 2000: 364). 
21

 Aunque también se halló que los residentes de las zonas rurales chicas y menos pobladas, la tasa de 

participación también es menor que en las zonas urbanas pequeñas y la participación no necesariamente 

disminuye como la zona rural crece. En las zonas rurales minúsculas, los recursos socioeconómicos actúan 

como determinantes de la participación cívica, los habitantes de estas zonas poseen baja escolaridad e ingreso 

lo que puede explicar la caída del activismo (Oliver 2000: 364). 
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psicológica al complejo ambiente urbano, sustancialmente, un retiro a un medio 

más privado. 

Ambas construyen fuentes explicativas y no se exlcuyen mutuamente. Y, 

además, ilustran el principio general: conforme una ciudad crece, sus vecinos 

están más disgregados socialmente entre sí, menos interesados en la política local 

e inactivos en los asuntos locales. Lo que lleva a Oliver (2000a: 367-370 y 2000b: 

34-36) a afirmar que el contexto social ejerce un efecto fuerte e independiente 

sobre la participación cívica, pues las variaciones en el activismo político, entre las 

comunidades pequeñas y las ciudades grandes son a menudo mayores que las 

diferencias entre la escolaridad de sus habitantes. Los ciudadanos de las zonas 

pequeñas están más involucrados cívicamente. Si bien la participación política 

está en función de los recursos individuales, interés y movilización, cada factor 

varía con el ambiente social de la persona. La involucración psicológica dentro de 

una comunidad se determina por el contexto, y la movilización política varía con 

los patrones de interacción social. Asimismo, el contexto establece la influencia de 

los recursos individuales, por lo que el tamaño de la ciudad es, en sí mismo, un 

pronosticador de las actividades cívicas locales. El tamaño de la ciudad predice la 

participación no electoral más que otras variables a nivel individual, salvo por la 

escolaridad, la edad y el ingreso. La participación disminuye constantemente 

cuando la población crece, el efecto del tamaño es continuo: “(E)ntre más grande 

es una ciudad, menos probable que sus ciudadanos participen en asuntos locales” 

(Oliver 2000a: 366-367, 362; 2000b: 32-34). 

Las personas emplean actividades políticas por razones cívicas y para 

influir las políticas. Para un análisis, la lógica de la acción colectiva sugiere que la 

actividad por objetivos colectivos es irracional; aun así los ciudadanos son activos. 

Los datos muestran que los participantes recuerdan muchas gratificaciones de su 

activismo; las recompensas tienden a ser cívicas y el deseo de lograr objetivos 

políticos con mayor frecuencia, de lo que se esperaría con base en los 

planteamientos de decisión racional. 
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En este mismo tenor, Ostrom (1998: 1-22) asevera que el modelo de decisión 

racional no cubre íntegramente las incógnitas de la acción colectiva; en cambio 

presenta un estructura explicativa comportamentalista centrado en las variables de 

reputación, reciprocidad y confianza aprendida heurísticamente por los actores 

involucrados: Los actores apre(he)nden normas (evaluar lo bueno y lo malo) para 

llevar a cabo acciones; reglas que son aplicadas externamente; la confianza 

otorgada a alguien y la reciprocidad esperada, desear que los otros actúen de 

manera voluntaria en la acción colectiva. 

Olson (1992: 203-204) nos dice que es muy poco probable que las personas 

busquen, junto con otros, obtener bienes, objetivos y servicios comunes para su 

comunidad o pertenencia social, porque para conseguirlos se tienen que consumir 

recursos individuales —como dinero, tiempo, esfuerzo: redactar documentos y 

organizar reuniones— que serían mejor aprovechados en actividades que les 

otorgarían satisfacción personal e inmediata. Y una vez que se consiguen aquellos 

consumibles, deben dividirse por igual en la zona geográfica o en el grupo social al 

que pertenecen los participantes; además, será muy posible que se beneficiará 

también a quienes no participaron ni invirtieron recursos para adquirirlos, al mismo 

tiempo de que conservarán sus insumos para ocuparlos en lo que mejor les 

parezca. 

Sin embargo, las personas participan en acciones colectivas: como padres en 

las mesas escolares, como electores en las elecciones, como ciudadanos siendo 

funcionarios de casillas, como campesinos construyendo caminos y como vecinos 

limpiando sus calles, como mujeres con trabajo voluntario en asilos y orfanatos, 

como jóvenes protegiendo vida salvaje y ecosistemas, como obreros mejorando 

las condiciones laborales, como profesionistas defendiendo los derechos 

humanos; todas ellas representan actividades que sobrepasan la explicación de la 

decisión racional. 

Para lo anterior, Olson (1992: 206-208) destaca que las redes sociales 

diseñarán los incentivos selectivos, los cuales se conciben como estímulos que 

harán actuar de manera coordinada a los integrantes. Pueden ser sanciones 
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materiales o psicológicas, como la amenaza de cerrar el suministro de bienes que 

se obtuvieron con anterioridad, como agua de riego; o separación emocional del 

grupo, un ostracismo moderado como la aplicación de la “ley de hielo”: retirar la 

plática o las invitaciones a reuniones a quienes se beneficiaron del bien sin que se 

involucrarán. También llegan a existir recompensas subjetivas, crear normas de 

conformidad social al interior del movimiento que demuestren que el ser parte de 

la acción colectiva traerá el reconocimiento de los otros a la solidaridad; ya sea 

mediante otorgamiento de nombramientos simbólicos o la ocupación de los 

puestos de liderazgo del movimiento social a quienes proporcionan mayores 

esfuerzos individuales. Así buscarán fomentar el activismo y fortalecer la creación 

de empresarios sociales: los que poseen las habilidades para presentarse y 

organizar a los integrantes; la capacidad de encauzar la acción colectiva y la de 

identificar a los participantes potenciales, y desarrollar los contactos sociales para 

unir (Brady, Schlozman y Verba 1999: 154-161). 

Asimismo, la coordinación de los integrantes del movimiento social, para 

obtener los bienes y servicios públicos mediante la acción colectiva, logra ser más 

viable con una cantidad limitada de involucrados. Esto favorece una baja inversión 

en tiempo y recursos materiales para coordinar los trabajos entre los activistas y 

programación de los gastos en las tareas. Incrementará la interacción física de los 

involucrados, lo cual facilitará observar el cumplimiento de las responsabilidades 

compartidas de cada miembro. Lo que puede traer, como consecuencia 

inesperada, la confianza personal: cada quién sabe qué esperar del otro y ese otro 

también evaluará el nivel de confiabilidad de uno. Además, ese número reducido 

de participantes agiliza el calcular la parte proporcional que obtendrá cada uno de 

los materiales obtenidos, con base en los que se consumieron. Lo contrario 

sucederá con grupos de cientos y miles de integrantes (Olson 1992: 208-214). 

Sin embargo, para las acciones colectivas de mayor envergadura que busquen 

objetivos públicos amplios y que afecten a más de una comunidad o grupo social, 

lo mejor es una confederación de movimientos sociales pequeños que establezcan 

comunicaciones e interacciones entre ellos, mediante los liderazgos que dispone 
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cada uno, y así establecer los canales de información y la proporción de insumos 

a invertir, el nivel de confianza a lograr y determinar los mecanismos de 

distribución de las ganancias que se obtuvieron entre las redes sociales 

participantes (Olson 1992: 214-216). 

Finalmente, los grupos que instrumenten en su interior incentivos selectivos 

tendrán una acción colectiva frecuente y estarán más capacitados para ganar 

bienes públicos con la acción colectiva que aquéllos que carecen de tales 

incentivos. Además, el poseer un número reducido de integrantes les dará más 

probabiliades de emprender tareas compartidas, en comparación con grupos con 

centenas o miles de integrantes; cuanto mayor sea el número de individuos en la 

acción colectiva para alcanzar un bien, menor será el porcentaje de ganancias 

obtenidas para los involucrados (Olson 1992: 216-220). 

Aunado a lo anterior, los movimientos sociales deben desempeñar una serie de 

tareas para permanecer en el tiempo y ampliar sus zonas geográficas; lograr que 

la acción colectiva surja y se mantenga; así conseguir bienes, servicios y 

productos públicos o comunes (Offe y Wiesenthal 1980: 73-74). Por lo que se 

vuelve necesario que cuenten con redes sociales densas, que los integrantes se 

conozcan entre sí y puedan entablar relaciones con otros grupos fuera del propio. 

Las redes sociales permiten que los integrantes se conozcan, observen las 

capacidades y las actividades que realizan entre sí, para que con base en ellas 

evalúen el nivel de confianza que presentan los otros y la confiabilidad de uno 

mismo hacia los demás, con el objetivo de evaluar la posibilidades de actuar en la 

acción colectiva para el logro de bienes públicos. Entre más perduren las redes 

sociales de esta naturaleza, los individuos aprenden de forma más rápida y 

sencilla la confianza recíproca; ese será el valor esperado (Ostrom y Ahn 2003: 

164-198). Esa permanencia en el tiempo de las redes sociales ayuda igualmente a 

que los integrantes desarrollen y ejerciten habilidades, aptitudes y valores 

necesarios para organizar y dar dirección a la acción colectiva del movimiento 

social, a saber: redactar documentos, hablar en público, detectar participantes 

potenciales, formar relaciones sociales con autoridades y público en general, 
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consumir medios de comunición, empleo de herramientas informáticas y otras. 

También estas caracterísiticas ayudan a acercar a las personas a los movimientos 

sociales o crearlos (Tarrow 1997: 254-255; Verba, Schlozman, Brady y Nie 1993b: 

470-473). 

Además, en las redes sociales aparecen individuos que pueden invertir 

recursos e inicitivas en la acción colectiva, pues poseen la máxima de: “Si no lo 

hago yo, ¿quién?”. Lo que refleja altos niveles de confianza hacia sí mismos y 

hacia sus colegas. Es decir, que les facilita las relaciones sociales con sus iguales, 

y al mismo tiempo, logran convertirse en líderes o empresarios que capitalizan el 

movimiento social, que los lleva a empujar la consecución de objetivos y bienes 

coumunes. De esta manera se vuelven el pegamento y el inicio de los 

movimientos sociales, así como la confianza en las redes sociales (Kim y Bearman 

1997: 70-93; Oliver 1984: 602-609). 

Lo anterior debe reforzarse con un código de normas informales. La 

regulación debe ser dada a sí mismos por los integrantes del movimiento social: 

deben diseñarla, aprobarla, ejecutarla y, en caso de desviaciones, castigar. Para 

lo cual, formarán un grupo de vigilantes benevólos que observarán a quienes las 

cumplen y a quienes no. En la medida de lo posible, deben evitar contratar a un 

grupo de vigilancia externo, ya que incrementará los costos para el movimiento 

social y, todavía más, para la acción colectiva. Los castigos a los tragresores no 

pueden ser equiparables a los impuestos por el Estado político, sino que tienen 

que ver más con la naturaleza del movimiento social. Será el retiro de la confianza 

y de la participación en el movimiento social; la exclusión en el reparto de los 

bienes públicos adquiridos o por adquirir, y el cierre del suministro de los bienes 

materiales y servicios, como tierras de cosecha, herramientas, agua de riego, 

clínicas y demás, que son propiedad del movimiento social y que se adquirieron a 

través de la acción colectiva. Una manera de reforzar las normas informales del 

movimiento es que sean sancionadas de manera simbólica por un poder político 

formal y local, que goce de prestigio ante los integrantes (Ostrom 2000: 137-153) 
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Finalmente, el movimiento social no siempre se encuentra en actividad 

constante, en búsqueda permanente de los bienes públicos mediante la acción 

colectiva. Deben aprovechar la existencia de la estructura de oportunidades 

políticas, cuando el abanico de éstas se amplía, lo que reduce los costos de la 

actividad. En este caso, si el movimiento tiene que allegarse bienes públicos que 

regularmente propociona el gobierno, ante la inactividad de éste, el movimiento se 

pone en acción; sin embargo, la representación gubernamental debe estar sólo 

presente en el suministro de recursos, más no en la intervención física de la 

instrumentación del bien público. Cuando el movimiento social, mediante acción 

colectiva, busca afectar directamente al Estado y su gobierno debe analizar las 

oportunidades. Ningún movimiento se lanza hacia el Estado cuando éste se haya 

bien armado y sus dirigentes cohesionados. Lo hará cuando el Estado y gobierno 

enfrenten crisis, existan cambios en las leatades y alianzas en el sistema político, 

las élites se hallen en conflicto al interior o entre ellas, y localicen aliados 

disponibles para el movimiento social, lo que disminuye los costos para 

instrumentar la acción colectiva, y para que por medio de ésta los movimientos 

sociales obtengan los beneficios buscados (Tarrow 1997: 40, 259, 316-318). 

Un ejemplo, en México se han expandido las asociaciones y movimientos 

sociales, incluso participan en la democratización y fortalecimiento de los derechos 

sociales, humanos, cuya principal característica es defender sus intereses fuera 

de los canales institucionales. Sin embargo, a pesar de su crecimiento, la 

confianza entre la ciudadanía no ha crecido como se esperaría en una sociedad 

civil más rica (Cansino 2000: 46-47, 68; Durand 2004: 12). 

En las elecciones, existen plataformas políticas y candidatos que motivan a 

los electores a participar. Cuando una persona se siente fuertemente afectado por 

una o varias políticas que compiten electoralmente (por ejemplo: gasto social 

versus subsidio a las empresas privadas) o por un candidato que afecte sus 

intereses por las políticas a instrumentar si gana la elección (despenalización del 

aborto versus Provida). Estas fuerzas movilizadoras interactúan con los recursos 

individuales para llevarlo a la participación. Por ejemplo, las pláticas políticas que 
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desea influir para afectar la dirección del voto de otros electores y, además, es el 

planteamiento del contexto político (Hansen 1997: 90-98). Esto ocurre cuando los 

temas en el debate electoral resultan asequibles a los electores durante la 

campaña porque suministran información acerca de ellos, porque los candidatos 

los enfatizan y debaten, o porque los medios los resaltan; y cuando las políticas, 

los candidatos y los partidos muestran diferencias entre sí. Y, por último, el 

electorado comprende la información (Aldrich, Sullivan y Borgida 1989: 135-139; 

Dalager 1996: 509). 

Por lo regular, quienes participan con base en los candidatos y políticas son 

los ciudadanos con mayor grado escolar, nivel de exposición a los medios e 

interés político (Dalager 1996: 509). 

Igualmente, los partidos pueden aumentar el flujo de información de los 

candidatos y políticas hacia el electorado al incrementar sus gastos en la campaña 

—con base en la publicidad en los medios—, los contactos personales con los 

electores y exponerse en los medios (Dalager 1996: 496-498), para mostrar sus 

posiciones políticas y diferenciarse de los otros, para politizar los temas, 

problemas y políticas de la campaña (Iversen 1994: 183-184). Así se relaciona 

este planteamiento con la movilización institucional. 

 

Otro planteamiento afirma que las condiciones económicas del país afectan la 

probabilidad de votar. Cuando la economía nacional —mas no la personal— es 

negativa y la percibe el ciudadano, mayor resulta la probabilidad de que los 

electores voten para castigar al partido gobernante y, dentro de una coalición 

partidista, al partido mayoritario. Se ha localizado que cuando las condiciones 

económicas dañan a la población —aumento de los precios y en el desempleo, 

disminución de los ingresos— mayor es la probabilidad de que los electores se 

dirijan a votar, porque responsabilizan al partido gobernante de la mala situación 

económica. 

En cambio, si las condiciones mejoran —disminución de la inflación y 

desempleo, crecimiento económico y del ingreso— no aumenta la participación 
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electoral. Los ciudadanos no salen a recompensar las políticas económicas del 

gobierno, aunque reelijan al partido o coalición gobernante, sino únicamente 

castigan las malas políticas económicas (Erikson 1989: 570; Lewis-Beck y 

Lockerbie 1989: 173; Norpoth 1996: 317-318; Powers y Cox 1997: 622-628; Welch 

y Hibbing 1992: 205-210). 

Los estudios mencionados concuerdan en que las malas condiciones 

económicas de un país afectan la probabilidad de votar —más la preferencia 

electoral— y su dirección, pero que la prosperidad no influye en la probabilidad de 

participar. 

También el debate se ha centrado en el tiempo. Si las evaluaciones 

económicas del electorado se realizan de manera retrospectiva, antes de llevarse 

a cabo las elecciones. O de manera prospectiva, expectativas de mejoría o crisis 

económicas después de las elecciones. Norpoth (1996: 315-316), una vez que 

revisó la literatura en el campo, establece que la evaluación económica 

retrospectiva es la que afecta a la tasa de votación y representa una de las 

variables menos débiles para explicar las variaciones de los resultados electorales 

y los cambios en el gobierno ante la ausencia de políticas, debates y problemas 

importantes de corto plazo. 

Mientras Lewis-Beck y Lockerbie (1989: 155-177), en su estudio de cuatro 

democracias industrializadas occidentales, hallaron que la expectativa individual 

en que la economía empeorará en el futuro afecta negativamente la tasa de 

votación y la dirección del voto. En conclusión, el debate seguirá22. 

 

Las variables macro pueden ser las causantes de la participación electoral. Éstas 

son el cambio en la estructura social, la reivindicación de los derechos, la 

expansión de las actividades del sector público, el desarrollo económico y su 

efecto sobre la composición social y la cultura política, el avance del alfabetismo; 

cuando los individuos y grupos acumulan recursos económicos, jurídicos, 

                                                           
22

 Para un excelente análisis del planteamiento político económico del voto en estudios de caso y comparativo 

realizado por especialistas en el tema ver el número especial editado por Lewis-Beck, Michael S. y Martin 

Paldam (2000) Economic Voting en Electoral Studies 19, No. 2/3, June/September. 
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culturales, sociales y políticos; cuando el Estado interviene en el sistema social y 

económico; cuando una nación enfrenta una crisis, guerra o revuelta social. Todo 

entendido como cambios importantes en el sistema nacional, económico, social, 

cultural y político, o en su posición internacional. 

Las crisis nacionales hacen que el electorado tome un mayor interés en la 

política (Inglehart 1990a: 315; Lipset 1993: 159, 164-165; Nie et al. 1969: 362-

364). Tales condiciones elevan la probabilidad de la participación electoral, la cual, 

a su vez, puede hacer surgir estructuras que la canalicen y la orienten eficazmente 

o la creación de las estructuras puede influir en el activismo electoral del país; 

también puede venir el derrumbamiento de otras instituciones que se utilizaron. 

 

 

3.1 La participación política heterodoxa. Modelos explicativos de la 

rebelión y la protesta 

 

Para comprender mejor la participación electoral convencional es necesario tomar 

un referente que se le contraponga y sea de la misma naturaleza. Éste radica en 

la participación política heterodoxa. 

La explicación de la Nueva Política (New Politics) se basa en las 

actividades heterodoxas hechas por estos grupos de características particulares 

que buscan afectar al gobierno con base en los llamados valores postmaterialistas 

surgidos en las últimas décadas (Inglehart 1995: 381-384). Los grupos de 

activistas políticos presentan semejanzas sociales, pero diferencias en los actos 

políticos por emplear: convencionales versus heterodoxos, lo cual origina la 

diferencia. El uso de los medios alternativos de influencia política es, por lo 

regular, consecuencia de que los individuos perciben como inadecuados e 

inaccesibles los canales legales y regulares. Para el logro de la Nueva Política se 

usan formas distintas que excluyen la participación tradicional. 

Los seguidores de la Nueva Política consideran positivo la promoción de 

nuevas formas de participación: manifestaciones, plantones y protestas, boicots y 
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huelgas políticas, actividades heterodoxas (Conway 1989; Hague et al. 1992; 

Inglehart y Catterberg 2002: 10-17; Nie y Verba 1975; Pasquino 1991; Revilla 

1995: 303; Verba, Nie y Kim 1978: 331-332). Entonces, la participación política 

heterodoxa estriba en el uso de actividades no convencionales por parte de 

grupos con características sociales e ideológicas particulares que buscan influir en 

el gobierno, para el logro de objetivos materiales y valores (Heath, Evans y Martin 

1994: 149-154; Inglehart 1995: 379-383, 1990a: 350, 1990b; Inglehart y Abramson 

1994: 350-351; Inglehart, Basáñez y Nevitte 1994; Parkins 2000: 63-64; Rivella 

1995: 309-310). La política heterodoxa afirma que la participación política va más 

allá del voto, de los actos relacionados con el proceso electoral y de las 

actividades regulares y legales, reconocidas como institucionalizadas que el 

ciudadano adopta en tiempos corrientes. 

Debemos precisar que una diferencia entre la participación heterodoxa y las 

actividades de la Nueva Política es que usualmente las segundas persiguen 

objetivos más amplios que los basados en la clase social y se les conoce como 

valores postmaterialistas. Por ejemplo: desarme nuclear, feminismo, protección al 

ambiente y animales, la acción afirmativa para minorías en desventaja hasta 

extenderse a los movimientos de derechos civiles. Una similitud, las poblaciones 

participantes son particulares en sus características sociales: estudiantes 

universitarios, de clase media, muy jóvenes, radicales y de izquierda. Otro 

parecido, estas actividades se usan por una minoría de la población. Los activistas 

heterodoxos se parecen a los grupos que han dominado la participación política 

convencional: clase media bien educada; sin embargo, los primeros son más 

jóvenes, los segundos son de edad mediana (Hague et al. 1992). 

 

Por lo anterior, la ciencia política se ha dado a la tarea de investigar la 

participación política heterodoxa para conocer sus fundamentos, para alejarla de 

la irracionalidad con la que ha sido clasificada por comentaristas de noticiarios. 
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Como lo hizo Rothgeb (1995: 46-62) en su estudio de caso, quien localizó que la 

participación política no ortodoxa —que se representa por el conflicto, la protesta y 

los trastornos políticos— fue afectada por la inversión extranjera en la agricultura 

en los países latinoamericanos y africanos, por sus efectos directos e indirectos. 

Los productos directos son más relevantes en Latinoamérica; la inversión 

extranjera en la agricultura provoca mayores niveles de protesta porque parece 

estimular el nacionalismo. Este patrón surge en las sociedades más antiguas y 

establecidas de Latinoamérica, en donde “las personas sienten que durante 

mucho tiempo han estado bajo el yugo de la dominación extranjera en partes 

vitales de su existencia” (Rothgeb 1995: 55). Los efectos indirectos sobre la 

protesta resulta de un producto de la inversión extranjera agrícola que cambia el 

patrón de la fuerza de trabajo que se asocia con una menor probabilidad de 

protesta. 

Esta relación se presenta en el estudio de caso en África (Rothgeb 1995: 

55-56). Así que un mayor ingreso de capitales extranjeros en el campo afecta la 

probabilidad de protestar, debido a que cambia la estructura de la fuerza de 

trabajo agrícola de los naturales de los países en donde se asienta. Para unos es 

benéfico, como en los países africanos, porque emplea mano de obra de manera 

extensiva e intensiva; en cambio, los latinoamericanos perciben que han sido 

despojados por fuerzas externas de una fuente de pertenencia. 

En tanto que Gasiorowski (1998: 12-13) expone en su estudio una fuerte 

evidencia de que las condiciones macroeconómicas y la inestabilidad política 

están estrechamente relacionadas. La pertubación pacífica —compuesta por 

manifestaciones, huelgas y disturbios— lleva a una mayor inflación y a un menor 

crecimiento económico; sin embargo, no encontró evidencias de que el nivel de 

inflación y la tasa de crecimiento afecten la participación política heterodoxa. El 

autor concluyó que el activismo político afecta a la esfera económica de un país, 

pero de manera limitada. 

Jasso y Opp (1997: 947-964) observaron que la protesta mantiene una 

relación positiva con las normas sociales. Los encuestados afirmaron que la 
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obligación de protestar es mayor si la protesta es legal, si el objetivo se alcanza 

por este medio, si no se espera violencia, si se percibe que habrá un número 

grande de participantes y si disminuye el riesgo para cada persona. Esto afirma 

que entre las personas se localizan normas bipolares: una mezcla de normas 

prescritivas (tú debes) y proscriptivas (tú no debes), “bajo ciertas condiciones tú 

debes; en otras, tú no debes” (948).  

Para Finkel y Muller (1998: 37-49) el Modelo de interés colectivo explica las 

actividades de protesta colectiva, “(L)os individuos participan en la protesta 

colectiva cuando están insatisfechos con el suministro actual de bienes públicos, 

cuando creen que las acciones del grupo pueden ser exitosas, que su 

participación individual es importante para el éxito del grupo y que los costos 

materiales y de oportunidad para participar no se perciben como costosos” (Finkel 

y Muller 1998: 46). Igualmente, encontraron que la experiencia anterior de 

participación colectiva de protesta afecta las percepciones y cogniciones sobre las 

variables del Modelo de interés colectivo, pues los individuos que se involucran en 

la actividad de protesta colectiva comienzan a percibir que sus propias acciones y 

las de los otros pueden ser exitosas. En efecto, las personas que protestan en un 

punto del tiempo pueden unirse a organizaciones que fomentan la actividad de 

protesta en un futuro; por lo que las actitudes y la actividad política se realimentan 

(Finkel y Muller 1998: 46-47). 

También se han realizado teorías para esclarecer el activismo político 

heterodoxo de la ciudadanía. Resalta el de la Privación relativa. Ella dice que la 

rebelión se anima por la desigual distribución de la riqueza y el declive de la tasa 

de crecimiento económico, las cuales se convierten en variables explicativas de la 

rebelión. Ésta ocurre cuando los niveles de vida decaen bruscamente en un 

periodo corto de tiempo y se mide por la velocidad del desplome de la tasa de 

crecimiento económico. Esencial para los estudios empíricos de la escasez 

relativa es la cuantificación de la distribución de los ingresos de la población 

(Boswell y Dixon 1990: 542). 
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Otra es la Teoría de la movilización de recursos de la rebelión: 

 

Un ciudadano con privaciones se rebela sólo cuando la revuelta es una opción notable y 

viable. Básicamente esto requiere del desvanecimiento de otras opciones, la organización de 

los recursos para sostener la acción y la creación de obligaciones solidarias para sobrepasar 

el ‘free riding’ (obtener todo sin el menor esfuerzo). Al cerrar otras alternativas no violentas 

como las elecciones, los regímenes represivos incitan a una mayor disidencia y hacen de la 

rebelión una opción preeminente. La rebelión puede aumentar con la represión pero hasta 

un límite. La violencia intensiva por parte de la policía y la milicia estatal pueden sofocar la 

oposición abierta, aunque puede originar a la resistencia subterránea o pequeñas guerrillas. 

Las revueltas masivas son de corta duración si la policía y los militares se mantienen leales 

al régimen (Boswell y Dixon 1990: 542-543). 

 

Estos mismos autores (1990) se toparon con que la rebelión se explica por tres 

teorías: a) la de privación relativa; b) de movilización de recursos, y c) de la 

dependencia. 

 

a) La privación relativa se manifiesta por la desigual distribución del ingreso y el 

bajo nivel de crecimiento económico contribuyen a la rebelión; 

b) Una represión mediana incita a la movilización de recursos para la rebelión, 

pero una intensa la inhibe; y la penetración de capital extranjero en los países 

periféricos impide el crecimiento económico e incrementa la desigual 

distribución del ingreso; 

c) La dependencia económica actúa de manera indirecta a través de la desigual 

distribución del ingreso y una baja tasa de crecimiento económico; además, los 

Estados dependientes de la fuerza castrense (consumidores de armamento y 

otros suministros militares) tienden a reprimir la oposición para influir en los 

abastecedores de armamento de los países centrales. 

 

La conclusión general es la siguiente: 
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…que la dependencia en la economía mundial y el sistema internacional formulan la rebelión 

por polarizar a las clases y los ingresos, alientan los regímenes de represión media e 

impiden el progreso económico. Mientras que los efectos de la dependencia generan la 

rebelión por medio de la desigual distribución del ingreso y un lento crecimiento económico, 

que son directos, los efectos de la coerción difieren por el carácter de los regímenes. En los 

Estados altamente represores, la dependencia militar inhibe la rebelión por reforzar la 

violencia estatal. Del otro lado, la dependencia militar aumenta la rebelión por inducir a una 

represión media que cierra las alternativas pacíficas. En tanto que la penetración de las 

corporaciones de capital extranjero y la dependencia militar intensifican la represión por 

incrementar la desigual distribución del ingreso (Boswell y Dixon 1990: 555). 

 

El producto de la dependencia sobre la rebelión es indirecta por su impacto sobre 

la economía interna. La violencia política ocurre como consecuencia de los efectos 

de la dependencia internacional sobre la estructura de clase y el Estado nacional, 

ya que cambia la estructura. Así, la teoría del sistema mundial ayuda a explicar 

cómo los procesos de dependencia económica y militar afectan las estructuras 

internas de una nación, en especial la de clase, la del Estado y la económica, y 

cómo esas fuentes internas de dependencia se relacionan con la rebelión que se 

enfatiza por las teorías de la privación y de la movilización de recursos (Boswell y 

Dixon 1990: 554-555). 

Aunque también la participación política se forma por los derechos políticos 

y su ejercicio, se origina y se produce en donde están bien establecidas las 

oportunidades legales para la actividad política. En particular, el derecho a votar 

en elecciones, el de asociarse y organizar partidos o grupos políticamente 

relevantes, de petición al gobierno. Además de las libertades de expresión, 

reunión, asociación y prensa, que convierten a la participación política en legal y 

ella expresa el uso de esos derechos y libertades. 

El primer punto de las actividades políticas es jurídico: los derechos legales 

permiten la participación, están disponible para los ciudadanos del Estado; el 

segundo consiste en el uso de esos derechos, el cual es un acto porque: 
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1. La participación se expresa como un acto voluntario, la persona decide si 

participa o no, y cómo participa, excepto en donde el voto es obligatorio 

(Hague et al. 1992), y 

2. La participación efectiva, la que forma la diferencia en el comportamiento de 

los funcionarios políticos, depende, además de la existencia de los derechos, 

de la disponibilidad de un conjunto particular de recursos23, a saber: el tiempo 

para tomar parte en ella, los medios materiales en donde se necesita la 

información y otras habilidades cognoscitivas, y la capacidad de movilización 

institucional. 

 

Así que el problema no es jurídico, pues la participación está legalmente 

disponible para todos, sino que depende más de la motivación, de los recursos, de 

las capacidades y de las instituciones para producirla. Y éstos –subrayemos- se 

distribuyen desigualmente en la sociedad, lo que origina la diferencia entre los 

ciudadanos activos y abstencionistas (Nie y Verba 1975). 

En pocas palabras, la participación política consta de dos elementos: uno, 

los derechos legales para la participación, y, dos, los recursos, capacidades, 

instituciones y motivaciones para ella. Los primeros son universales, los segundos 

no. Estos últimos marcan la diferencia entre las personas de una sociedad en 

donde existe la participación. 

 

 

                                                           
23

 Recursos, sin adjetivos, “significa todas las cosas, tanto materiales como inmateriales, de las que la gente se 

vale para favorecer sus propios fines, ya sea individualmente o en forma colectiva. Los bienes materiales 

pueden ser tierra, capital, ingresos, etcétera, mientras que los bienes inmateriales son tiempo, educación, 

posición (social), influencia y conocimientos, principalmente” (Bolívar 1999: 81). En tanto que “(R)ecursos 

políticos incluye a todo lo que tenga acceso una persona o grupo y de lo que pueden valerse para influenciar 

(sic) directa o indirectamente las conductas de otras personas. Dependiendo del tiempo y lugar, gran cantidad 

de aspectos de la sociedad humana pueden convertirse en recursos políticos: fuerza física, armamento, dinero, 

riqueza, bienes y servicios, recursos productivos, ingresos, status, honor, respeto, afecto, carisma, prestigio, 

información, conocimiento, educación, comunicación, medios de comunicación, organizaciones, posición, 

orden legal, control sobre las doctrinas y valores, votos y muchos más. En uno de sus extremos teóricos, un 

recurso puede distribuirse según criterios de igualdad, como ocurre con los votos en un país democrático. En 

el otro extremo teórico, puede concentrase en las manos de una persona o grupo” (Dahl 1999: 199-200, 

cursivas del autor). 
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3.2 El abstencionismo político y las causas de la baja participación 

electoral 

 

Y, sin embargo, la frecuencia de la participación política es baja en promedio; las 

variables socioeconómicas y demográficas descritas se localizan en unos cuantos 

individuos; las instituciones políticas resultan débiles y los arreglos institucionales 

incrementan los costos de las actividades. La gente no considera importante al 

mundo político y si llegan a interesarse en él, ponen atención en el proceso de 

aplicación de las políticas y en las consecuencias del sistema político más que en 

el proceso de insumos, diseño, peticiones y demandas (Durand 2004: 205-206). 

Así, el individuo adopta la orientación de súbdito, y la prueba de ello tiene su 

antecedente en la obra de Almond y Verba: The Civic Culture (1965). En la 

investigación hecha en cinco países, hallaron que la gente considera más 

importante o les preocupan más los problemas familiares, económicos y del 

trabajo que los políticos; entonces la persona, si se llega a interesar por la arena 

política, se concentrará en el proceso de instrumentación de las políticas públicas 

y las decisiones del sistema político, lo que se puede traducir como un alejamiento 

político porque el individuo evalúa sus preocupaciones y realidades (Almond y 

Verba 1965). 

En la actualidad, existe un declive en los niveles de activismo político de 

todo tipo en las democracia del mundo: en la votación de las elecciones 

nacionales y de segunda importancia, en las actividades de protesta y en las 

electorales, en la participación dirigida hacia el gobierno y en la membresía en las 

organizaciones voluntarias (Bashevkin 1996: 158; Lijphart 1997: 5-7; Rosenstone y 

Hansen 1993: 56-70, 226-227). 

De manera especial, una baja votación trae como consecuencia una 

desigual distribución de la influencia política, produce iniquidad en la 

representación y en la influencia política; y se inclina, sistemáticamente, en favor 

de los ciudadanos con mayores privilegios y en contra de las personas que menos 

tienen (Burns, Schlozman y Verba 2001: 6). 
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A la caída de la votación, la acompaña el desplome en el uso de formas 

más intensas de participación política —en actividades convencionales como 

trabajar en la campaña electoral, entrevistarse con funcionarios, donar dinero a 

partidos y candidatos, trabajar informalmente en la comunidad y en actividades 

heterodoxas como la participación en manifestaciones, boicots, huelgas, toma de 

edificios públicos y bloqueo del tráfico— que requieren de una cantidad 

considerable de insumos; insumos empleados por quienes los poseen. Entonces, 

se forma un pequeño universo de activistas, quienes originan una mayor 

desigualdad en la frecuencia de la participación; y solamente las preferencias, 

demandas y necesidades de éstos se transmiten y las escuchan los funcionarios 

(Lijphart 1997: 2; Verba 1996: 1-2). 

La inactividad política del individuo se observa en el abstencionismo y “(E)l 

abstencionismo puede ser definido en la práctica, como la no participación en el 

acto de votar” (Sani 1991: 9-10)24. Esta definición se considera incompleta, de 

modo que debe incluir la política convencional, distinta al voto, y las formas 

heterodoxas. 

Las causas del abstencionismo son varias. Una de ellas se plasma en la 

carencia de las variables que incrementan la probabilidad de participar 

políticamente. Los individuos no emprenden una actividad política porque carecen 

de los recursos (dinero, escolaridad) y las capacidades (verbales y organizativas) 

necesarias para saldar los costos de la misma (Knack 1997: 22-23; Peschard 

1994: 44; Verba 1996: 1-2); por la carencia de actitudes relacionadas 

positivamente con el activismo político como son, por ejemplo, el interés y la 

eficacia políticas, el deber cívico o la identificación partidista; por la alienación 

política que consiste en la poca o nula integración en las redes sociales, o porque 

                                                           
24

 También, el autor se refiere al abstencionismo electoral como otra modalidad de participación política 

porque está dentro de la lista de actividades políticas debido a la existencia del abstencionismo cívico; éste es 

cuando el elector participa en una elección, satisface el deber cívico, reconoce su derecho a votar y la 

legitimidad del proceso electoral, pero en él manifiesta su insatisfacción para elegir a partido político, por lo 

tanto, deposita una boleta en blanco o con más de una preferencia, cuando la ley no lo permite. Sin embargo, 

no contribuye ni afecta directamente en el proceso electoral, porque únicamente cuentan los votos emitidos de 

acuerdo con la ley electoral. En sí, la abstención no influye en los objetos y las funciones políticas aún cuando 

la persona así lo desee (Sani 1991). 
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el ciudadano conserva un sistema ideológico que se contrapone al sistema político 

y sus valores dominantes (Finkel et al. 1989: 900; Inkeles 1969: 1135-1138; Nie et 

al. 1969: 822-825; Schultze 1995). 

También, la debilidad de los partidos y las asociaciones autónomas 

contribuyen al abstencionismo de la población, ya que origina la incapacidad de 

las instituciones para movilizar a sus miembros en la arena política para influir 

(Rosenstone y Hansen 1993: 216-219; Verba, Nie y Kim 1978: 114). Por el 

alejamiento de la política, el individuo relega los comicios porque no percibe 

diferencias entre los partidos y candidatos, cree que las elecciones no influyen en 

la formación del gobierno y que las políticas por realizar son inútiles para los males 

sociales (Lazarsfeld et al. 1960). 

La edad también contribuye al abstencionismo político. Se ha hallado que 

los jóvenes tienen menos probabilidades de votar porque su vínculo con el sistema 

de partidos es débil, no establecen conexiones con líderes políticos y sociales, ni 

tienen contacto con las estructuras y burocracias políticas y gubernamentales; no 

han fomentado la eficacia política, no han almacenado suficiente información 

política; además, no han desarrollado los intereses y las preocupaciones de la vida 

adulta y familiar. Por ejemplo, los ingresos, las pensiones, la seguridad social, la 

vivienda, la calidad y costo de la vida, la ocupación, la escuela y el cuidado de los 

hijos (Campbell et al. 1964: 27-28; Strate et al. 1989: 455-459) 25. 

En cuanto la abstención electoral, ésta se puede originar por las estructuras 

políticas que tienen un impacto en el proceso electoral, a saber: el registro 

automático, el voto voluntario, la representación mayoritaria, las elecciones no 

competitivas, los gobiernos divididos, una alta frecuencia de elecciones y 

referéndums, las boletas electorales o de referéndum con opciones múltiples, la 

celebración de las elecciones de primera y segunda importancia en fechas 

distintas, la realización de la elección en horarios laborales, como se mencionó 

anteriormente (Bawn 1999: 498-502; Dalton 1988; De Winter y Ackaert 1998: 425-

                                                           
25

 La edad es un recurso que forma parte de la estructura social de un país; Knack (1997:22-23) en Estados 

Unidos, y Peschard (1994: 44), en México, observaron que las personas jóvenes, incluyendo estudiantes, 

tienen una mayor tasa de abstencionismo o votan en proporción menor al resto de la ciudadanía. 
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428; Franklin 1996: 226-228, 1999: 209; Franklin y Hirczy de Miño 1998: 323-324; 

Hooghe y Pelleriaux 1998: 420; Lane 1964; Lijphart 1997: 7-8; Lewis-Beck y 

Lockerbie 1989: 156-158; Powell 1980, Sani 1991). 

Pero el abstencionismo no se explica exclusivamente por variables a 

niveles individuales y psicológicos, el contexto político interviene. En un estudio de 

caso, estructuras de las democracias andinas obstaculizan el crecimiento de una 

ciudadanía capaz de adquirir y procesar la información política necesaria en la 

formación de opiniones para actuar con base en ellas, y formar individuos con 

competencia cívica. 

Un ejemplo notable, el nivel de pobreza de los países andinos inhibe el 

activismo: las personas se concentran en la satisfacción de sus necesidades 

básicas, pues se encuentran en un nivel de sobrevivencia, que los deja con poco 

capital político (tiempo, energía, dinero, información) necesario para la 

participación en la esfera política, debido a que las crisis económicas y las 

políticas de ajuste estructural de las economías agudizan la pobreza por la 

disminución del nivel de vida. 

Además, el avance educativo que logra la competencia cívica porque 

desarrolla las facultades para adquirir y procesar información relevante para la 

política, sufre el recorte en el gasto educativo y afecta negativamente a la 

educación pública en la región; así origina una educación depreciada para las 

clases bajas que refuerza las desigualdades de clase. En tanto que la educación 

privada para las clases con mayor ingreso equipa a los estudiantes sólo con 

destrezas para ingresar al mercado laboral y no desarrolla la competencia cívica 

para incursionar en una sociedad democrática. 

Si bien las organizaciones de la sociedad civil contribuyen a la capacitación 

de sus afiliados para la ciudadanía; y sirven como nexo entre la ciudadanía y el 

sistema político (porque agregan, articulan y comunican la agenda de los grupos 

excluidos) no son siempre indicadores per se del florecimiento de la sociedad civil, 

ya que tan sólo se pueden establecer como grupos de autoayuda que apelan 

satisfacer a los excluídos con bienes escasos, fundan relaciones de dependencia 
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con agencias externas (las ONG nacionales e internacionales) en donde socializan 

a sus miembros como agentes de asistencia pública y llegan a reproducir 

relaciones clientelares. 

Las fuentes de información política como los medios de comunicación no 

siempre fortalecen la competencia cívica; pueden ser aliados del Estado, más que 

su vigilante, y no siempre llegan a toda la población. Grandes sectores de 

ciudadanos, especialmente los de escasos recursos económicos, quedan fuera de 

los flujos de información y pueden minimizar el debate más que fomentarlo. Los 

intereses comerciales de los medios de comunicación y su relación con el 

gobierno pueden originar la autocensura más que el libre flujo de la información y 

la libertad de prensa. A ello se suma la coerción encubierta del gobierno hacia los 

medios a través de las auditorías, retiro de permisos y de publicidad 

gubernamental, más otros mecanismos por los cuales las agencias de gobierno 

buscan influir en la cobertura de noticias y en las decisiones editoriales; asimismo, 

los funcionarios pueden corromper a los periodistas. 

También los hábitos de consumo se ven influidos fuertemente por el nivel 

de ingresos y de escolaridad. El mercado de diarios y revistas en las democracias 

andinas (Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela) se muestra pequeño y 

disminuye con la aparición de crisis económicas. Así, los consumidores de bajos 

ingresos tienen menos posibilidades de usar los medios impresos e internet, 

mientras que se exponen con mayor frecuencia a la televisión y la radio. 

De este modo, el consumo de medios se encuentra relacionado con las 

diferencias en el ingreso y la escolaridad; la información probablemente será 

consumida por las personas con mayor ingresos y escolaridad. Y éstos, a la vez, 

tienen acceso a otras fuentes de información como la TV por cable e internet, por 

lo que las diferencias en el uso de los medios de comunicación reproduce y, 

probablemente, agrave los patrones de desigualdad en la distribución de los 

recursos políticos, como la información, entre los grupos sociales. 

Por consiguiente, las estructuras políticas, sociales y económicas de las 

democracias de los países andinos promueven el abstencionismo, por ser 
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obstáculos para el auge de una ciudadanía con información política que 

fundamente un activismo político efectivo que active las instituciones políticas 

representativas (Conaghan 1996: 32-52). 

Incluso, cuando el voto constituye una acción simple por ser la actividad 

política más extendida en la población, que requiere de poco esfuerzo y es 

individual, elige a los titulares del poder político, los productos y los temas 

generales. La gente lo considera como algo sin valía, porque no satisface 

inmediatamente sus necesidades ni ofrece recompensas y entrega beneficios de 

bajo valor. Algunos individuos piensan que la actividad política se encuentra 

alejada de ellos y que sólo unos cuantos están capacitados para desempeñarla. 

Puede decirse que el individuo evalúa el acto de votar como una acción 

simplemente rutinaria y sin la capacidad de poder guiar el curso de la política. 

 

 

3.3 Las seis tipologías y la estructura de la participación política 

 

El voto es la actividad más frecuente y: 

a) Ejerce influencia sobre los funcionarios electos a través de la presión: los 

oficiales ajustan sus políticas para obtener votos, porque éstos determinan 

quiénes tendrán los puestos de decisión, 

b) Comunica poca información de las preferencias ciudadanas, pues no transmite 

datos explícitos y los implícitos son inadecuados para expresar las preferencias 

ciudadanas específicas. 

Tal combinación de pobre transmisión de las preferencias y la alta presión por 

la obtención de resultados electorales, es lo que le da a la votación su 

característica de un instrumento tosco de control pero poderoso sobre el 

gobierno. 

c) En la dimensión del conflicto, la votación involucra a los ciudadanos en 

conflicto, desde que la situación electoral es por definición conflictiva, más aún 

cuando la elección es competida. 
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d) La votación también difiere de los otras actividades porque requiere de poca 

iniciativa, la ocasión para votar se le presenta al ciudadano como elecciones 

regulares (Almond y Verba 1965; Nie y Verba 1975; Reynolds 1974; Verba, Nie 

y Kim 1978: 74). 

La inactividad refuerza la capacidad de quienes sí participan, pues pocas 

personas dedican su tiempo libre a la política y puede reducirse su número cuando 

se habla de la cantidad de personas políticamente activas (Almond y Verba 1965; 

Barber 1973). Igualmente, permite mayor margen de maniobra y discrecionalidad 

a la élite gobernante. 

A esto se agrega la existencia de actividades políticas que requieren de 

más tiempo y esfuerzo, por lo que resultan más difíciles de realizar. Ellas se 

relacionan y las desempeñan unos cuantos ciudadanos. La participación política 

en otras acciones, distintas al voto, son inusuales. 

Se halló que el voto constituye la actividad más extendida en la población 

de distintos países; y sólo una pequeña proporción de una nación hace otras 

actividades distintas, tales como las electorales, comunales y otras (Verba et al. 

1978: 53, Norris 2002: 9; Revilla 1995: 307-310), o porque no se ha racionalizado 

la actividad política dentro de sus seis dimensiones o porque se busca cambiar la 

forma de actividad. 

Por lo anterior, es necesario decir algo más acerca de la actividad política. 

La participación política se forma por acciones y actividades políticas que se 

diferencian entre sí, dan al concepto varias dimensiones por las propiedades que 

poseen y las funciones que ofrecen al ciudadano para afectar al gobierno de 

acuerdo con sus objetivos. 

También se diferencia por el tipo de ciudadanos que las emplean, lo son 

porque llegan a ser activistas de manera distinta; por el proceso por el que el 

ciudadano se activa y motivos que los llevan a participar; y las diferentes 

consecuencias y resultados gubernamentales que se buscan o logran. Lo anterior 

trae como producto que los activistas no se dividan únicamente en activos y 

abstencionistas electorales. 
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Gracias a las diferencias hechas Nie y Verba (1975), las actividades 

políticas varían en seis dimensiones. 

 

 

3.3.1 Las dimensiones de las actividades políticas 

 

Las dimensiones que los autores localizaron se describen a continuación 

(Domínguez y McCann 1996: 173-174; Hague et al. 1992; Revilla 1995: 303-305): 

 

1. El tipo de influencia ejercida. Las actividades ciudadanas buscan afectar las 

decisiones de los funcionarios y políticos, pueden hacerlo de dos maneras: a) 

comunicar información de las preferencias ciudadanas; y b) ejercer presión 

sobre los políticos para que se ajusten a las demandas. En las actividades 

mismas se realizan las dos funciones. 

Es decir, algunas actividades políticas poseen la capacidad de comunicar 

información puntual de las preferencias, los intereses, las preocupaciones, los 

temas y las demandas ciudadanas, otras lo hacen en menor grado (Schlozman 

et al. 1995: 282-286). Otras ponen al gobierno bajo grandes presiones: hacer 

perder o ganar cargos gubernamentales a los políticos, burócratas, tecnócratas 

e, incluso, a ciudadanos interesados en ellos. Las diferencias de las actividades 

en esta dimensión tienen como resultado distintas respuestas de los 

funcionarios políticos. 

 

2. El alcance del resultado potencial. Las consecuencias de las actividades 

políticas son públicas, afectan al agregado social en su conjunto o tocan a 

particulares, organizaciones o conjuntos específicos del aglomerado. 

Existen actividades, como las electorales, que tienen resultados de impacto 

colectivo que afectan a toda la sociedad o a amplios sectores de ella. El 

producto de las elecciones llega a todos los ciudadanos, a los votantes y 
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abstencionistas; la esencia de estas actividades busca impactar a la 

colectividad y el resultado no se desagrega. 

Hay actos que dan como resultado que el gobierno tome decisiones que no 

son políticas generales, puede decidir sobre acciones que sólo influyen en el 

ciudadano activo y su familia, o en sectores sociales particulares, con pocas 

consecuencias para la colectividad. El impacto depende de la actividad, de la 

efectividad de la participación. 

Por lo anterior, las actividades se distinguen por el alcance de sus 

resultados. Algunos actos buscarán y tendrán resultados públicos; otros, 

productos más particulares; e incluso resultados entre los dos extremos, que 

afectan únicamente a los grupos activos. Se plantea así un problema de 

graduación, más que dicotomía. 

La distinción entre las acciones gubernamentales se plantea en términos 

del grado del impacto colectivo o particular: tal distinción será útil si se desea 

saber las distintas formas en que las acciones políticas afectan a la naturaleza 

de las decisiones. 

Para entender mejor la participación se necesita saber si el ciudadano 

participa para lograr resultados colectivos, como votante o activista 

comunitario; y también si su actividad quiere afectar acciones gubernamentales 

particulares, como cuando intenta influir en algunas decisiones de gobierno 

relevantes para su vida. Por esto, una dimensión importante de la participación 

radica en observar si el acto político intenta o, en efecto, influye en políticas 

generales, en particulares, o en ambas. 

 

3. La dimensión del conflicto. La participación puede generar y reconciliar 

conflictos en la sociedad, porque los beneficios gubernamentales escasean, lo 

que incluye al poder político. La actividad de un grupo para obtener algo puede 

afectar los intereses de otros. Por lo tanto, se pueden hacer distinciones entre 

las actividades participativas por el grado de conflicto. 
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Unas actividades políticas se emplean en contra de otros participantes: un 

conjunto de ciudadanos busca ganar beneficios a expensas de otros. En casos 

diferentes, los activistas buscan resultados en escenarios donde no hay 

“contrincantes”: si unos ganan no afirma, de manera clara, que otros pierdan. 

Los ciudadanos no siempre actúan para derrotar las propuestas de los demás, 

porque se unen a otros para trabajar en la movilización de recursos, convencer 

a los apáticos acerca del apoyo activo, movilizar a instituciones inertes y lograr 

objetivos en donde haya poca o ninguna oposición (Hopenhayn 2000: 237). 

La distinción no es siempre una dicotomía clara, con beneficios para un 

grupo o individuo, con o sin costos para otros. Así, las actividades difieren por 

el grado en que significan situaciones de conflicto de suma cero, con 

ganadores y perdedores; o contextos en donde el grupo que busca influir en 

una política no percibe una oposición clara, o la participación política 

individualizada en donde el conflicto es casi inexistente, si acaso se origina. 

La dimensión de conflicto se relaciona con el alcance del resultado 

potencial; entre más amplio sea el resultado, mayor será la posibilidad de la 

presencia de grupos opositores. Si los participantes buscan un resultado del 

gobierno de impacto particular, éste tendrá efecto únicamente sobre los 

participantes e influirá a otros sólo de manera indirecta, lo que aumenta la 

posibilidad de que la participación no se caracterizará por el conflicto grupal. 

 

4. Iniciativa requerida. Esta dimensión es similar a la “dificultad del acto” y, en 

efecto, tiene un componente de conexión con ella. Aquí se centra en la 

cantidad de tiempo, dinero y capacidades necesarios para el acto político, pero 

se dirige más a cuánta iniciativa sea indispensable para que el individuo elija 

cuándo y cómo actuar (Gibson 1997: 677-680). 

Estas dimensiones se han ampliado gracias a los hallazgos de otros autores: 

 

5. Actividades convencionales y heterodoxas. Estas actividades políticas se 

diferencian así: las primeras, aceptadas generalmente por la por la cultura 
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política dominante y permitidas legalmente; las segundas, castigadas 

jurídicamente porque desafían a las élites, prácticas e instituciones políticas 

constitucionales o legítimamente reconocidas. 

El activismo político heterodoxo lleva el riesgo de sanción legal y pública, 

incluso daños físicos (Gibson 1997: 672-673) para sus activistas, esto no 

ocurre para quienes son activos en las acciones convencionales; además, 

involucra métodos directos para ejercer presión política (Bashevkin 1996: 135-

137; McAllister y White 1994: 596-599). 

La participación convencional se forma por las actividades electorales y las 

dirigidas al gobierno. Las electorales son votar, platicar para influir en las 

decisiones de otros; donar dinero para un partido o candidato, asistir a mítines 

y reuniones de la campaña, solicitar el voto casa por casa, trabajar para un 

partido y candidato, dar publicidad partidista y portar símbolos del partido y el 

candidato. 

En cuanto a las actividades dirigidas al gobierno se encuentran las 

siguientes: firmar peticiones, asistir a reuniones de la escuela y la comunidad, 

escribir cartas a representantes electos y medios de comunicación, trabajar con 

un grupo para la comunidad, entrevistarse y contactar a funcionarios públicos 

para asuntos personales o públicos, asistir a mítines políticos y conferencias, 

dar una discurso y escribir un artículo para una revista, diario, páginas 

personales, blogs y redes sociales en Internet (Ames 1994; Dalton 1988; 

Rosenstone y Hansen 1993: 71-74, McAllister y White 1994: 598-600). Aquí se 

recurre a instituciones intermediarias entre la persona y el gobierno. 

Las actividades heterodoxas se componen por las protestas, las marchas, 

las manifestaciones, los plantones, los boicots, las huelgas políticas, toma de 

edificios públicos e incluso las revoluciones y las guerras civiles (Bashevkin 

1996: 142-145; Dalton 1988; Gibson 1997: 673-675; Hague et al. 1992; 

McAllister y White 1994: 599-604; McCarthy et al. 1996 478-479, 484; 

Schlozman et al. 1995: 270-274). Son acciones directas entre la ciudadanía y el 

Estado, que incluso pueden violentar el marco jurídico imperante. 
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Las acciones, como el trabajo electoral, tienen resultados con un gran valor 

para quienes se interesan por avanzar en sus carreras políticas, por ejemplo, el 

llegar a ser candidatos; en tanto que las actividades comunitarias integran una 

forma “social” de acción, sus recompensas pueden ser útiles y solidarias más 

que basadas en la carrera. Dentro de las organizaciones cívicas hay distinción 

entre sus miembros. Están quienes se unen solamente por el membrete y 

quienes toman un papel relevante, con lo cual se forman en su interior los 

activistas; y los inactivos, quienes difieren marcadamente en sus niveles de 

interés y eficacia política, confianza en los otros, etc. 

Las actitudes políticas y su combinación para desempeñar cada una de las 

formas de actividad influyen para determinar el tipo de activismo político (Bahry 

y Silver 1990: 823; Dalton 1988). Por ejemplo, las personas con un mayor 

sentido de eficacia política interior y que buscan satisfacer las expectativas de 

sus amigos y socios son más probables de ser activas a través de las 

heterodoxas (Finkel et al. 1989: 900-901; Gibson 1997: 675-677). 

Las formas heterodoxas de participación buscan los objetivos específicos 

más abarcadores, los cuales constituyen valores; además, intereses de clase 

social, partidistas, de religión o de grupo, que quieren reformar el status quo. 

En tanto que ciertas actividades convencionales, como las elecciones, en 

ocasiones llegan a apoyar a un gobierno, como es el caso de la reelección, por 

lo tanto, se vuelven más instrumentales. 

Las actividades heterodoxas pueden transmitir información precisa de los 

objetivos y problemas específicos con una presión sustancial. En ocasiones, 

los motivos de la actividad se expresan por la naturaleza de sus objetivos; en 

otras son racionales, visibles y audibles, ya que se pueden originar por la 

insatisfacción con las políticas gubernamentales, especialmente las 

económicas que ocasionan condiciones materiales severas; por decisiones 

gubernamentales como la guerra e instalación de plantas nucleares, la 

contaminación por el progreso económico, la subordinación intelectual y 

material de grupos en desventaja social; por la corrupción de las élites políticas; 
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por políticas negativas para sectores sociales; por la estructura burocratizada 

de la sociedad, y por los sistemas políticos, culturales y económicos imperantes 

(Bashevkin 1996: 135-137; Dalton 1988; Gibson 1997: 677-680; Hague et al. 

1992; Inglehart 1990a: 341-342; McAllister y White 1994: 597; McCarthy et al. 

1995: 494; Müller-Rommel 1990). 

Las actividades heterodoxas constituyen técnicas de acción directa que 

controla la ciudadanía para confrontar a las élites políticas; distinta a la 

participación que usa el marco definido por los gobernantes (Müller-Rommel 

1990). Los usuarios de las actividades heterodoxas son por lo regular jóvenes 

con mayor escolaridad; en cambio, los activistas de los actos convencionales 

se conforman por adultos de clase media; no obstante, estas actividades 

pueden llegar a ser un recurso político para los grupos sociales 

desaventajados, minoritarios y reprimidos (Dalton 1988; Hague et al. 1992; 

McAllister y White 1994: 600-603). 

La ciudadanía inicia la participación heterodoxa, ésta controla el lugar, el 

tiempo y el método para influir sobre los decisores políticos; tiene mayor 

autonomía para articular sus intereses, temas y objetivos (Dalton 1988; Müller-

Rommel 1990). En cambio, en las actividades convencionales, las élites y las 

estructuras políticas determinan, agregan, articulan y comunican los intereses, 

así como los canales que usarán las actividades políticas. 

Las actividades no convencionales se constituyen regularmente como 

colectivas y requieren de mucha iniciativa (Bashevkin 1996: 157-158; Dalton 

1988; McCarthy et al. 1996: 479), aunque pueden ser individuales; giran 

alrededor de un solo tema o problema específico. Las técnicas de acción 

directa forman actividades que transmiten información precisa y ejercen una 

gran presión. Estas actividades demandan un público más educado y 

políticamente sofisticado, comparado con la participación convencional, como 

votar y las actividades electorales. 

Las actividades políticas heterodoxas necesitan de mayor involucración 

política, por lo tanto, dependen más de las capacidades y recursos 
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socioeconómicos, sobre todo de la escolaridad. Son espontáneas, pero llegan 

a ser planeadas y organizadas, por lo tanto, desarrollan una infraestructura 

para que las actividades sean continuas. Contrariamente, la participación 

electoral es a menudo movilizada y dominada por grupos y élites políticas, 

como los sindicatos, los grupos de interés, los partidos y los candidatos (Dalton 

1988). 

Las actividades heterodoxas para ser exitosas necesitan ser numerosas, 

transmitidas por los medios de comunicación y pueden ocurrir en cualquier 

parte, pero tienen más probabilidades de aparecer en los asientos del poder 

estatal y económico como las capitales, metrópolis, centros económicos, 

especialmente del sector terciario, y, en ocasiones, en el ámbito rural, como las 

guerrillas y cooperativas (McCarthy et al. 1996: 487). 

 

6. Actividades individuales y grupales. Las actividades se diferencian si los 

individuos actúan solos o en grupo. 

Una de las características de esta dimensión reside en las actividades 

cooperativas o grupales; sugieren resultados que afectan a la comunidad, 

mientras que en la acción individual, mayor es la probabilidad de que el 

resultado sea restringido en el alcance. Con la excepción de votar, que al 

momento de agregar los votos individuales crean productos que abarcan a 

decenas de miles si no es que a millones de ciudadanos. 

El trabajo en grupo requiere de recursos como la confianza en otros y 

habilidades cívicas, tales como organizar personas, redactar objetivos, 

instrucciones y discursos, y demás; lo cual es innecesario en las formas 

particularizadas de los actos políticos, como contactar a funcionarios públicos. 

Los actos políticos individuales tienen como finalidad úlima obtener 

beneficios materiales particulares, por lo tanto, requiere poco de la cooperación 

con otros y de la confianza interpersonal (Bahry y Silver 1990: 824; Dalton 

1988; Schlozman, Verba y Brady 1995: 12-14). 
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3.3.2 Aplicación de las dimensiones a los actos políticos 

heterodoxos y convencionales 

 

Con base en las dimensiones anteriores se describen los varios actos políticos 

que cubren cada una de ellas. 

La participación política heterodoxa se compone de las marchas, en donde la 

protesta y manifestación han sido estudiadas ampliamente (Gibson 1997: 673-675; 

McCarthy et al. 1995: 478-499) y sus características se describen a continuación: 

 

a. La protesta como una técnica de acción directa para afectar a las élites, se 

aleja de los canales institucionales para la participación política; 

b. El ciudadano o grupo inicia la actividad política (Müller-Rommel 1990); 

c. Por lo regular, es colectiva y puede involucrar más de una actividad a la vez, 

como mostrar carteles, dar folletos, pedir firmas, formular peticiones, crear 

vallas humanas, etc.; 

d. Se basa en temas y problemas específicos, en las políticas y las decisiones 

gubernamentales instrumentadas, pueden defender principios políticos, 

religiosos, proporcionar información y celebrar un tema, principio, actor, acción 

o evento (Gibson 1997: 671-681; McCarthy et al. 1996: 478-479); 

e. Actualmente es una actividad planeada y organizada, ya no es tan espontánea, 

por lo que sus usuarios han desarrollado una infraestructura para realizar tal 

actividad de manera continua para otros objetivos; 

f. Este tipo de acción, como cualquier acto no convencional, busca resultados 

generales, pues se dirige a cuestionar las políticas tradicionales de gobierno y 

la estructura burocratizada que permea a la sociedad. Por lo regular, está en 

contra de los sistemas políticos, legales, culturales y económicos imperantes; 

g. Puede transmitir información precisa de las preferencias de los involucrados y 

ejercer presión política sobre la estructura gubernamental (Schlozman et al. 

1995: 269); 
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h. El público implicado controla el tiempo y el lugar de las actividades de protesta; 

i. La actividad de protesta y manifestación continuas y efectivas representan 

modos de participación que demandan iniciativa y cooperación entre los 

activistas; 

j. Los principales usuarios de la protesta y manifestación se integran por 

universitarios, clase media (en las sociedades democráticas industrializadas) y 

personas políticamente sofisticadas (McAllister y White 1994: 609-612). 

Además de otras minorías como campesinos, etnias, feministas, etc.; 

k. La protesta y la manifestación rara vez se dirigen a abolir el orden político 

establecido, pero sí aboga por reformarlo; 

l. Las personas que poseen valores postmaterialistas se relacionan más con la 

actividad política heterodoxa, como la protesta, que con las actividades 

electorales, como el voto. Esto se debe a que los partidos no responden a las 

nuevas demandas de ellos y son escépticos a las organizaciones jerárquicas 

dominantes. Consideran como positivo las actividades iniciadas por los 

ciudadanos, que les proporciona mayores oportunidades para formular sus 

objetivos y una mayor influencia en la política. 

Las personas con valores postmaterialistas26 tienen una mayor 

escolaridad, por lo que desarrollan la involucración en el mundo político; 

además, poseen los recursos y capacidades necesarias para realizar las 

actividades que demandan mayores costos políticos, tal como la protesta. Así, 

las personas postmaterialistas y con alta escolaridad son más activos 

políticamente a través de la participación no convencional, pues constituyen 

formas alternas, más flexibles, bajo el control de los participantes, dependen 

más de los recursos socioeconómicos y de las capacidades cognoscitivas de 

                                                           
26

 Los valores postmaterialistas representan orientaciones que guían el comportamiento u objetivos a los que 

aspiran las personas para hacerlos realidad en su sociedad. Y tienen que ver con preocupaciones que se tienen 

una vez resueltas las condiciones materiales de sobrevivencia; por ejemplo, mayores esferas de libertad 

individual y de participación política, social y económica, defensa de los ecosistemas y vida animal, respeto a 

los derechos de las minorías y grupos en condiciones de vulnerabilidad, feminismo y demás. En contraste, los 

valores materiales se refieren a la búsqueda mejoramiento de las condiciones humanas básicas, que se 

representan por mejores salarios, acceso a sistemas de salud, empleos, disminución de los delitos y otros (ver 

las obras de Inglehart 1990a: 348-352, 1990b y 1995: 390). 
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los individuos (Dalton 1988; Inglehart 1990a: 349, 1995: 392; Lijphart 1997: 1-

2; McCarthy et al. 1995: 480). 

 

En cuanto a las actividades convencionales se analizan las dimensiones de 

algunas electorales y de otras dirigidas al gobierno: 

 

1) La participación, por medio del voto, se define como la involucración en 

actividades para elegir entre los candidatos y los partidos que ocuparán los 

puestos públicos, así como entre las políticas públicas que instrumentará el 

gobierno en turno, que se presentan en las elecciones. Éstas tienen que ser 

libres, competidas, legales y periódicas. Los actos que la persona emplea son 

registrarse, votar en las elecciones presidenciales, estatales y para el Congreso 

(Strate et al. 1989: 443-447); 

2) El acto de votar reúne actitudes y actividades específicas para realizarlo: 

requiere que la persona se registre, recopile y procese la información de los 

medios acerca de los partidos, candidatos y políticas en contienda, realizar una 

decisión con base en la información adquirida y dirigirse a la casilla electoral 

(Rosenstone y Hansen 1993: 14); 

3) El voto significa una actividad política que se vincula fuertemente con el 

partidismo; asimismo, se considera como una de las formas más importantes 

de actividad política, de todos los actos existentes, se asocia con el interés 

político, si esto no sucede, continuará su vinculación con el partidismo. El voto 

tiene una relación débil o inexistente con el sentido de contribución de 

bienestar a la comunidad (Nie y Verba 1975); 

4) Crea una actividad que ejerce una gran presión en los líderes políticos pues 

determina el control del gobierno; 

5) Requiere de poca iniciativa y cooperación con otros; 

6) Transmite poca información de las preferencias ciudadanas. Hay un solo voto 

para elegir un partido o candidato predeterminados, por lo cual resulta una 

herramienta limitada de influencia política. Ésta puede aumentar cuando existe 
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una amplia gama de puestos políticos sujetos a las elecciones y si existe el 

referéndum y plebiscito. El voto en una elección no es un mandato, pues deja 

un amplio margen de maniobra para los gobernantes, ya que elige programas 

generales y no políticas específicas. Y aun para un electorado sofisticado 

orientado a las políticas, el mismo no asegura que las opciones políticas 

importantes se encuentren en la elección, ni que las políticas se realizarán en 

el período del gobierno; 

7) Se ha localizado que la gente vota por un sentido de deber cívico, por la 

involucración subjetiva en la campaña o como expresión del apoyo político y 

partidista, más que como un intento de influir en las políticas gubernamentales. 

Incluso con sus limitaciones, desempeña un valor simbólico y puede llegar a 

tener una influencia instrumental sobre las políticas. Indica una actividad que 

une al individuo con el sistema político y legítima al resto del proceso político 

(Dalton 1988). Sin embargo, investigaciones afirman que la probabilidad de 

votar está más influida por la estructuración de las instituciones políticas de un 

país que por su cultura política (Franklin 1999: 206-208). 

 

Las actividades de campaña forman parte de la participación electoral, junto con el 

voto. Esta forma incluye trabajar para un partido y candidato, asistir a reuniones 

para la campaña, persuadir a otros en cómo votar, la membresía en un partido u 

organización política, donar dinero para la campaña y otras formas de actividad 

partidista durante y entre elecciones. Tiene las siguientes características con base 

en las dimensiones: 

 

A. Las actividades de campaña requieren de mayor iniciativa y de participar de 

manera coordinada con otros que el votar; 

B. Este modo de participación proporciona mayor influencia política al ciudadano 

y transmite más información que el voto; 
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C. Las actividades resultan de importancia para los partidos y candidatos; y éstos 

son, generalmente, más sensibles y conscientes de los intereses políticos de 

los activistas; 

D. El menor activismo en las campañas se debe, en parte, a que actualmente se 

desarrollan más en los medios de comunicación, así que la involucración 

popular en ellas resulta limitada. Pocos pertenecen a un partido u organización 

política, asisten a las reuniones, trabajan para un candidato. Las actividades 

más empleadas son las formas individuales de la involucración política: donar 

dinero para la campaña, persuadir a otros en cómo votar y realizar pláticas de 

contenido político durante la campaña; 

E. El creciente valor electoral de los medios de comunicación disminuye la 

importancia de las actividades de campaña dedicadas a informar al público: 

mítines electorales, obtención de votos y reuniones partidistas. Ahora, los 

partidos se centran en generar notas para los noticieros televisivos, las 

campañas se concentran más en los candidatos y son más frecuentes e 

importantes los debates. Caracteriza una era centrada en las personalidades 

gracias a los medios; 

F. Debido al incremento de la sofisticación e interés político del público se ha 

estimulado la involucración en la política, pero actualmente la participación en 

la campaña tiende a ser más individual; como, por ejemplo, mostrar apoyo al 

partido y pláticar sobre la elección con los amigos y conocidos. El nivel de la 

involucración en la campaña puede cambiar en menor grado que la naturaleza 

de la involucración (Dalton 1988). 

 

En cuanto a las actividades dirigidas directamente a influir el gobierno se toma el 

contacto por parte de la persona con los funcionarios: 

 

1. El contactar funcionarios gubernamentales por el ciudadano tiene como 

objetivo plantear algo a aquéllos con el fin de obtener beneficios del gobierno 

(Jennings 1997: 369-370); 
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2. El acto posee dos niveles por la naturaleza del resultado: un contacto con 

referente particular, en donde se involucran solamente asuntos de interés para 

la persona que se entrevista con el funcionario. Y el contacto con referente 

general, el cual involucra asuntos para la comunidad; 

3. En estos contactos, la burocracia se diseñó para suministrar servicios con base 

en las demandas ciudadanas y si personas o grupos la controlan de forma 

tendenciosa, de igual manera la distribución de los bienes y servicios es 

parcial;  

4. Los adultos jóvenes son los más probables de contactar a los funcionarios del 

gobierno local, sin considerar si el contacto es con un referente particular o 

general; 

5. En cuanto al contacto con referente particular, los recursos indispensables para 

llevarlo a cabo son las necesidades por satisfacer y los contactos políticos. Si 

la persona identifica una necesidad, contactará a un funcionario del gobierno 

local, para ello es necesario tener conexiones políticas. Si carece de los 

contactos, tiene menos probabilidades de contactar al gobierno local, aunque 

el individuo perciba una gran número de necesidades; 

6. En cuanto al contacto con referente general, el cual tiene un resultado 

cívicamente orientado, los más probables de contactar a los funcionarios 

locales en nombre de la comunidad se componen por quienes se perciben a sí 

mismos como poseedores de un fuerte sentido de eficacia política. El gozar de 

un fuerte sentido de eficacia política parecer ser el prerrequisito para contactar 

al gobierno local para resolver un problema vecinal o comunal. Aquí se toca el 

modelo de los recursos socioeconómicos individuales —pues éste se relaciona 

positivamente con la eficacia política. Y quienes realizan contactos en nombre 

de la comunidad o vecindarios pueden desarrollar vínculos políticos (Hirlinger 

1992: 560-562). 

 

Las seis dimensiones de los actos políticos combinadas de distintas maneras 

producen un sistema alternativo por el cual la ciudadanía influye en el gobierno. La 
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interacción entre el régimen y el ciudadano, por la actividad política, forma actos 

que buscan resultados colectivos, en donde se halla oposición entre ciudadanos. 

Por otro lado, si el ciudadano actúa solo, el resultado afectará al individuo 

involucrado y no hay oposición directa. En ocasiones, un grupo busca influir para 

obtener beneficios, desea una política general, en estos casos puede existir 

oposición abierta o ninguna, si el grupo afecta o no intereses ajenos. 

Algunas actividades requieren, por lo general, de mayor iniciativa: las 

actividades que buscan resultados particulares; otras resultan más fáciles: las 

motivadas por otros individuos, grupos o instituciones, en consecuencia, requieren 

de menos recursos socioeconómicos. 

No obstante, de acuerdo con las dimensiones que cubren las actividades, 

una constante es aquella que requiere de recursos objetivos como los 

socioeconómicos, en donde sobresale el nivel escolar; por lo tanto, se espera que 

las personas con mayores recursos sean las más probables de participar, más allá 

del acto de votar, que quienes menos poseen; pues se ha localizado que la 

persona con mayor escolaridad participa más políticamente por diversas 

actividades que quien carece de ella, ya que es un recurso que les permite 

subvencionar los costos del activismo (Rosenstone y Hansen 1993: 125, 159-160). 

Las formas de actividad difieren significativamente, así que el ciudadano las 

evalúa cuando desea influir al gobierno. El ciudadano considera, de acuerdo con 

sus necesidades, en qué grado le permiten influir en el gobierno y qué clase de 

influencia se ejerce, cuánta presión e información de las preferencias son capaces 

de transmitir; qué alcance tendrá el resultado de la actividad (general, particular o 

entre ambas); si la actividad incluye el conflicto con otros y en qué grado, y, por 

último, cuánta iniciativa se requiere para realizar la actividad para lograr sus 

objetivos. 

Derivado de lo anterior, la ciudadanía tiene un “menú” de donde escoger 

para influir en el gobierno de acuerdo con sus objetivos. Por esto, la participación 

política incluye las actividades electorales que forman una sola dimensión, y para 

localizar las otras acciones políticas de los ciudadanos, es necesario un sistema 
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multidimensional. De lo contrario, sólo se hallarían ciudadanos activos, más allá 

del voto, que solamente emplean actividades electorales, y se ignoraría a quienes 

participan en los períodos entre elecciones. Esto le da a la participación política un 

carácter multidimensional. 

Las formas de actividad política difieren en cuanto a los problemas para los 

cuales son relevantes, el tipo de resultado, el grado de conflicto que producen y la 

iniciativa que requieren; entonces los ciudadanos con problemas específicos, las 

diferentes actitudes hacia el conflicto y las distintas cantidades de iniciativa, 

deberán concentrarse más en una forma que en otra. Las formas alternativas de 

actividad resultan útiles para diferentes propósitos y además utilizadas por 

ciudadanos con actitudes diferentes hacia la política. Si este es el caso, la 

ciudadana que contacta a un funcionario y no puede asistir a un mitin político, 

aunque sea un acto fácil, significa que no le interesa esa clase de actividad, pues 

algunos individuos se especializan en actividades partidistas y otros en las 

apartidistas, o en electorales y no electorales, porque sus problemas son distintos, 

y demás. Bajo tales circunstancias, los actos más difíciles estarían dispersos en la 

población más de lo que supondría una escala unidimensional basada en las 

actividades electorales. 

El voto representa la actividad más extendida en la población de los países 

con elecciones libres y legales; la estructura de la participación política está 

dominada por la votación. El votar en las elecciones nacionales o presidenciales 

se considera la principal actividad en donde la mayoría de la población participa 

políticamente (Dalton 1988; Hague et al. 1992; Rosenstone y Hansen 1993: cap. 

3); seguida por las pláticas políticas entre amigos. Las personas usarán las 

actividades que satisfagan sus motivos y objetivos, y hasta donde sus recursos 

alcancen. Por lo tanto, las personas emplearán tipos específicos, un ciudadano 

que realiza un acto de un grupo particular posiblemente utilizará actos del mismo 

grupo, pero no necesariamente actividades de un grupo diferente; ya que difieren 

sistemáticamente en los requisitos necesarios para realizarlos, en cómo las 
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actividades relacionan al individuo con el gobierno y por los objetivos que buscan 

(Nie y Verba 1975). 

Por lo anterior, las personas diferencian entre los modos de participación. 

Aunque los ciudadanos tienen un patrón primario de participación, cabe la 

posibilidad de que puedan usar otros modos. Las personas pueden emplear una o 

dos actividades más, votan, pueden trabajar para un partido o candidato, realizar 

proselitismo a través de pláticas o asistir a mítines. 

En cuanto a la participación dirigida al gobierno varios firman peticiones, 

asisten a reuniones públicas, a mítines o conferencias. El activismo electoral 

puede mezclarse con la participación dirigida al gobierno, pues los participantes 

tienden a usar actividades distintas que requieren los mismos recursos —por 

ejemplo, dar una conferencia, escribir una carta a un diario o un artículo requieren 

de las capacidades verbales y de redacción— y existen actividades, producto de 

otras actividades. Por ejemplo, los trabajadores de campaña tienen mayor 

oportunidad de asistir a mítines. 

Sin embargo, la mayoría de la población emplea un solo acto, el de votar; y 

pocos van más allá de esta actividad, en una elección o año, y nada más. Una 

minoría hace de dos a cuatro actividades; por lo que los activistas completos 

resultan una rareza, por lo tanto, existe una limitada concentración de la actividad 

política entre la población. 

Pocas personas participan en elección presidencial tras elección. En las 

intermedias, en donde la votación desciende, la continuidad disminuye. Aun así, 

votar es una actividad habitual. 

Referente a las actividades electorales, la continuidad aminora, aunque 

participar en una elección aumenta la probabilidad de participar en otras, en 

especial en las actividades de mayor interés para los líderes políticos. Por lo que 

la mayoría de la población es activa esporádicamente. Las personas que 

participan elección tras elección representan un grupo pequeño debido a que los 

costos de participar resultan sustanciales —en especial las actividades 

electorales— así que los activistas provienen de los sectores más aventajados de 
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la sociedad (Dalton 1988; Hague et la. 1992; Nie y Verba 1975; Rosenstone y 

Hansen 1993: 125-127, 226-227). 

Para la participación política heterodoxa existe un continuum con varias 

divisiones. La primera división indica la transición de la política convencional a la 

heterodoxa: firma de peticiones y participar en manifestaciones legales como son 

actividades políticas heterodoxas, pero aún dentro de los límites de las normas 

legales y democráticas aceptadas. La segunda división representa un cambio de 

técnicas de acción directa como los boicots. El tercer nivel de actividades políticas 

involucra actos ilegales pero no violentos: huelgas ilegales y ocupaciones 

pacíficas de edificios, por ejemplo. La última división incluye actividades violentas, 

por lo tanto ilegales, que provocan daños físico o psicológico. Se ha hallado que la 

participación política heterodoxa es acumulativa. Los individuos activos en una 

división generalmente participan en las formas de protesta de la parte intermedia. 

La participación política heterodoxa se concentra en las personas jóvenes y 

en quienes tienen mayor escolaridad, por lo que las actividades que requieren de 

mayores recursos se encuentran entre quienes los poseen; es decir, en los 

sectores de minoritarios. 

También se ha localizado que las personas que emplean algún tipo de 

participación no convencional probablemente demuestren un potencial para la 

acción política grupal en el futuro. Esto se debe a su flexibilidad y posesión de los 

recursos materiales y objetivos para sufragarlos (Bashevkin 1996: 152-155; Dalton 

1998; McAllister y White 1994: 610). De la misma forma, se ha hallado que 

“quienes usan la actividad convencional no necesariamente progresan en el uso 

de formas heterodoxas, pero quienes han usado los métodos no convencionales, 

en algún momento, utilizan formas convencionales” (McAllister y White 1994: 606-

607). 

Se concluye que la participación política, esencialmente a través del voto en 

las elecciones, es extensiva mas no universal (Rosenstone y Hansen 1993: 70). 

Puede existir movilidad en la concentración de los roles de participación de los 

ciudadanos, pero, por lo general, se presentan muy estables en el tiempo debido a 
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factores de personalidad y del medio social de cada uno. Sólo un fuerte cambio en 

el ambiente social del individuo o ser afectado por un problema personal, familiar o 

comunal, o si se interesa demasiado en un candidato, puede cambiar la estructura 

de participación de la población; el ciudadano participará con un amplio repertorio 

de actividades políticas. Pero, por lo regular, la población en general carece de la 

estructura acumulativa y, si existe, ésta será endeble. Ello se explica porque 

existen actividades políticas que requieren de más iniciativa, son de un alto costo; 

se carece de los recursos suficientes para desempeñarlas, y se obtienen 

resultados de largo plazo o son inmateriales (Conway 1989; Milbrath 1965)27, 

pueden causar conflicto, no se conocen los canales de participación y ejercen 

poca presión o información de las preferencias. 

Por eso, los ciudadanos que desempeñan actos políticos de bajo, medio y 

alto costo llegan a ser casi inexistentes y además poseen una estructura 

acumulativa de participación política. En consecuencia, pocas personas ejecutan 

varias actividades políticas con alto costo de energía y tiempo (Conway 1989; 

Milbrath 1965). 

La participación política de la población se produce de manera inconstante, 

ya que varía en el tiempo debido a las circunstancias políticas que cambian en el 

periodo e inducen a las personas a tomar parte en la política en un momento y no 

en otro. Esto se explica por la aparición de personalidades, las posiciones políticas 

de los candidatos a los puestos públicos; el calendario electoral, las políticas que 

entran y salen de la agenda pública, las acciones de los partidos políticos, los 

políticos y las organizaciones que compiten por las ventajas políticas; además de 

las necesidades básicas percibidas por los ciudadanos que necesitan satisfacer y 

que han sido politizadas por los mismos (Dalton 1988; Rosenstone y Hansen 

1993: 125-127; 159-160, 209-210, 226-227). 

Así que la participación política es episódica —varía en el tiempo, aumenta 

o disminuye de año a año, de elección a elección y de mes a mes— y no es una 

                                                           
27

 Es por esto que existe la participación política expresiva, en donde la realización de la acción se convierte 

en el objetivo. 
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operación exclusiva de activistas totales que participan en todo, todo el tiempo 

(Rosenstone y Hansen 1993: 70). 

 

 

3.4 Las críticas y los límites de la participación política  

 

La participación política se da dentro un marco democrático liberal burgués y su 

estudio empírico muestra cómo las iniquidades socialmente estructuradas afectan 

los niveles de participación entre las clases sociales. Pero no cuestionan las 

estructuras políticas, sociales y económicas que integran las barreras 

infranqueables que evitan incrementar la participación política de los 

abstencionistas; en donde el mayor activismo político de los aventajados 

socialmente estaría dirigido a mantener su posición a expensas de los inactivos y 

socialmente desaventajados (la clase obrera, las mujeres, las minorías y los 

analfabetas). De esta manera, el estudio de la participación política no cuestiona 

este hecho, en el cual el activismo marca la diferencia entre los grupos sociales 

(Pateman 1989). 

La autora concluye que: 

 

(L)a agregación de las variables (correlaciones) individuales de la actividad política no 

iluminará la relación entre la estructura política porque el problema básico, el hecho de que 

la estructura está basada en la división de clases y sexo, nunca aparece como tal. Mas bien, 

las iniquidades socialmente estructuradas aparecen como atributos personales y como 

psicología a nivel individual que existen para estar distribuidos de una manera en particular 

(Pateman 1988: 98). 

 

Wiatr (1989) afirma que el estudio de la cultura y la participación política no 

explican la relación entre la estructura económica y la política, por un lado, y la 

cultura y la participación política de las distintas secciones de la sociedad, del otro; 

y la repercusión de estos últimos sobre la estructura socioeconómica y política. 

También las investigaciones, en particular The Civic Culture (Almond y Verba 
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1965), consideran la estabilidad del sistema político ante la participación como 

elemental, y la participación política por medio de las actividades electorales 

deben ser los objetivos primordiales del los regímenes democrático liberales de 

tipo occidental u angloamericano. 

No siempre la participación política logrará beneficios para sus usuarios. 

Ante la aparición de estructuras políticas supranacionales, la participación política 

tendrá demasiadas limitaciones. Se merma su capacidad de influir en los sistemas 

políticos, económicos, sociales y culturales supranacionales; pues en éstos, la 

participación y la influencia política disminuye cuando el número de ciudadanos 

aumenta (Lijphart 1997: 10); por decirlo así, si las personas disponen de una 

verdadera influencia distribuida por igual para todos, ella disminuye cuando 

aumentan los participantes en los procesos de toma de decisiones y debido a la 

necesidad de mayores recursos objetivos, tal como el dinero. 

Esto se explica porque el voto, para la toma de decisiones colectivas en las 

elecciones, puede ser irrelevante ante instituciones políticas supranacionales 

constituidas, más o menos, de acuerdo con los estándares democráticos. Incluso, 

cuando existen las instituciones políticas nominalmente democráticas, se puede 

violar el principio de igualdad del voto en la toma de decisiones a nivel federal en 

los países democráticos. Ya que de por sí, el sistema federal viola el principio de 

igualdad del voto debido a que la representación en una Cámara legislativa o en el 

Parlamento no es proporcional al total de ciudadanos, sino que conceden 

demasiada influencia a estados, regiones o países con poblaciones pequeñas. 

Y para tomar decisiones a nivel supranacional por sistemas “democráticos” 

transnacionales, el individuo tendrá que adquirir mucho más información, 

conocimiento y comprensión que excede en costos; aun para los sistemas 

nacionales, que de por sí son excesivos. El ciudadano es débil para ejercer el 

control final de la agenda política para la toma de decisiones colectivas; lo cual 

representa un serio problema para los sistemas a nivel nacional; en tanto que un 

sistema internacional nulifica el control ciudadano. Ante la ausencia de 

instituciones transnacionales democráticas, una pequeña minoría podrá ejercer el 
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control directo. Las decisiones de las estructuras internacionales serán y son 

hechas por delegados no electos; es decir, designados por el gobierno nacional, 

los cuales no dependen de las elecciones. Y no se espera que las estructuras 

supranacionales de toma de decisiones lleguen a ser tan sensibles a los 

ciudadanos como las estructuras nacionales de toma de decisiones (Dahl 1994: 

32-34; 2004: 51). 

He aquí las críticas y los límites de la participación política expuestas por 

los propios estudiosos del tema. 

No obstante, se hace una advertencia. Existe una diferencia entre los 

individuos que realizan este tipo de acciones: unos que participan políticamente en 

actividades de alto costo lo hacen cuando no trabajan o en su tiempo libre, esto 

caracteriza a unos cuantos ciudadanos quienes anteriormente eran, por lo regular, 

espectadores; otros que hacen de la política su profesión, o sea, los políticos 

profesionales, quienes se involucran en todos los roles políticos. 

Sólo interesan los primeros por estar más de acuerdo con el concepto de 

participación electoral, ya que únicamente buscan influir sobre el gobierno, no 

tomar el poder estatal y el control del gobierno; los segundos buscan ejercer el 

poder político; los políticos profesionales, por lo general, reciben un sueldo para 

trabajar en dichas labores regularmente, los primeros no. Unos son activistas, los 

otros funcionarios. Los activistas realizan unas cuantas actividades, los segundos 

realizan mucho más, gracias al sueldo que perciben. Lo único en común es que 

ambos continúan siendo una minoría dentro de sus respectivas poblaciones, con 

lo que se concluye que los ciudadanos poseen una estructura acumulativa muy 

débil de la participación política (Milbrath 1965), si es que la poseen. 
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CONCLUSIÓN 

 

 

 

En el interior del proceso democrático se observa el activismo electoral de la 

ciudadanía mediante el voto. Y se localiza dentro del concepto general de la 

participación política, que como se describió en el presente trabajo, significa un 

fenómeno que se ha estudiado desde mediados del siglo pasado. Además de 

integrar una de las partes necesarias de la poliarquía. 

También de detectó, al momento de exponer y detallar el concepto de 

participación política en el primer capítulo, que varios planteamientos politólogicos 

lo abordan para clarificarlo: 

 

a) El enfoque sistémico. En él se trata al activismo político ciudadano como parte 

integral del proceso de insumos, provenientes del sistema social, que deben 

procesar las estructuras políticas, cuya intención consiste en elegir a los 

politicos gobernantes y las decisiones que formulan para la sociedad; 

 

b) El enfoque de la teoría racional. Donde el ciudadano y el elector perciben el 

acto político y el voto como un instrumento para lograr objetivos políticos, 

gubernamentales, seleccionar a aquellos candidatos, partidos y políticas que lo 

benefician; por último, llevar a cabo la evaluación de costo-beneficio al 

momento de ejercer el derecho a participar; 

 

c) El enfoque republicano. Aquí el simple hecho de participar denota la 

pertenencia de la persona a un conjunto más amplio, que si bien lo rebasa, no 

lo excluye. Al actuar políticamente siente que interviene en los asuntos 

generales de su comunidad política y se los hace saber al resto de los 

integrantes, incluso cuando las actividades políticas no logran los objetivos que 

se pueden establecer racionalmente. 
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Los planteamientos se hicieron explicítos al momento de clarificar y exponer el 

concepto de participación política en el trabajo, de tal manera que se extrajeron 

sus cualidades y se enmarcaron bajo los subtítulos del trabajo. 

Por otra parte, el alcance de la propuesta es un primer paso de 

acercamiento al fenómeno por lo que se proponen las teorías y las variables 

independientes para, posteriormente, realizar estudios más amplios, profundos y 

empíricos sobre la participación de la ciudadanía en los procesos electorales, 

primordialmente en México. Así que en el segundo capítulo se planteó que el acto 

de votar de la ciudadanía significa una actividad que permite el empleo de cuatro 

modelos teóricos, con sus variables explicativas: 

 

1. El modelo de los recursos socioeconómicos 

 Ingreso 

 Escolaridad 

 Ocupación laboral 

 

2. El modelo de los factores demográficos 

 Sexo de los electores 

 Edad de los votantes 

 

3. El modelo de movilización institucional 

 Competitividad electoral de los partidos políticos 

 

4. El modelo de los factores sistémicos o institucionales 

 Celebración de elecciones concurrentes para elegir distintos cargos a 

diferentes niveles de gobierno (Fornos, Power y Garand 2004: 920). 
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Los modelos y sus variables establecen las causas de la probabilidad de votar de 

las personas. Éstas saben que su voto es sólo uno entre miles, entre centenas de 

miles, incluso entre millones; sin embargo lo emiten. Esto permite entender las 

razones por las que los ciudadanos se dirigen a las urnas. 

Las sugerencias de las teorías, la descripciones de las relaciones entre las 

variables explicativas y el objeto de estudio, así como la propuesta de un número 

limitado de causas, se hicieron a partir de la revisión de bibliografía y fuentes 

hemerográficas amplias, especializadas, clásicas y actuales, que se han 

elaborado para observar y analizar los fenómenos de la participación política en 

general, y el acto de votar en particular.  

Además en la revisión de la literatura sobre el acto de votar, se plantearon 

temas sobre el análisis del activismo político que ayudaron a comprender la 

naturaleza de las acciones electorales y de las acciones dirigidas al gobierno: las 

heterodoxas. Estas se encuentran primordialmente bajo la dirección de sus 

actores ciudadanos, quienes controlan el tiempo, los recursos y el lugar para 

llevarlas a cabo. Asimismo, sirvieron como punto de comparación ante las 

acciones políticas dominantes que poseen la capacidad de sancionarlas 

constitucionalmente. Esto permitió una mayor comprensión del fenómeno de votar 

por las contraposiciones que surgen entre ellas. 

También se presentó que, si bien las acciones políticas no convencionales 

pueden emplear los planteamientos teóricos que abarcan el acto de votar, 

proponen otros marcos conceptuales y variables independientes para el análisis. 

Lo cual se planteó en el último capítulo. 

Para terminar, una característica que se fundamentó fue que los modelos 

teóricos y las variables explicativas, que poseen la capacidad de transformarse en 

bases de datos y una vez que emplean la metodología cuantitativa de la 

estadística, exhiben las capacidades para aplicarse en distintas sociedades 

políticas a lo largo del tiempo, siempre y cuando se determine en sus regímenes 

constitucionales la celebración de procesos electorales libres, legales, periódicos y 
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competitivos para seleccionar a los titulares del Estado y los temas de la agenda 

pública. 

Cada uno de los modelos teóricos se forma de muchas más variables 

explicativas que los vuelven más complejos y completos, para explicar la 

participación mediante el voto. Así el modelo de los recursos socioeconómicos se 

allega de las variables como la disponibilidad de tiempo, la posesión de las 

habilidades para la política y el control de ingreso familiar (Burns et al. 1997, 2001; 

Schlozman et al. 1994). El modelo de factores demográficos se integra de las 

variables tales como la zona y tiempo de residencia, el tipo de religión y la 

asistencia a los los templos, la ocupación laboral y el tipo de empleo, la raza y la 

etnia (Bobo y Gilliam 1990; Dogan 1995b; Handelman 1978; Hawley 1997; Hill y 

Leighley 1996; Krischke 1991; Leighley y Nagler 1992b; Oliver 2000a, 2000b; 

Schlozman et al. 1999; Verba, Schlozman, Brady y Nie 1993b; Weakliem 1995). 

Mientras que el modelo de movilización institucional emplea el partidismo, la 

afiliación sindical, asistencia y frecuencia a la iglesia, membresía formal e informal 

en organizaciones de la sociedad civil: de vecinos, de la escuela, de 

profesionistas, el capital social (Arditi 2005: 9-10; Bishop, Tuchfarber, Smith, 

Abramson y Ostrom 1994; Carrillo 1990; Chávez 2005: 49-56; Green, Palmquist y 

Schinckler 1998; Leighley 1996; Moreno 2003: 21-50; Pérez Arce 1990). 

Finalmente, el modelo de los factores sistémicos se compone de instituciones y 

procedimientos constitucionales y legales que se expusieron en el apartado 2.4 de 

este trabajo. 

En consecuencia, el presente escrito deja fuera variables independientes 

que darían una exposición más rica del ciudadano en el proceso electoral; sin 

embargo, tal discriminación no es arbitraria ni sin sustento; ya que a partir de la 

consulta y aportaciones de las fuentes documentales, se detectó que las variables 

implicadas en este trabajo poseen una naturaleza cuantitativa, cuya fortaleza 

reside en que se recopilan en bases de datos infórmaticas de los censos 

demográficos (escolaridad, ingreso, ocupación, edad, sexo) y de las estadísticas 

electorales (el tipo de elección, el nivel de competencia partidista y el porcentaje 
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de votación), que construyen agencias gubernamentales especializadas e 

internacionales que, en algunos casos, elaboran por el mandato de ley; al mismo 

tiempo y gracias a esa integración informática, éstas ya no dependen de la 

aplicación de encuestas a muestras representativas. 

Gracias a las bases de datos, un estudiante que no cuenta con los recursos 

materiales —en especial dinero y tiempo que consumen las encuestas de 

recolección de datos y de opinión a muestras diseñadas estadísticamente, más el 

procesamiento infomático— logra obtener información digitalizada y, en ocasiones, 

hasta gratuita, que con la ayuda de programas informáticos, internet y software 

estadístico permiten establecer las relaciones entre las variables independientes 

con el acto de votar, para así analizar de forma estadística y comprender los 

fenómenos sociales. Sin embargo, esto es y será tema para una investigación 

posterior. 

Otra fenómeno presente en las democracias electorales representativas de 

las sociedades industriales occidentales, de América Latina y algunas asiáticas, se 

presenta por el agotamiento y desencanto ciudadano28. Así lo demuestran las 

                                                           
28

 La siguiente gráfica muestra los niveles de votación agregada a lo largo del tiempo desde mediados hasta 

finales del siglo pasado. 

 
(Fuente: IDEA International Institute for Democracy and Electoral Assistance. 

http://www.idea.int/vt/survey/voter_turnout1.cfm. Consulta el 15 de agosto de 2014). 

La línea oscura representa los niveles de votación de las personas registradas para ejercer el voto; a medidos 

de siglo, votaron casi ocho electores de cada 10, para finales de siglo sólo lo hicieron siete de 10 inscritos. La 

caída se detuvo temporalmente en los ochentas cuando se dieron las transiciones a la democracia en América 

Latina y Europa del Este, la tercera ola, pero después del ligero auge, la caída continuo. La línea blanca son el 

porcentaje de votantes del total de la población con la edad para votar (estén o no registrados). Los datos son 

http://www.idea.int/vt/survey/voter_turnout1.cfm
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bajas tasas de participación en los sistemas electorales en donde el voto no es 

obligatorio29. A lo cual se suma el alejamiento de los legisladores, de los 

                                                                                                                                                                                 

más dramáticos. A mediados del siglo XX apenas votaron seis de cada 10 personas. Conforme se 

incorporaron más naciones a los regímenes democráticos liberales, la votación se incrementó. La explicación 

es que las poblaciones salen a votar cuando se les ha privado del derecho y de pronto aparece la oportunidad, 

para que despues venga el desencanto con el funcionamiento de las instituciones representativas y electorales. 

El clímax vuelve a ser la tercera ola democrática y continuará con para un alejamiento de la democracia. Así 

se emplee una u otra base demográfica nunca se alcanza una plena incorporación de la ciudadanía y los 

patrones de desencanto son similares, pero son más profundos cuando se considera a la población con edad 

para votar. 
29

 Para el caso de México y en particular de la Ciudad de México, las tasas de votación son bajas: 

Elecciones para la legislatura nacional en México (2000-2012) 

Año 

Porcentaje de 

Votación 

(con base en 

los 

ciudadanos 

registrados) 

Votación 

Total 

Ciudadanos 

Registrados 

Porcentaje 

de Votación 

(con base en 

la población 

en edad para 

votar) 

Poblacion 

en Edad de 

Votar 

Población 

Total 

Voto 

Inválido 

2012 62.45 % 48,425,584 77,547,511 63.71 % 76,008,240 114,975,406 4.95 % 

2009 44.61 % 34,560,344 77,470,785 47.77 % 72,347,857 111,211,789 5.40 % 

2006 58.90 % 42,026,083 71,351,585 63.62 % 66,061,738 107,449,525 3 % 

2003 41.68 % 26,968,371 64,710,596 43.44 % 62,077,369 103,400,165 3.40 % 

2000 57.24 % 30,214,419 52,789,209 48.20 % 62,684,899 100,294,036 2.80 % 

(Fuente: IDEA International Institute for Democracy and Electoral Assistance. 

http://www.idea.int/vt/countryview.cfm?id=157. Consulta el 15 de agosto de 2014). 

Cuando hay una mayor participación electoral en México, apenas seis de cada diez ciudadanos registrados 

asisten a las urnas a votar, el hecho se presenta durante las elecciones presidenciales (2000, 2006 y 2012), 

para disminuir en las elecciones intermedias, en donde apenas aparecen cuatro de cada 10. El promedio de 

asistencia es apenas de 5.5 votantes mexicanos por cada 10. 

Otro hecho notable es el alza de los votos inválidos conforme se celebran más procesos electorales. 

El patrón es muy similar en los procesos electorales de la Ciudad de México. 

Elecciones para la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 2000-2012  

Año 
Porcentaje de Votación 

(con base en los 
ciudadanos registrados) 

Votación Total 
Ciudadanos 
Registrados 

Votos Inválidos 

2012 65.89 % 4,743,972 7,199,381 212,110 (4.47 %) 
2009 41.59 %  3,044,402 7,320,170 320,064 (10.51 %) 
2006 67.14 % 4,769,449 7,103,973 83,316 (1.75 %) 
2003 42.07 % 2,824,107 6,712,664 112,060 (2 %) 
2000 67.85 % 4,245,389 6,256,698 97,281 (2 %) 
(Fuente: Instituto Electoral del Distrito Federal. www.iedf.org.mx/index.php/menuestadistica-y-estudios-

electorales. Consulta el 15 de agosto de 2014). 

Los datos relevantes serían: la votación se incrementa notablemente cuando en la misma elección existe la 

posibilidad de elegir a los poderes ejecutivos nacional y de la Ciudad de México (en 2000, 2003 y 2006 se 

llevaron a cabo elecciones concurrentes, los electores de la Ciudad de México eligen en la misma jornada a 

candidatos para los poderes nacionales ejecutivo y legislativo: senadores y diputados, más los locales de los 

puestos ejecutivo, legislativo y delegacionales) por lo que un poco más de seis ciudadanos de cada 10 salen a 

votar; el porcentaje de votación en la capital de México resulta ligeramente más alta que el promedio 

nacional. 

El dato llamativo es el alto porcentaje de votos inválidos en las elecciones de 2009, más de 10 puntos 

porcentuales, sin igual en cualquier elección. Durante este año electoral se realizó una campaña que invitó a la 

ciudadanía a ejercer su derecho político y descontento a través de los votos nulos e inválidos en señal de 

http://www.idea.int/vt/countryview.cfm?id=157
http://www.iedf.org.mx/index.php/menuestadistica-y-estudios-electorales
http://www.iedf.org.mx/index.php/menuestadistica-y-estudios-electorales
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funcionarios electos y de las maquinarias partidistas de las necesidades y deseos 

de la población. Hecho que muestran las encuestas de opinión como la 

desconfianza de las personas ante ellos; además de percibirlos como instituciones 

que se reproducen a sí mismas a partir de recursos públicos proporcionados por la 

sociedad civil y que se han apoderado de las instancias de decisión política sin 

agregar e instrumentar las demandas de los sectores sociales. 

A lo anterior se agrega que el Estado deja a miles de personas indefensas 

ante las consecuencias imprevistas de la aplicación de las reformas económicas 

de ajuste que aplicó para la liberalización de los mercados. Los mercados libres no 

han logrado distribuir de manera equitativa la bonanza generada, ni lograr el 

empleo para las grandes cantidades de mano de obra disponible; lo contrario 

ocurre, concentración de la riqueza en un porcentaje pequeño de la población y 

mano de obra con bajos ingresos y desocupada. Caso que se agrava en los 

sectores económicos del sector agrario o que dependen de la agricultura a baja 

escala y en los grupos sociales marginados y excluídos de la economía formal: 

mujeres, niños e índigenas, seguidos de las personas jóvenes con baja o ninguna 

escolaridad. 

Ante estas dos esferas que han dominado las actuales democracias 

liberales industriales —los cuales que han dejado más temas irresueltos y crisis 

sociales que expectativas esperanzadoras de bienestar para el grueso de la 

población— se ha conformado una tercera esfera o Tercer Sector que se encarna 

en el universo de la Sociedad Civil, y que permite la reproducción de un segundo 

escenario de la política que no se dejará permear por las maquinarias partidistas 

ni los políticos profesionales. Aquí, las relaciones sociales y de comunicación 

actúan de otra manera: no son para establecer intercambios ni conexiones para la 

reproducción de los sisntemas económico y político imperantes. 

                                                                                                                                                                                 

descontento con las instituciones de la democracia electoral y representativa. En consecuencia, rompió el 

patrón de baja votación en las elecciones legislativas y delegacionales; al parecer salieron a votar quienes 

serían poco probables de hacerlo en este tipo de elecciones, para manifestar su descontento, gracias a la 

campaña de anular e invalidar el voto, lo cual se sugiere únicamente como hipótesis 
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No sólo es lo anterior. La Sociedad Civil también tiene su dinámica y sujetos 

propios; además, es compleja: no hay un concepto que abarque su totalidad. Se 

integra de personas que ingresan a ellos de manera voluntaria y autónoma: los 

asistentes a las iglesias que se reunen para platicar de religión o temas políticos 

que los afectan como creyentes; lectores ávidos que se dan citan para leer y 

comentar a sus autores favoritos y realizar una revista literaria; cinéfilos que 

forman un cineclub e invitan a sus vecinos, familiares y amigos a ciclos de 

películas por tema, director o actores; padres y madres de familia que acuerdan 

realizar trabajos de mantenimiento y mejora en la escuela a la que asisten sus 

hijos; vecinos que se unen y acuerdan limpiar y mejorar la infraestructura urbana 

de sus calles, organizar las fiestas de la localidad, hacer su equipo deportivo. 

Para pasar a organismos colectivos más complejos, con una estructura más 

formal y reproducción de recursos materiales y humanos propios: los obreros que 

se unen para mejorar sus condiciones de vida o practicar su deporte favorito; los 

colectivos de diversidad sexual que buscan legislaciones que deje de 

criminalizarlos por sus preferencias; los jóvenes que protegen ecosistemas y vida 

salvaje, o buscan evitar la explotación de recursos naturales y la contaminación; 

los grupos de profesionales que buscan las mejoras materiales de sus gremios y 

asociaciones. 

Asimismo, constituyen un ámbito en donde los seres humanos realizan las 

actividades que no se podrían hacer si viviera en soledad. Crea y reproduce su 

propia cultura: música, arte, lenguaje, conocimiento, formas de comunicación, 

tecnología, ciencia; asimismo, propone una agenda pública, puede definir los 

objetivos que deben perseguir el Estado y la Economía 

Así que ha hallado su propia naturaleza y dinámica, ha sido capaz de 

localizar los problemas creados y no resueltos por el Estado y la Economía. Se ha 

dado a la tarea de enfrentarlos ante la incapacidad de esas esferas para 

atenderlos debido a que viven sus propias crisis y están en la sobreviviencia. 

Para ello, la Sociedad Civil se ha manifestado en una serie de movimientos, 

organizaciones y asociaciones, grupos de interés que se han desarrollado a partir 
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de su propia dinámica histórica; para actuar y ser el lazo de unión con las otras 

dos esferas, sin pretender tomarlas o erradicarlas, sino ser un espacio de 

actuación de los ciudadanos para desarrollarse a sí mismo, mejorar las 

condiciones que viven, obtener mejoras de los universos de poder político y 

económico: proponer, asesorar, desarrollar, instrumentar, vigilar y evaluar políticas 

públicas; ampliar la participación de los ciudadanos fuera de los partidos y las 

elecciones; enfrentar poderes autoritarios y ampliar las esferas de libertad 

individual, y aplicar los derechos políticos sin cortapisas; fortalecer el Estado de 

Derecho y hacer real la responsabilidad política de los representantes electos; 

reducir las externalidades de la economía de mercado y la pobreza; mejorar las 

condiciones educativas y de los servicios públicos y sanitarios; y llevar a primer 

plano aquellos nuevos temas que aparezcan en la agenda y que no son atendidos 

por el Estado ni el Mercado. 

Las organizaciones, asociaciones, grupos de interés y movimientos, cuando 

actúan junto con las agencias del Estado y empresas de la iniciativa privada, son 

capaces de resolver conflictos y problemas sociales, así como de llevar a cabo 

objetivos y políticas públicas, que en el supuesto de no realizarse, serían causas 

de conflictos sociales. 

Esos mismos organismos de la sociedad civil presentan mayor fortaleza, 

cuando el Estado de la Ley asegura sus derechos y les proporciona un 

financiamiento primordialmente público sobre privado para sus actividades, 

siempre y cuando sean sujetos de regulación y transparencia de las actividades y 

recursos materiales que emplean. 

Ahora bien, no todas las asociaciones, organizaciones y movimientos se 

componen de manera homogénea ni monolítica. Pertenecerán a la Sociedad Civil 

y al Segundo Circuito de la Política sólo los entes que estén de acuerdo con las 

normas de la democracia liberal: respeto a las libertades individuales, a los valores 

democráticos, en especial la tolerancia y la pluralidad; así como los derechos 

políticos de los demás de participar en la toma de decisiones colectivas. De igual 

forma, no buscarán derrocar, tomar o imponer el poder Estado a los otros; alterar 
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de manera grave el desarrollo del mercado o determinar una forma de sociedad 

que sea obligatoria al resto de los ciudadanos. 

Es por ello, que el segundo circuito de la política vendrá a complementar a 

la actual democracia liberal de masas que se ha limitado a la representación y 

elección, por lo que ha dejado fuera a las distintas manifestaciones que componen 

las complejidades de las sociedades actuales (Arditi 2005: 9-19; Chávez 2005: 45-

70). 
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